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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 15ª y 16ª, ordinarias, en 12 y 13 de mayo de 2015, respectivamente, que no han sido observadas.




(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Diez de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los ocho primeros retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de las iniciativas que se especifican:



1.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (boletín Nº 8.132-26).



2.- Proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (boletín N° 9.398-04).



3.- Proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (boletín Nº 8.069-14).



4.- Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (boletín N° 7.130-07).



5.- Proyecto de ley relativo a comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín N° 7.765-07).



6.- Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto a los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).


7- Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín N° 9.748-07).



8.- Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (boletín Nº 9.151-21).



Con los dos últimos retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores (boletín Nº 9.369-03).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, para permitir la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (boletín Nº 9.601-25).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que aprobó el proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores (boletín Nº 9.369-03) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.


Del señor Ministro de Agricultura:


Atiende solicitud de información, enviada en nombre de los Senadores señores De Urresti, Horvath, Montes y Patricio Walker, relativa a una definición operativa de “bosque degradado”, en el marco de la ejecución de las políticas públicas sectoriales, y a la adopción de medidas de apoyo a los esfuerzos desplegados en regiones para recuperar el bosque nativo.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones:


Responde solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor García, acerca de la reubicación de la antena instalada a un costado del Centro de Salud Familiar Metodista en la ciudad de Temuco.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informe



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código de Comercio al objeto de regular la facultad que confiere al asegurado diligente para proponer adecuaciones de la prima y la cobertura de la póliza si el siniestro no se ha producido durante la mitad del tiempo de vigencia de esta (boletín N° 9.915-03) (Véase en los Anexos, documento 2). 


--Queda para tabla.
Moción



De los Senadores señores Chahuán, Guillier, Lagos, Quinteros y Patricio Walker, con la que se da inicio a un proyecto que modifica el artículo 24 de la ley que moderniza el sector portuario estatal a fin de que se escuche la opinión del concejo municipal para la finalidad que indica (boletín N° 10.062-15) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.
Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señor Zaldívar, señora Allende y señor Prokurica con la que proponen un proyecto de ley que crea la corporación de mejoramiento urbano de la Región de Atacama.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo disponen los incisos tercero y cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política.
Solicitud de permiso constitucional


Del Senador señor Girardi, para ausentarse del país a contar del día de hoy.



--Se accede. 
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA
LÍMITE A REELECCIÓN DE PARLAMENTARIOS, ALCALDES, CONSEJEROS REGIONALES Y CONCEJALES 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Carta Fundamental para limitar la reelección de las autoridades que indica, con informe de la Comisión Especial Encargada de Conocer Proyectos Relativos a Probidad y Transparencia y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4.115-07, 4.499-07, 8.221- 07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de reforma constitucional:


En segundo trámite, sesión 55ª, en 16 de octubre de 2012.



Informe de Comisión:



Especial Encargada de Conocer Proyectos Relativos a Probidad y Transparencia: sesión 19ª, en 19 de mayo de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos de este proyecto son limitar la reelección de los senadores, por una sola vez; la de los diputados, por dos períodos sucesivos, y la de los alcaldes, consejeros regionales y concejales, por dos veces consecutivas, y considerar como primero el período en actual ejercicio de las mencionadas autoridades.



La Comisión Especial de Probidad y Transparencia discutió esta iniciativa en general y particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Cámara Alta, por tener “discusión inmediata” en ese momento, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica e Ignacio Walker.



En cuanto a la discusión particular, la Comisión efectuó diversas enmiendas, todas las cuales se aprobaron por unanimidad.



Cabe hacer presente que para la aprobación de los cinco numerales del artículo único del proyecto en informe se requieren tres quintas partes de los Senadores en ejercicio (en este momento, al menos 22 votos favorables), por cuanto esas normas recaen en los Capítulos V y XIV de la Carta Fundamental.



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 13 del informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión Especial de Probidad y Transparencia, Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, sin duda alguna, este tema es opinable, muy debatible en cuanto a si colocar o no límites a la reelección en los cargos de representación popular.



Si uno mira el informe que nos entregó la Biblioteca del Congreso Nacional, donde se revisa la política comparada sobre la materia, puede percibir que existen al menos tres visiones.



En primer lugar, en el caso de los parlamentarios -me concentraré principalmente en ellos; pero, como veremos, el proyecto es más general-, hay quienes sostienen que la reelección permite profesionalizar la carrera legislativa. Este primer argumento valora la experiencia. Por lo tanto, poner límites sería contradictorio con la acumulación de experiencia; con la profesionalización de la carrera legislativa, y, en general, con lo que significa el ejercicio de esos cargos de representación popular.



Existe otra teoría, opuesta a la anterior -estoy hablando de la legislación comparada-, que es contraria a la reelección, principalmente por la mayor probabilidad de abusos en el ejercicio del poder; por la perpetuación en los cargos -dicen algunos autores-, y, de otro lado, por la cristalización de una clase política anquilosada, sin mayor renovación. De ahí que esa teoría tienda a favorecer el límite a la reelección.



Finalmente, existen posturas intermedias, como aquella que sostiene que las restricciones a la reelección no debiesen existir en los países que cuentan con institucionalidad democrática sólida.



La verdad es que la inmensa mayoría de las democracias maduras, de las naciones desarrolladas, no contemplan límite alguno a la reelección.



Por ejemplo, en Estados Unidos no hay ninguna cortapisa a ese respecto. Ello, a nivel federal. Porque, desde el año 90 en adelante, 20 estados han adoptado la modalidad de limitar la reelección.



Sin embargo, los estudios de que disponemos sobre las consecuencias que ha producido ese experimento en el país del norte señalan que existen grandes distorsiones. Entre ellas, el hecho de que los parlamentarios abandonan el distrito en el último período.



Pero hay algo más preocupante: empíricamente, los últimos 25 años, desde que rige aquel límite a la reelección en algunos estados -no en el nivel federal, repito-, demuestran que la inmensa mayoría de los exparlamentarios se dedican al lobby, se transforman en lobistas, pues tienen la experiencia del trabajo legislativo; o sea, como después necesitan reinsertarse en el mercado laboral, abandonan los distritos y terminan de lobistas.



Estados Unidos, por consiguiente, no tiene límite alguno a la reelección ni de senadores ni de diputados.



Tampoco ponen límite Argentina, Brasil, Perú, Uruguay, España, Francia, Italia.



Entonces, la evidencia comparada es categórica: la inmensa mayoría de las democracias del mundo no contemplan restricciones a la reelección.



Hay solo dos excepciones: México y Costa Rica.



México viene de vuelta, pues tenía un solo período (ya hay dos). Y Costa Rica establece alguna limitación.



Punto: no hay más excepciones.



Chile sería la tercera excepción en el mundo si limitara la reelección en los cargos de representación popular.



Los casos que di de ausencia de límite constituyen la inmensa mayoría. Repito: en Europa, España, Francia, Italia; en América Latina, Argentina, Brasil, Perú, Uruguay; en Norteamérica, Estados Unidos, etcétera.



¡Estamos con mucho ánimo en la Sala…!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les ruego a Sus Señorías guardar silencio para escuchar al Presidente de la Comisión Especial de Probidad y Transparencia.

El señor WALKER (don Ignacio).- Gracias.



Señor Presidente, ¿cuál es el gran argumento en contra del límite a la reelección? Un principio democrático: la libre expresión de la voluntad popular.



Ese es el principio para no establecer límite. O sea, que los cargos de representación popular se ejerzan mientras quienes los ostentan cuenten con el apoyo popular.



¿Por qué?



Seamos claros: lo que estamos haciendo en este proyecto al restringir la reelección es limitar la libertad del ciudadano



Evidentemente, nos estamos autolimitando como senadores o diputados y limitamos además a quienes ejercen los otros cargos de representación popular; pero también estamos restringiendo la libertad del ciudadano para elegir.



Doy un ejemplo de mi Circunscripción.



El doctor Luis Mella Gajardo, señalado recientemente en una encuesta como el mejor alcalde de la Región de Valparaíso (38 comunas), lleva siete períodos. Y en los últimos comicios fue elegido con 70 por ciento de la votación.



¿Por qué nosotros habríamos de decirles a los quillotanos y a las quillotanas: “Usted no puede elegir más al doctor Mella”? “¡Pero es que yo quiero elegirlo! ¡Es un tremendo alcalde! ¡Acaba de obtener 70 por ciento de los votos!”. “No, porque puede anquilosarse, perpetuarse en el poder...”.



Entonces, aquí por un lado hay una contraposición con la libre expresión de la voluntad popular, que nos debiera llevar a no establecer límites, y por otro estamos limitando los derechos a elegir y ser elegido, que emanan de la calidad de ciudadano. 



En consecuencia, estamos procediendo a una autolimitación (es cierto), pero también estableciéndoles una limitación a los ciudadanos.



Por eso la inmensa mayoría de las naciones del mundo no pone restricciones a la reelección.



Ahora, en nuestro país hay un argumento a favor del límite -es el único que he encontrado- que me parece razonable: el proyecto de ley sobre financiamiento de la política -está en la Cámara de Diputados y va a venir al Senado- tiende a favorecer a los incumbentes, a quienes ejercemos un cargo de representación popular. Porque tenemos dieta, secretarías, sedes, difusión; en consecuencia, existe una ventaja con respecto al retador, para el que, con las iniciativas sobre financiamiento de la política que estamos aprobando, el solo aparecimiento en el radar va a ser muy difícil.



Entonces, hay una ventaja para quienes ejercemos cargos de representación popular.



Por lo tanto -me lo decían dos o tres académicos; algunos participaron en la Comisión Especial de Probidad y Transparencia-, fijar un límite a la reelección es un contrapeso adecuado.



Yo no quiero hablar de los climas de opinión -se dice que el actual hace impensable no establecer restricciones, en fin-,  pues son muy subjetivos, muy precarios y muy débiles.



Recordemos lo que ocurrió en enero de 2010 con el voto voluntario. Clima de opinión: había que complacer a cierta candidatura. Por ende, el Congreso Nacional -yo no era parlamentario; pero habría votado en contra- resolvió a favor de aquel. 



Sin embargo, hoy parece haber preocupación por el voto voluntario, pues en las últimas elecciones sufragó 40 por ciento de los ciudadanos.



No hablo de los climas de opinión, pero sí de los pesos y contrapesos, pues son un principio importante en la democracia.



De consiguiente, si el financiamiento de la política, que nos va a beneficiar a quienes ejercemos un cargo de representación popular, es tal que nos da ventaja con respecto a los retadores, pareciera razonable el establecimiento de algún tipo de contrapeso.



¿Qué dispone este proyecto de ley? Un máximo de dos períodos para senadores -es decir, una sola reelección consecutiva- y un máximo de tres períodos para diputados, alcaldes, concejales y consejeros regionales (o sea, dos reelecciones consecutivas).



Evidentemente, un diputado que deja de serlo puede aspirar a ser Senador, y un alcalde, a ser diputado. Pero el ejercicio del cargo se limita.



Tampoco se trata de que sea posible cambiarse de distrito o de circunscripción. No: el ejercicio del cargo es consecutivo.



Reitero: un máximo de tres períodos para diputados, alcaldes, concejales y consejeros regionales, y un máximo de dos períodos para senadores; es decir, dos reelecciones y una reelección, respectivamente. Ello, con un artículo transitorio que dispone que en todos esos casos el actual período se considerará como el primero.



En consecuencia, descartamos dos cosas: uno, que lo dispuesto empezara a regir desde la próxima elección, de ahí para delante -de lo contrario la presentación habría sido más difícil-, y dos, que la norma fuera retroactiva.



En el último caso habría que ver lo que significa la retroactividad en Derecho Público y en Derecho Constitucional. ¿Por qué? Porque el ciudadano que votó y eligió a su senador, diputado, alcalde, concejal, consejero regional lo hizo bajo las reglas del juego que regían en su momento.



A la Comisión, pues, le pareció razonable -la decisión fue unánime: 5 votos contra 0- establecer en un artículo transitorio que se considerará como primero el actual período, de manera que no haya retroactividad y que la entrada en vigencia de la ley no sea desde la próxima elección.



Señor Presidente, termino con una frase -no pediré la palabra de nuevo- para fijar mi posición personal.



Por principio, siempre he sido contrario a limitar las reelecciones, pues ello envuelve una restricción a la libertad de los ciudadanos para elegir; porque la norma rectora de la democracia es la libre expresión de la voluntad popular. Pero me hace fuerza el argumento de que la nueva institucionalidad que estamos construyendo, especialmente en materia de financiamiento de la política y de las campañas, nos da una ventaja a quienes estamos en el ejercicio de cargos de representación popular, por lo que pareciera razonable establecer algún tipo de contrapeso.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la verdad es que en Chile, y especialmente en política, la memoria es cada día más corta. Y es por eso que quiero recordar a la Sala que Renovación Nacional ya en 2006 le planteó al primer Gobierno de la Presidenta Bachelet -después lo hizo en 2012- el asunto que nos ocupa.



De hecho, el proyecto de ley tiene entre sus autores al Honorable señor Chahuán, en esa época Diputado; a los entonces Diputados señor Aedo y señora Valcarce, y a otros parlamentarios de mi Partido. Fue presentado el 22 de marzo de 2006.



En caso de haberse aprobado, quizás habríamos evitado muchos de los problemas actuales de la política. Preveíamos una situación adversa y proponíamos adelantarnos a ella, pero eso no fue posible por distintas razones.



Como lo ha dicho el señor Presidente de la Comisión, esta es una materia totalmente discutible, porque no se da en todas las democracias y porque, claro, a lo mejor desde la calle o desde quienes han pretendido ser parlamentarios se quiere hacer ver que poco menos que el cargo les fue regalado a quienes lo desempeñamos.



Eso no es así. Aquí nos estamos autorrestringiendo, por una parte, los propios parlamentarios que aprobaremos la iniciativa, pero, además, se está limitando la voluntad popular. Porque, como se ha expuesto, hay personas que han integrado el Congreso por mucho tiempo, o alcaldes o concejales que se han desempeñado durante largos años, y por algo la gente los sigue eligiendo.



Un informe de la Biblioteca del Congreso Nacional consigna que la experiencia comparada exhibe casos en que la reelección en el ámbito presidencial se permite en forma inmediata e indefinida, como en Francia y Venezuela; inmediata, aunque limitada solo a un período, como en Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia y Ecuador; inmediata, con dos períodos consecutivos, como en los Estados Unidos, o alterna, con la opción de repostular al cargo una vez transcurridos uno o dos mandatos, como en nuestro país, Perú y Uruguay. En México y Paraguay la reelección no es admitida.



En el ámbito parlamentario, tal como lo ha planteado el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, solo hay limitación a la reelección en Costa Rica y en México, donde los parlamentarios que culminan su período deben esperar el paso de una legislatura para volver.



Hay argumentos a favor y en contra que se han señalado en muchas oportunidades.



Por un lado, algunos juzgan que la experiencia parlamentaria es un plus. Y creo que eso es cierto. Quienes hemos estado ya mucho tiempo en el Congreso nos damos cuenta de que a veces no es fácil encontrar gente con experiencia para desempeñarse en nuestra labor, o en la de alcalde o la de concejal. Muchos de los elegidos pasan períodos completos aprendiendo cómo ser jefe comunal, por ejemplo.



Y, por el otro, hay críticas de quienes afirman que se trata de una especie de “apernamiento” de personas que se profesionalizan en la política.



Me parece que es una cuestión totalmente opinable.



Estimo que el proyecto, que tiene por objeto limitar la reelección de los Senadores a un período, la de los Diputados a dos períodos sucesivos, y la de los alcaldes, concejales y consejeros regionales a dos veces consecutivas, constituye una buena medida. Creo que va a provocar un efecto en la opinión pública desde el punto de vista de que existirá una carrera con límites y que eventualmente podrá dar espacio a nuevas generaciones. Considero que la propuesta va en la línea correcta.



No es, a diferencia de lo que algunos medios han querido exponer, una fórmula con letra chica porque, supuestamente, quienes ocupamos los cargos podríamos repostular.



A mi juicio, se presentaban tres opciones. Una de ellas era determinar que el sistema empezara a regir a partir del próximo período, lo que, a lo mejor, hubiera sido más difícil presentar con el ambiente actual. Otra era disponer un efecto retroactivo, lo que presenta el problema de que mucha gente fue elegida en ciertas y determinadas condiciones, que se estarían cambiando. La Comisión adoptó el justo medio, que es decir: “Se aprueba la limitación, pero se computa el período actual como el primero para los efectos de la inhabilidad en cuanto a volver a ser candidato”.



Finalmente, deseo hacer constar, en el poco tiempo que me queda, que en 2006 y 2012 nosotros no solo planteamos la limitación en la reelección de parlamentarios, alcaldes y concejales -en esa época no había elección popular de consejeros regionales, y estimo que en un tiempo más vamos a tener que agregar a los intendentes, que serán designados en esa forma-, sino también en los períodos de los dirigentes políticos.



Y aquí hay un trabajo pendiente para la Comisión. ¡Hay partidos cuyos presidentes duran treinta años! ¡Ese es un desprestigio total! Me parece que la gente percibe mal a estas colectividades por creer que se trata de un grupo de personas al que no se puede ingresar y que mantiene la llave de la posibilidad de las inscripciones o las elecciones.



Pienso que es un caso que también debiéramos estudiar en el futuro.



Finalmente, deseo comunicar una reflexión: las últimas modificaciones que hemos hecho van en una línea incorrecta. Con la modificación del sistema binominal, los parlamentarios aumentaron en 47, en circunstancias de que en las democracias se procede al revés en el mundo entero: se disminuyen.



Por eso, con varios colegas presentamos un proyecto tiempo atrás para volver a la cantidad actual. Frente a la opinión pública, estimo que hoy día es francamente impresentable incrementar en un tercio los integrantes del Congreso.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, voy a votar a favor de la iniciativa.



Sabemos que, en la actualidad, el Gobierno y todos los parlamentarios estamos empeñados en el estudio de una serie de normativas en torno a la transparencia y la probidad, y en que los índices de confianza mejoren en los chilenos.



El informante, Senador señor Ignacio Walker, ha sido muy explícito al mostrar distintas líneas de argumentación, y, obviamente, ha hecho presente por cuál se inclina.



A propósito de lo mismo, se ha dicho aquí y a través de los medios de comunicación: “No podemos legislar porque la calle quiere esto”. ¡Pero si cuántas veces hemos legislado por la calle! Y hoy, más que nunca, es importante escuchar a la ciudadanía en la materia de que se trata. Y tenemos que dar señales.



Aquí no está en juego el desfortalecimiento de la democracia. Al contrario. Creo que es una forma de que el Congreso logre mejorar la confianza entre todos los chilenos.



En ese orden de cosas, se ha hecho referencia a que el voto voluntario ha sido un desastre.



El primer proyecto de ley al respecto fue presentado en 1997 -y eso se puede verificar- por quien habla y por parlamentarios de la UDI. Con el tiempo, algunos de ellos desistieron y sostuvieron otra opinión.



Hasta hoy, soy un convencido de que la iniciativa sobre el particular es una de las importantes que se han acogido.



¿Qué ha significado? Que quizás más del 50 por ciento de los chilenos no van a votar. Pero ¿por qué no analizamos las causas? El mundo político no ha tenido capacidad de convocatoria. A lo menos, nuestro deber es atraer con ideas, con proyectos. 



Por eso, reivindico -y voy a hacerlo siempre- el voto voluntario.



No estoy de acuerdo con la obligatoriedad, y menos bajo apercibimiento de arresto. Porque el que no sufragaba recibía, de parte del juzgado de policía local, una conminación de esa índole si no concurría al tribunal a pagar la multa correspondiente.



El voto voluntario involucra principios relevantes, y creo que nuestra responsabilidad es ejercer la capacidad para convocar.



Ahora, aunque aquí se diga que siempre hay una renovación porque a la política ingresa un porcentaje muy considerable de gente nueva que representa un aporte -algunos de ellos, no todos-, eso no implica que tengamos que rechazar un proyecto de esta naturaleza.



No vamos a aprobar el texto solo porque la calle o la ciudadanía se manifiesten de acuerdo. En lo personal, lo estimo trascendental: se señala el tipo de reelección que se puede dar y la posibilidad de que sea una sola para los Senadores. Ello me parece tremendamente significativo.



Como lo ha expuesto el señor Presidente de la Comisión especial, el articulado forma parte de una serie de iniciativas que se llevan adelante como una forma de mejorar las confianzas, de fortalecer la democracia, y que tienen que ir acompañadas de leyes sobre el funcionamiento y financiamiento de los partidos y de algo a lo que en un momento quizás nos oponíamos muchos de nosotros: el solventar las campañas.



Si esta es la manera más transparente de lograr dicho mejoramiento y los niveles en que se encuentran el Congreso y la política, muchas veces por responsabilidad de cada uno, indudablemente votaré que sí. Celebro el proyecto. Me asiste la convicción de que el límite a las reelecciones será un instrumento para mejorar las confianzas -lo reitero una y otra vez- y la imagen de que estos cargos son prácticamente a perpetuidad.



Gracias.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, años atrás, siendo Diputada, junto a colegas de entonces -con algunos de ellos, como el Senador señor Chahuán, integramos hoy día esta Corporación- fuimos coautores de un proyecto de ley tendiente a regular e impedir las reelecciones permanentes. Y lo perdimos por varios votos.



Afortunadamente, las cosas han cambiado. Una masa crítica muy grande a nivel de la opinión pública, de los ciudadanos, de la gente, ha considerado con mucha más comprensión la necesidad de un límite, no solo en relación con los parlamentarios, sino también de cualquier persona con un cargo de representación popular: alcaldes, concejales, consejeros regionales, y el día de mañana, los intendentes.



Por conocer el Derecho comparado, sé que en muchos países no existe una norma en tal sentido.



Respeto a quienes concluyen que una disposición como la que nos ocupa a lo mejor no va a generar un gran impacto, pero estoy convencida de que le dará un enorme tiraje a la chimenea.



Me parece que lo importante, cuando uno participa en la política, que resulta tan desgastadora, es que los cargos se ocupen por motivaciones y convicciones. No es una forma de ganarse la vida, de obtener una remuneración, ni constituye una profesión. Hay profesionales de la política, sin duda, que la convierten en su modo de vida. Para la Senadora que habla, es una actividad no solo conforme a una convicción, sino también vocacional. Y las vocaciones se aman, pero asimismo se sufren. Por lo tanto, son limitadas. La motivación se va perdiendo después de muchos años de desempeño.



Recuerdo haber escuchado en más de alguna oportunidad a un Diputado que iba a una tercera o cuarta reelección expresar: “Si llego a perder, ¿qué voy a hacer? ¿De qué voy a vivir?”. Creo que eso tiene que ver con la pérdida de motivación de muchas personas en estos cargos.



Por estas razones, estoy bien convencida de que haber cambiado el sistema electoral binominal por uno representativo; haber aprobado las cuotas para las mujeres, con muchas de las cuales sostuve en la mañana un encuentro -no concibo el liderazgo femenino sin conciencia de género, por ejemplo-, y lograr el establecimiento de un límite a las reelecciones, sumadas a otras medidas que se están tomando, sin duda contribuirán, más que a mejorar la imagen de los parlamentarios o de los políticos, en general, a que mayor número de ciudadanos y ciudadanas comunes y corrientes entren a la política. Porque muchos de los participantes en esta actividad vienen desde el mundo de la misma política o de grupos familiares o económicos.



Desde ese punto de vista, estoy convencida de que estamos dando un paso muy correcto.



Ahora, en lo personal, considero que la medida debiera ser retroactiva; que, en el fondo, muchos automáticamente debieran quedar fuera y no postular a la elección como Diputado o Senador. Voy a presentar una indicación en esa línea cuando corresponda formularlas.



Entiendo que la Comisión Especial votó por considerar el actual período, es decir, por no partir de cero, lo que me parece un gran paso adelante y lo saludo. No lo critico para nada. Pero estimo que ello debiera ser retroactivo.



Con todo, obviamente voto a favor de la iniciativa.



A mi entender, el Congreso Nacional está dando el gran paso adelante de predicar con el ejemplo.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorables colegas, en el contexto de las recientes acciones anunciadas para combatir la corrupción, mejorar la normativa sobre probidad y transparencia, y terminar con la relación entre política y dinero, la Primera Mandataria ha dispuesto aplicarle urgencia al proyecto de ley que limita la reelección de diversas autoridades de representación popular, aprobado por la Cámara de Diputados en octubre de 2012 y sometido ahora a la consideración de esta Corporación.



No puedo manifestar sino mi satisfacción por esa decisión, ya que el primer proyecto de ley que presenté cuando asumí el cargo de Diputado, en 2006, precisamente apuntó a establecer dicha restricción, habiendo sido ingresada la moción respectiva el 22 de marzo de ese año, con el boletín N° 4.115-07. Posteriormente se sumaron otras cinco que perseguían el mismo objetivo y que se fusionaron con la nuestra, agregándose, para este propósito, a los concejales y a los consejeros regionales.



Adicionalmente, nuestro Partido estuvo trabajando en una propuesta contenida en el Informe Prokurica, entregado en 2006 a la Presidenta de la República, y que proponía medidas con las cuales pretendíamos generar, ya en aquella época, las condiciones para mejorar el sistema político chileno, entre otras, el establecimiento de una ley de cuotas, el límite a la reelección indefinida de los parlamentarios, la modificación del sistema electoral binominal mediante un mecanismo de cupos compensatorios. Nunca obtuvimos respuesta del Ejecutivo.



Desde entonces, hemos llevado a cabo una intensa cruzada para lograr la aprobación de esta iniciativa, cuya tramitación ha durado más de nueve años. Tuvo que pasar todo ese tiempo y debió vivirse una crisis política de esta envergadura para que finalmente se le pusiera urgencia. Desde octubre de 2012 este proyecto se encontraba en la Comisión de Constitución, pero no se trataba.



Hoy en día se hace más necesario que nunca establecer este límite, ya que entre las desventajas que hacen indispensable consagrar un sistema limitado de reelecciones se encuentra un enquistamiento nocivo de las elites en el poder.



Con el sistema de reelección indefinida de los representantes de la soberanía popular, tal como lo permite actualmente nuestra Carta Fundamental, se transita a una especie de autoritarismo legislativo que por cierto es pernicioso para nuestra democracia.



Resulta indudable que debe consagrarse una igualdad de oportunidades para participar en la vida pública, lo que incidirá en que estos cargos de representación de la soberanía popular se desempeñen con verdadera vocación de servicio público. Ello redundará en una mejor calidad de la democracia y de la participación ciudadana, evitando el “clientelismo político” por parte de los incumbentes.



Asimismo, la iniciativa permite una necesaria y adecuada renovación de las autoridades en sus distintos ámbitos de acción, lo que también resulta saludable para la democracia. Entra aire nuevo al Congreso, a los concejos municipales, a los consejos regionales, y, consecuentemente, se van renovando tanto las visiones respecto de los temas como el ímpetu inicial.



Durante la tramitación en el Senado de las mociones señaladas, la Presidenta de la República introdujo una indicación, en virtud de la cual se incorporan también, entre las autoridades sometidas a límite de reelección, a los alcaldes, que podrán ser reelegidos hasta por dos períodos consecutivos.



Les recuerdo que este proyecto fue presentado junto con el que establecía el límite a la reelección de alcaldes y concejales, pero el que finalmente logró saltar la valla fue el que nos ocupa.



Hubo otras iniciativas al respecto, presentadas por innumerable cantidad de parlamentarios. Lamentablemente, en aquel entonces no pasaron la valla de la Cámara de Diputados. Recuerdo que en alguna oportunidad a una le faltaron tres o cuatro votos. Curiosamente, algunos parlamentarios se levantaron al baño o a alguna reunión y finalmente no votaron. Así, a un proyecto que obtuvo 72 votos no le alcanzó para ser aprobado.



Concordamos totalmente con la modificación que se propone, pues deja en condiciones de igualdad, para los efectos de limitar su reelección, a todas las autoridades de representación popular.



Por ello, no podemos sino felicitar la adopción de esta acertada medida legislativa, impulsada por la Primera Mandataria, que por fin acoge la reiterada propuesta de muchos parlamentarios que hoy están presentes en esta Sala, la cual le hará muy bien a nuestra democracia y que estoy convencido de que cuenta con el apoyo mayoritario de la ciudadanía.



Por estas consideraciones, anuncio mi voto favorable a este proyecto de reforma constitucional, que constituye un anhelo de larga data de quienes lo plantearon originalmente y de distintos parlamentarios que se sumaron a nuestra idea inicial.



Espero que finalmente hoy demos una señal política importante en cuanto al término de los privilegios del Parlamento, uno de los cuales es que no haya límite a la reelección.



De igual forma, ojalá este ímpetu continúe para que también sean realidad otros proyectos que hemos presentado, como el relativo al descuento en las dietas de los parlamentarios que falten injustificadamente a las sesiones o el de la renuncia al fuero parlamentario.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, probablemente voy a ser políticamente incorrecta, pero creo que en este Hemiciclo uno tiene que decir lo que piensa.



Efectivamente, la política y las instituciones en general están pasando por una crisis. Pero suponer que esta se va a resolver al limitar las reelecciones de los parlamentarios me parece francamente una ilusión. Considero que la crisis de confianza que se está viviendo en la sociedad es infinitamente más profunda que la desconfianza que la ciudadanía tiene hacia la política en particular. Existe un resentimiento hacia todas las instituciones, públicas y privadas. Las personas se sienten vulneradas en sus derechos y culpan a los políticos porque ven que estos no hacen nada por defenderlas o por cambiar la situación que están viviendo.



¿De dónde surge la idea de la no reelección de los cargos de elección popular? Del clamor de la calle.



Pero, si vemos los números, nos daremos cuenta de que nuestro sistema permite que en cada elección el Parlamento se renueve en cerca de 40 por ciento. ¿Y quiénes se quedan? Quienes hacen bien la pega; quienes de alguna manera representan a sus comunidades; quienes están en sus distritos y en sus circunscripciones; quienes tienen la capacidad de levantar temas ciudadanos. Por lo tanto, me parece absolutamente legítimo que puedan ganar sus escaños. Porque quienes no hacen aquello, o no van a la reelección, o pierden sus cargos.



Esta actitud de autocensura, de creer que nos debemos castigar porque en la calle hay una rebelión en contra de todos, y que de alguna manera se focaliza en los políticos, me parece que a lo único que ayuda es a cristalizar esta especie de profecía autocumplida.



Me llama mucho la atención que la “Comisión Engel”, que justamente apuntaba en este sentido, no haya propuesto dentro de sus medidas la no reelección de los parlamentarios. Y me imagino que esta materia debe de haber estado dentro de su discusión. La reelección parlamentaria puede ser una medida popular -yo diría más bien populista-, pero no apunta al fondo del problema. Y les recuerdo que, tal como dije, el sistema actual permite la renovación de más del 40 por ciento del Parlamento en cada elección.



Creo que avanzar legislando por la superficie, con medidas que son populares y que responden a tratar de tranquilizar y dejar en una especie de statu quo a la opinión pública, sin atender el tema de fondo, es exactamente lo mismo que hizo el Parlamento con el voto voluntario y con un montón de otras materias. Y estoy segura de que a la larga, cuando se cristalicen, se darán cuenta de que son un profundo error.



Yo considero -lo digo como Senadora que está por primera vez en el cargo- que la experiencia es un bien que hay que valorar. Yo veo a colegas con experiencia, de distintas bancadas, y en verdad creo que son buenos parlamentarios, que conocen la técnica legislativa, que saben cómo avanzar.



Lo más probable es que esta iniciativa se apruebe. Y seguramente muchos de quienes voten a favor no estén muy de acuerdo con lo que estén aprobando, pero lo hagan porque es políticamente correcto, porque es impopular decir que no nos molesta la reelección de los parlamentarios.



Sin embargo, me parece que hay que ser coherente, que hay que ser valiente, que hay que ser capaz de decir lo que uno cree, y también tener la capacidad de apoyar lo que dice la calle, pero cuando creemos en ello. Tratar de ser complaciente, como una hoja al viento, con los vaivenes de los movimientos populares, pienso que de verdad no le hace bien al país.



Así que yo, aunque vaya a ser la única, me voy a oponer a este proyecto.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, agradezco poder hacer uso de la palabra después de la Senadora Van Rysselberghe, con quien probablemente, en materias culturales, políticas e ideológicas, tenemos una distancia tremenda, ¡tremenda! Y pienso que allí está el valor de este debate.



Yo creo en la democracia y en el rol que los partidos políticos juegan en ella. Y considero que es consustancial a la democracia y a los partidos políticos el lugar donde se expresan. Y estos se expresan, por excelencia, en el Poder Legislativo. 


Lo que aquí se propone -repitiendo una experiencia que ha sido muy nociva en otros países- es que el eje del poder de los partidos salga del Parlamento y se traslade a un lugar oscuro. 



Voy a volver sobre esto después.



En segundo término, se meten en un mismo debate cargos de elección popular, de naturaleza absolutamente distinta, y cargos de naturaleza ejecutiva, que administran recursos públicos, programas y políticas que se ejecutan, versus los de quienes fijan reglas, normas. 



Creo que aquí se está mezclando agua con aceite, lo cual resulta absolutamente inadecuado. 



En tercer término, señor Presidente, hay un debate sobre qué es el ejercicio profesional. ¿Es la política una actividad de desarrollo profesional, es decir, una actividad que se valora, que se considera consustancial al desarrollo democrático de una sociedad, o es un oficio?



Pienso que la limitación de los cargos de elección popular es la elección. 



Yo no he visto que un abogado contratado por una firma se someta al escrutinio público. Se somete al escrutinio de quien lo contrata. 



A los periodistas, que a veces plantean este tema con tanta vehemencia, ¿quiénes los eligen? Nadie. Los contratan. 



Y cuando alguien desempeña mal su trabajo, ¿qué hace su empleador? Lo echa.



Nosotros, en el caso del Parlamento, al igual que otros cargos de elección popular, estamos sometidos a la soberanía popular. Por el momento que vivimos, estamos sometidos a la opinión de la calle.



Recuerdo que cuando se discutió el tema del voto voluntario, junto con el entonces Senador Longueira nos opusimos. Pero la calle y la coyuntura fueron las que se impusieron. Hoy, estoy seguro de que, si hubiese que discutir y votar nuevamente lo mismo, los resultados serían distintos.



Ahora se pretende que este debate, sobre reelección de un mandato público, se sitúe en el contexto de una ley de transparencia.



Yo quiero decir que me rebelo, porque me opongo a pensar -y hablo de esta institución y de la Cámara de Diputados- que aquí estamos rodeados de personas no transparentes, corruptas o que actúan fuera del margen de la ley.



Pero esa es la insinuación, al haber sido tratado este proyecto por una comisión especial y en un contexto inadecuado.



Este debate se debe dar en el marco de la discusión de una nueva Constitución, de cuáles deben ser las instituciones permanentes del Estado. Y evaluar si es que esta renovación, que algunos creen necesaria, se logra efectivamente con la limitación de la reelección.



La experiencia, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, muestra que se ha producido un proceso de renovación a pesar del sistema binominal, que estaba vigente hasta ayer. Hoy, con un cambio en el sistema electoral, donde se han bajado los umbrales de ingreso a esta actividad; donde, efectivamente, habrá un mayor incentivo a la renovación; donde se va a reducir el gasto electoral; donde se va a limitar las campañas y el tipo de campañas, sin duda se generará algo que muchos de nosotros queremos desde hace años: mayor competencia;  menor “apernamiento”, como dicen algunos. Porque se presume que quien está en un cargo tiene una ventaja comparativa. Eso es parte de la discusión de por qué se debe limitar la reelección.



Con el cambio del sistema electoral, en que la cantidad de candidatos será mayor a los cupos a elegir, se rompe uno de los principales obstáculos que había para aumentar aún más la renovación.



En la Cámara de Diputados, de los que fueron elegidos a principios de los noventa, creo que quedan cuatro; seis -voy a decir, para ser generoso- de ciento veinte. O sea, es una falacia afirmar que no ha habido renovación. ¡Una absoluta falacia!



Estas instituciones se han renovado.



Pero la pregunta es: los liderazgos políticos y el rol de los partidos en estas instituciones, ¿importan, o no importan? Personalmente, creo que aportan a la estabilidad democrática, a la representación. Y es por eso que en todos los sistemas parlamentarios, en casi todos los sistemas democráticos -con dos excepciones-, no existe un mecanismo para limitar la reelección de un parlamentario como instrumento que ayude a la transparencia o al fortalecimiento de la democracia.



Yo, señor Presidente, en verdad me rebelo.



Sé que políticamente no es correcto, en estos tiempos, expresar lo que uno piensa en esta materia. Porque, por otro lado, hay quienes están en un afán de destruir ciertas instituciones. Hay quienes -y lo quiero decir- plantean -con una cierta liviandad, a mi juicio- que la limitación de la reelección va a generar tiraje. Habría que ver cuál es el beneficio de la medida propuesta.



Con este proyecto lo que puede ocurrir es que un parlamentario salte del Senado a la Cámara de Diputados o de la Cámara de Diputados al Senado. Eso es lo que se instala como lógica. 



¿Es eso bueno? 



Yo, al menos, lo considero menos transparente de lo que tenemos hoy.



En lo que se refiere a los alcaldes y a otros cargos de autoridad ejecutiva, uno puede hacer una reflexión distinta, por cuanto administran recursos públicos y, por consiguiente, se puede hacer uso o mal uso de ellos para promover campañas en su favor.



Es lo que está implícito, en el plano presidencial, con la no reelección. Cuando se redujo el período de seis a cuatro años, yo manifesté en el Congreso Pleno que era partidario de la posibilidad de reelección del primer mandatario, por una sola vez, porque considero que un gobierno de cuatro años es insuficiente para sacar adelante un programa. Pero fui minoría.



Tratándose de los cargos de los gobiernos locales, estimo que la reflexión es distinta de la que debe hacerse a nivel parlamentario, por cuanto la autoridad ahí no es una autoridad exclusivamente partidaria; no tiene que ver con la esencia de la institucionalidad democrática en el sentido de los grandes acuerdos del país; tiene que ver con quienes administran recursos. Me parece que allí hay un punto.



Yo no tengo convicción en ese aspecto, señor Presidente, pero creo que se debería abrir un debate para ponderar si una situación es igual que la otra.



En verdad, para muchos de nosotros, la reflexión en torno a esta materia no se relaciona -es mi caso, señor Presidente- con si uno va a ir o no a la reelección. 



Soy de aquellos parlamentarios -y no me siento acomplejado por esto, sino, por el contrario, honrado- que fueron electos en 1989. Ejercí cuatro períodos como Diputado. Siempre fui la primera mayoría en mi región, y siempre he estado entre las primeras mayorías nacionales, desde 1993 hasta la fecha. Lo mismo como Senador. Y me siento honrado de haber estado entre las tres primeras mayorías de esta Corporación en mi reelección. Son pocos los casos en que se aumenta la votación.



Yo me someto al escrutinio de la soberanía popular.



Alguien podrá decir: “Eso no es suficiente”.



Yo me pregunto cuál es el concepto de democracia que tenemos.



Yo me someto a que sean los electores de un territorio los que digan si quieren que uno siga o no, tal como dijo la Senadora que me antecedió en el uso de la palabra.



Yo me pregunto si todos quienes cuestionan la reelección tienen la convicción -y me refiero a personas que no pertenecen a esta institución- de que un ejercicio profesional debe estar limitado: que los médicos sean médicos por diez años, que los abogados lo sean por doce años, y así sucesivamente. 



Me parece que lo que está en discusión aquí es si hay una defensa, no corporativa, sino de las instituciones de la democracia y los partidos.





Yo, señor Presidente, creo que los partidos son esenciales para la democracia, y que la representación y los límites a la reelección los definen las elecciones, la soberanía popular.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, voy a concurrir con mi voto a la aprobación de este proyecto de reforma constitucional que limita la reelección de las autoridades.



Esta misma idea fue recogida en una iniciativa que presentamos junto con los Senadores Ossandón y Guillier. 



Es claro que no se trata de un tema de principios. Hay democracias que funcionan bien con o sin reelección. Hay autoridades que cumplen cabalmente sus funciones sin importar el número de períodos que ejerzan.



El verdadero problema de fondo del que nos hacemos cargo es la crisis de confianza ciudadana en el sistema político.



No cabe debatir si las autoridades reelectas lo han hecho bien o mal, pues eso se mide precisamente en las elecciones. Es justo decir que quienes han sido reelectos por varios períodos, entre los cuales se encuentran algunos Senadores presentes, lo han hecho por sus méritos, después de enfrentar el escrutinio ciudadano. Y son acreedores, por tanto, al reconocimiento de todos nosotros.



En consecuencia, señor Presidente, el objetivo de esta reforma no es provocar un cambio en los representantes de elección popular, sino en las instituciones a las cuales ellos pertenecen.



Serán este Congreso Nacional, los gobiernos regionales, los municipios los que cambiarán con esta reforma, en cuanto a la manera en que se relacionan los ciudadanos con estos organismos, su imagen y su gestión interna.



Desde luego, esta proposición no asegura que tendremos mejores instituciones. Eso, al final, dependerá de las personas que sean electas. Pero sí será una oportunidad para que tales entidades se renueven con mayor frecuencia que la actual.



Por otra parte, esta iniciativa fortalecerá a los partidos políticos, en perjuicio de los liderazgos caudillistas, que se basan en una política clientelista y pueden instalarse en algunas ciudades o regiones. Este proyecto, por tanto, también tiene un objetivo de prevención.



Aquello es particularmente importante si pensamos que próximamente contaremos con intendentes surgidos del voto popular.



Por último, hay una razón de coherencia en esta iniciativa. Todos los altos cargos de servicio público tienen límites tanto en el período de duración como en la edad de sus autoridades.



En conclusión, si bien sus efectos solo podrán medirse de verdad en diez años más, esta reforma es necesaria hoy, porque es sana para nuestras instituciones: permitirá la renovación de autoridades; ayudará a cambiar la deteriorada imagen del sistema y a prevenir focos de caudillismo; fortalecerá a los partidos políticos, y dará mayor coherencia a nuestra institucionalidad.



Como dije esta mañana en la discusión del proyecto sobre probidad en la función pública, los problemas de la política se resuelven con más y mejor política.



Un paso importante en ese sentido es el término del sistema binominal. Sin embargo, se requiere además modificar el mecanismo de financiamiento electoral y el régimen de partidos políticos.



Otro elemento está dado por la formación cívica de la gente, que confunde roles ejecutivos y parlamentarios, lo que genera expectativas equivocadas y, al final, condiciona la acción de las respectivas autoridades.



Ninguna medida por sí sola nos sacará de la crisis, pero pienso que esta reforma ayudará a recomponer en parte la deteriorada autoridad de las instituciones.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, observo con bastante agrado este proyecto de ley, sobre todo porque al menos mi realidad hace que tenga una mirada tremendamente distinta de quienes han participado toda su vida dentro de las estructuras partidarias, muy necesarias, por lo demás, para una democracia sana en cualquier Estado.



No obstante, quienes venimos absolutamente desde afuera, quienes hemos sido los invitados de piedra en este proceso, quienes no tenemos familias con cargos importantes, quienes éramos personas comunes y corrientes, podemos decir con satisfacción y orgullo que hemos llegado desde la calle al Senado. La Senadora Lily Pérez me señala lo mismo. Ambos fuimos concejales. Y, con la mayor honra, puedo manifestar que he conocido el mundo municipal, el mundo más cercano a la ciudadanía.



Creo que es bueno expresarlo porque muchas veces aquí todos somos vistos por igual, pero hay situaciones de vida que claramente marcan la forma en que uno actúa, hace su trabajo y representa a quienes lo eligieron. 



Señor Presidente, yo también elaboré varias iniciativas previamente a este proyecto de ley, que lo que busca precisamente es oxigenar, producir cambios. 



Sin embargo, el problema no está en lo político. Aquí se comete un error al señalar que existe una crisis política. No la hay, desde mi óptica. Lo que se aprecia es una crisis de las “instituciones políticas”: la política habitacional, la política de salud, la política educacional, la política laboral. 



Todo ello, obviamente, dice relación con el ordenamiento de un Estado en lo que respecta a su administración. 



Por cierto, el problema radica en que hay una crisis de credibilidad, de representación. De ahí que no solo el recambio sea tan necesario. Los propios partidos políticos están llamados, hoy más que nunca, a dar mayor confianza, a reinventarse, a fortalecerse, porque es lo único que nos permitirá tener una democracia estable, sana, y que evitará la aparición de individualismos que, a la postre, puedan producirle un daño a la política nacional.



Eso lo digo desde mi perspectiva como Senador completa y absolutamente independiente. Con todo, aun cuando no he militado nunca en las estructuras partidarias, las respeto y las creo del todo necesarias para la sanidad de la democracia.



Y quiero agregar algo más.



A mí me preocupa la estabilidad de las políticas del Estado en la siguiente lógica.



En Chile existen períodos presidenciales de cuatro años, que en la práctica se traducen en dos y un poco más: alrededor de tres años. ¿Y estos períodos presidenciales de cuatro años permiten que tengamos políticas públicas más allá del tiempo durante el cual se gobierna? ¡No lo permiten!



Entonces, junto con la discusión que hoy sostenemos, sería bueno realizar ese otro debate: revisar en algún momento si es conveniente un período presidencial de seis años, para establecer políticas públicas de largo plazo, políticas necesarias en materia laboral, de salud, previsional, donde no se actúe para el titular de la prensa de mañana, donde no se trabaje para la opinión inmediata, sino para establecer políticas de mucha más larga extensión.



Podrá considerarse un período presidencial de seis años o uno de cuatro con una sola reelección.



A mi juicio, ese debate está pendiente, es necesario, y tenemos que realizarlo en el país para empezar a generar políticas públicas serias, políticas públicas responsables, pero no en función de estos cortos períodos que, al final, no nos permiten llevar a cabo lo que señalé.



Con respecto a este proyecto -lo dijeron Senadoras y Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra-, debo expresar que cumplí un período como Senador y después gane la reelección. Y la gané -aprovecho de mencionarlo- con tres querellas de mis eventuales y permanentes contrincantes políticos. Ahora por lo menos estoy viviendo la etapa final del último proceso. La situación es tremendamente difícil.



En esta Sala he escuchado argumentos en un sentido y en otro. Y quiero señalar con gran fuerza que estos cargos no se nos regalan a quienes venimos desde afuera. Uno compite, con los grados de desigualdad que he mencionado, pero compite.



¡Aun así, soy partidario de la renovación absoluta!



Yo habría sido mucho más transparente en esta materia: simplemente hubiese contado el período en el que estamos ejerciendo. Como lo dijo la Senadora Lily Pérez, habría aplicado esa retroactividad. Porque -sinceremos el tema-, a la postre, todos los que estamos acá recién en dieciséis años más podremos ver un cambio. Antes no.



Ahora bien, ¿es esa la solución para la situación de crisis que estamos enfrentando? Obviamente que no.



Hoy todas las instituciones están en crisis: las iglesias, el Poder Judicial, el propio Gobierno, el Congreso. Es decir, existe una crisis institucional.



Lo que hacemos acá es enviar una señal al país, a la gente, de que a lo menos nosotros tenemos la voluntad de no apernarnos, de no perpetuarnos en el cargo, sino de dar tiraje a la chimenea para que ojalá participen muchas personas que ven tan lejos un cargo de esta naturaleza, que ven tan distante la posibilidad de ser Diputado, Senador, Alcalde, o lo que sea.



Queremos que se entienda -como yo lo hago- que existirá la posibilidad de hacer cambios en el sentido de que no vamos a ocupar un cargo de por vida o a valernos, a aprovecharnos, para hacer de esto una profesión permanente que, después de tantos años, conduzca a que el entusiasmo inicial ya no sea el mismo.



Por eso, es necesario llevar adelante este proyecto de ley. Sin embargo, lamento que no se haya considerado el cargo que hoy desempeñamos, lo cual, en el fondo, hará que recién en bastante tiempo más comience a haber una verdadera renovación.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, si hay algo más complicado que vivir una crisis política, es resolverla mal. Esto generaría una situación de complejidad mucho mayor, de peores efectos y de bastante daño para nuestro país.



Más allá del interés de quienes están detrás de esta iniciativa, no alcanzo a entender -lo digo con franqueza- la forma de tramitarla, pues tiene urgencia calificada de “suma”, y podría tener vigencia en dos años y medio más. Esto es bastante raro, por cuanto aborda un tema complejo.



No llego a comprender las razones para defender una idea como la que se propone.



Y déjenme mostrar un pequeño estándar de los efectos que uno le pediría a una reforma de este tipo para considerar adecuada su realización.



Primero, ¿esto es más democrático o no?



Me parece esencial plantearlo. Incluso, el Presidente de la Comisión, al explicar esta iniciativa -de la que es partidario-, hizo una reflexión muy profunda. Esto limita la soberanía democrática. Se les dice a los ciudadanos que no les será posible elegir a quienes deseen, como lo consagra un principio esencial, porque habrá determinados ciudadanos que no podrán optar a ser electos al impedirlo la Constitución, en este caso, y no por creerse que no harán bien la tarea.



Yo creo en la democracia representativa, noción que ha tenido una larga discusión desde la Declaración de Independencia de los Estados Unidos de América, en 1776. Y lo que hacemos acá es introducir excepciones al concepto profundo de la democracia representativa.



¿En qué descansa esto? En el derecho a votar por quién a uno le parezca, por creer en esa persona, por confiar en ella y por sentir que el país estará mejor con su elección. Esa es una realidad consustancial a la democracia.



No sé si los chilenos somos tan geniales en esta materia como para ser casi los únicos a quienes se les ocurre una fórmula que supone que “limitando la democracia” habrá mejores resultados.



Se decía que hay dos naciones -¡dos de doscientas!- que tienen límites a la reelección. Les quiero informar que no es así: ¡es una! Costa Rica lo mantiene, pero México no, pues acaba de modificar la no reelección de sus autoridades por los malos efectos que produjo.



Tengo el informe de la revista jurídica de la Universidad Nacional de México que explica las razones del cambio del sistema.



¡Acaba de ocurrir ahora!



Se consideró que justamente el desprestigio del Parlamento mexicano se debía a la falta de experiencia de los parlamentarios. Eso expresa ese informe.



En definitiva, la importancia de la estabilidad política y legislativa, la responsabilidad de los legisladores, el mejor contacto y nexo entre representantes políticos y electores, el fomento -lo mencionaba un Senador- de proyectos legislativos coherentes a largo plazo, son las razones por las cuales México acaba de cambiar lo que Chile ahora quiere imponer.



Entonces, señores Senadores, desde un punto de vista conceptual, o en Costa Rica son unos genios únicos en el mundo, o nosotros estamos cometiendo un error gravísimo, puesto que otros países van en sentido inverso.



Algunos han señalado: “bueno, pero aquí hay un problema”.



Debo decir que personas como Eduardo Frei, Salvador Allende, Arturo Alessandri, Francisco Bulnes o Mario Palestro -busqué las cinco personas más transversales-, no habrían podido ser parlamentarios en los períodos en que lo fueron porque habrían excedido lo que esta iniciativa plantea, y casualmente se trata de los ex Presidentes o los dirigentes políticos de mayor valoración ciudadana y democrática de Chile.



A eso, entonces, decimos “No”.



¿Se equivocaron todos? Por favor, lo único que pido es sentido común en la reflexión.



Alguien dice que hay un problema de renovación. Tengo aquí un informe acerca del porcentaje de renovación que existe en Chile cada cuatro años: 32,5 por ciento. Es uno de los más altos estándares de renovación periódica del mundo parlamentario.



Les pido que busquen si existe un sistema con índices mejores.



Las democracias más consolidadas, como la estadounidense o la inglesa, tienen indicadores muy elevados de reelección, y eso no es sinónimo de que estén equivocados.



Otro argumento pudo haber sido que le cuesta mucho a quien quiere optar a un cargo obtener un cupo. Ese pudo haber sido un argumento, pero ya cambió el sistema electoral. Y hoy existen básicamente espacios de competencia amplios: de siete, nueve, once, dependiendo del número de lugares.



Entonces, eso tampoco es una buena argumentación.



Si alguien cree que se trata de un tema ético y no político, bueno, tomará su decisión en ese sentido como le parezca, y de igual forma si se piensa que no puede mantenerla. No obstante, aquí estamos haciendo políticas públicas.



Un Senador que me antecedió en el uso de la palabra manifestó: “No hay nada peor que tratar de personalizar a partir del rol de uno”.



Señor Presidente, en Chile, ¡en Chile con mayúsculas!, tenemos que construir entre todos los mejores escenarios para producir un proceso legislativo coherente. Y no los he encontrado en los estudios -este tema me gusta- de Ciencia Política. Según estos, los sistemas de Costa Rica y de México son ejemplos del paraíso de cualquier Gobierno, no de este.



El Ejecutivo disfruta intensamente si logra ir armando y alterando a quienes hacen el seguimiento a las políticas públicas o tienen alguna experiencia en materia legislativa. Además, ahí hay procesos en donde las coaliciones se van manteniendo.



Esto se encuentra en toda la Ciencia Política. No estoy diciendo nada diferente de lo que he leído, y no he encontrado opiniones en sentido contrario.



Señor Presidente, entiendo que uno diga: “Oiga, es muy complicado no apoyar esto, porque la crisis política…”. Pero será complicado si resolvemos una crisis política y después debemos reponer algo, o reclamar que no hay coherencia en políticas públicas de largo plazo; que se impide votar por el alcalde lejos más realizador, del partido A, B o Z, que ha sido un baluarte en el progreso de una región; o que no se puede reelegir al Senador o a cualquiera otra autoridad que haya establecido en su región políticas públicas potentes, pues así lo decidió el Parlamento.



Señor Presidente, este debate es profundo, es de fondo, y no alcanzo a entender el estándar que se busca con este proyecto en materia democrática, en materia de renovación de autoridades, en materia de políticas serias a largo plazo, en materia de dificultad de cupos.



Yo sé que esta función es ingrata, incómoda, pero para pasarlo bien hay otros escenarios. Aquí uno viene a cumplir un deber público.



Para la Administración Pública -en particular, respecto de la Alta Dirección Pública-, suelo pedir que haya coherencia de largo plazo. Lo solicito permanentemente. No me gusta cuando un gobierno cambia todo.



¡Pero es lo que estamos haciendo!



Le decimos a la ciudadanía que vamos a terminar con un espacio de continuidad, lo cual, bien entendido, es sano, aunque implica ya no creer mucho en la democracia. Equivale a decir: “Es que la gente no tiene la capacidad de decidir quién lo está haciendo bien y quién, mal”. 



Eso es como una capitis diminutio social, lo que me parece completamente impresentable en una sociedad madura como la nuestra. 



Necesitaba hacer estas reflexiones. 



No se trata de una materia cualquiera: es importante; no contingente, sino de largo plazo; no del pasado, sino de futuro. Y no hay nada peor que resolver mal los desafíos en políticas públicas. 



He dicho. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, va a ser bien compleja la tramitación de este proyecto en el Parlamento. 



El Senador informante, el colega Ignacio Walker, señaló que no se dejaba llevar por la opinión pública. Puede ser, pero creo que esta sí va a pesar muchísimo a la hora de abordar esta materia, por cuanto existe una percepción negativa hacia quienes estamos en la cosa pública, en especial  los que estamos en el Congreso. 



Según la última encuesta que hizo en la Región de Valparaíso la Fundación Piensa, a través de una empresa muy conocida a nivel nacional, las tres instituciones peor evaluadas son: el Poder Judicial, el Congreso y los partidos políticos. Y yo pertenezco a dos de ellas, igual que ustedes. 



Hablando en castellano, la cuestión podría traducirse de la siguiente forma: “Si usted está a favor de la reelección, lo va a pasar mal. Si usted limita la relección, está en la senda correcta y va a tener apoyo”. 



Como el asunto está en discusión, digo con franqueza que no estoy en condiciones de respaldar la propuesta que se nos presenta; sobre todo, su disposición transitoria. 



Algo de peso debe hacernos el hecho de que solo dos países en el mundo han restringido la reelección de autoridades. 



Dicho eso, el artículo transitorio -lo expreso con mucho respecto- me parece un poco hipócrita.



Para explicarles a los que nos ven por la tele -porque esta materia se va a discutir también afuera-, hago presente que el proyecto establece limitaciones a la reelección de Senadores y Diputados, entre otras autoridades. En el caso de los Diputados, podrán ser reelegidos hasta por dos períodos (doce años en el ejercicio del cargo como máximo), y en el de los Senadores, por una sola vez (dieciséis años como máximo).



La pregunta es desde cuándo se cuenta. 



En general, las leyes que aprobamos en el Congreso rigen a partir del día de su publicación, desde ahí hacia adelante. Sin embargo, acá parece que la opinión pública sí pesa, porque se dice: “El actual período hay que imputarlo”. 



Yo podría apretar los dientes y manifestar mi acuerdo a legislar para limitar la reelección. Pero con la disposición transitoria propuesta me parece que caemos en una hipocresía.



Me plantean ser hipócrita. ¡Mejor seamos populistas completos…! En tal caso digamos: “Se imputan todos los períodos, desde el año 90 hasta la fecha”. 



¡Eso es populismo! 



Yo encuentro muy injusta la norma transitoria, en especial para quienes están cumpliendo su primer período parlamentario. Y ni siquiera saben si van a un segundo, porque para eso hay que tener la voluntad de competir y ganar la reelección. 



Se los empata a todos: a los que están en su primer período con los que llevan bastante tiempo. Y muchos de los que tomaron la decisión de presentar esta iniciativa -ya vi quiénes son- llevan varios períodos en el cuerpo.



¿Cuál es la hipocresía?



En el informe aparecen todas las mociones presentadas. Figuran mi compañero Chahuán, Navarro, Fuad Chahín, De Urresti, entre varios más. Todos propusieron límites a la reelección cuando eran Diputados. Entonces, ellos no requieren ley. ¡No requieren ley!



El 3 de diciembre del año pasado presenté dos proyectos de ley: uno, para establecer la elección complementaria como procedimiento de provisión de los cargos parlamentarios vacantes, y otro, para impedir el nombramiento de parlamentarios en cargo de Ministros. 



Sí, presenté dichas iniciativas. Porque creo en ello. 



En consecuencia, si alguien me pidiera prestar servicios o colaboración en el Ejecutivo, le iría mal. ¡Yo quedé inhabilitado a partir de ese momento, pues! ¡Porque en eso creo! 



Entonces, con todos los que están acá convencidos de lo que plantea la iniciativa en estudio, ya tenemos una buena renovación. Basta que anuncien que no van a la reelección. De lo contrario, dejémonos de hipocresías.



Reitero: no comparto el artículo transitorio propuesto. 



Estoy considerando qué hacemos ahora con el límite a la reelección. Me parece que será muy difícil aprobar este proyecto, desde el punto de vista de la experiencia internacional. 



Ahora, yo sabía lo que iba a pasar con este argumento en las redes sociales: “¡Se quiere quedar!”; “¡Apitutado!”.



Uno no se reelige, lo reeligen. Y el aseguramiento de una mejor calidad de la política no pasa por la reelección. 



Vamos a cosas más concretas. 



Harto discutimos hoy sobre el tema del patrimonio, de la transparencia, de los intereses que algunos tenemos. Tal vez habría que ser más exigentes en eso. 



¿Qué pasa con las fundaciones? ¿Un parlamentario puede ser miembro de una fundación? Consideremos que una fundación recibe donaciones de empresas privadas -con rebaja tributaria, por supuesto- y, con esos recursos, aquella puede entregar donaciones y ayuda a los electores. 



No sé si esto se halla regulado en el proyecto que aprobamos hoy. Lo digo porque me llegó dicha información hace poco. 



¿Qué les parecería a ustedes si alguno de nosotros tuviera una fundación y saliera en los medios entregando sillas de ruedas, las que fueron donadas por un empresario, quien por ello rebajó tributos?

La señora PEREZ (doña Lily).- ¡Mal!

El señor LAGOS.- ¡Mal, pues! 



¿Y si una fundación beca a un joven para estudiar? Este es el sueño de todo papá. Pero ¿de dónde salió la plata? De las donaciones. ¡Ah, qué bien! Entonces, ¿quién otorgó de verdad esa beca: el parlamentario o el que hizo la rebaja tributaria? 

El señor TUMA.- ¡El Fisco!

El señor LAGOS.- ¡El Fisco! ¡Todos nosotros! 



Entonces, revisemos esa situación. 



Si queremos mejorar la política, sugiero que el Servicio Electoral regule las elecciones internas de todos partidos políticos. ¡Eso quiero yo! Porque es ahí donde se decide quiénes son los candidatos al Parlamento, sobre todo en el sistema binominal.

El señor COLOMA.- ¡Ya no existe! 

El señor LAGOS.- Cierto. Hoy no tenemos binominal -¡afortunadamente!-, lo cual va a ayudar a dar representatividad. 



Si se trata de recuperar la confianza, de terminar con el hastío que hay contra la clase política, lo primero es que den un paso al costado todos los que no están a favor de la reelección, que presentaron mociones para limitarla y que han cumplido hartos años en el cargo. 



Me da lo mismo si fueron dos períodos como Senadores, tres como Diputados. “Mi amigo, sume cuántos años lleva y, si es partidario de restringir la reelección, solito dígalo; pronúnciese”. Aquí cualquiera lo puede hacer, al igual que en la Cámara de Diputados. Basta explicitarlo: “Mire, yo presenté tal moción”. En esa situación está Chahín, De Urresti. 



¡Que lo digan! “Llevo quince años de parlamentario, y no voy más”. ¡Bien!



Ahora, ¡por qué hay que dictar una ley para eso, con lo cual se arrastra a todo un sistema! 



Yo quiero mejorar el sistema político. 



Estamos en esta situación debido a que algunos -y aquí les voy a pasar la cuenta- no quisieron modificar el sistema binominal antes. 



Se ha podrido todo y no se alcanzó a ver ningún cambio al respecto. Como el binominal producía un empate permanente, era noticia cuando había una ventaja para alguien. Salía en los diarios: “Doblaron en la Cuarta Región”; “En el distrito 9 se dobló”. Porque no era habitual. Y ahí lográbamos la mayoría.



Entonces, hay responsabilidad cuando uno estira el chicle. 



Una persona que ya no está acá, cuando conversábamos acerca de la necesidad de introducir reformas a tiempo, me dijo: “Ricardo, no te preocupes; el sistema aguanta una vuelta más de tuerca”. Esto fue cuatro años atrás. Sin embargo, creo que llegamos tarde. Se melló el hilo de la tuerca. 



Entonces, debemos abordar los problemas reales. Los relativos al financiamiento de la política, por ejemplo. En medio de ellos, lo concerniente a la reelección cabe en el paquete completo. 



Y como bien indicó el Senador Letelier, quien me interpretó en muchas de las cosas que expuso, ahora resulta que el asunto de la reelección pasa por la probidad. De hecho, este proyecto se encuentra radicado en la Comisión Especial de Probidad y Transparencia. O sea, si alguien desea ser reelegido, cumpliendo con la Constitución, que lo permite, ¿deberá responder ante dicho órgano técnico? ¡No, pues! ¡Modifiquemos la Carta Fundamental entonces! Que ahí se establezca cuánto duran los Presidentes, quiénes se reeligen y de qué forma.



Esto de legislar ad hoc ocurre porque algunos están escuchando la opinión de la calle, aunque acá manifiesten lo contrario. 



En esta materia debemos tener mucha responsabilidad. Sé que implica un costo. Algunos están recién elegidos; les quedan seis años todavía como Senadores, y otros tenemos que enfrentar la decisión de ir a una reelección en el corto plazo. ¡Y esto seguramente va a pesar!



Mientras estoy hablando acá, hay gente que me dice: “No digas esas cosas, Lagos”. 



Pese a ello, pienso que esta no es la forma de abordar el Parlamento que requerimos.



Regulemos el modo en que se designan a las autoridades al interior de los partidos. ¡Son estos los que deciden quién será candidato a concejal, a core, a Diputado y a Presidente de la República! ¡Ahí está el meollo! ¡Ahí se resuelve quiénes son los que se sientan acá al final de día! Porque de ahí salen los postulantes por los cuales los ciudadanos se van a pronunciar y la soberanía popular se va a ejercer.



Y si pido al sistema público la plata para financiar a los partidos, como contrapartida exijo transparencia full al interior de estos -¡full!-, no con cojines en las ventanas para que no se sepa cómo se eligen las autoridades. ¡No, señor! Hay que transparentar todo si queremos recursos públicos.



En consecuencia, esto de la reelección debiera incorporarse en un conjunto de reformas más integrales y globales, y no quedar supeditada a la crisis de confianza que se vive hoy -con razón, por lo demás- ni a esta forma de legislar.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en mi opinión, se ha realizado un debate y una reflexión muy profundos respecto de esta propuesta de reforma constitucional.



Quienes estamos aquí ingresamos por una decisión de vida, por vocación y no por conseguir una pega.



En ese sentido…



Por favor, pido a mis colegas que me permitan intervenir.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Solicito a los señores Senadores que guarden silencio.



Continúe, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Gracias.



Se ha dicho que el promedio histórico de renovación del Parlamento es superior a 33 por ciento cada cuatro años. Y con el cambio del sistema electoral lo más probable es que ese porcentaje se acerque a 50. Cabe concluir, por tanto, que ha existido renovación permanente.



Voy a ser muy sincero: noto que los autores de estas mociones, que son presentadas siempre en períodos cercanos a procesos eleccionarios, son personas que, en su mayoría, han ganado elecciones desde 1989. ¡Están acá desde el 89, y firmaron estas mociones! ¡Por qué mejor no se retiraron en forma voluntaria! Eso habría sido mucho más auténtico y transparente.



Por otra parte, al limitar las reelecciones, se plantea que los alcaldes podrán tener máximo tres períodos, al igual que los concejales, los cores y los Diputados. Los Senadores, dos períodos. Me pregunto: ¿Por qué no tres en vez de dos? o ¿por qué no cuatro en vez de tres? Argumento: ¡ninguno!



En mi opinión, quien realiza bien su trabajo y cumple con lo que ha ofrecido a su gente es elegido permanentemente. En cambio, el que pierde la reelección es probablemente el que no hizo bien su labor. Aquí se propone dejar sin opción al primero por secretaría -porque eso es lo que se está planteando-, impidiendo la decisión de la voluntad popular.



Debemos sacar esto a la luz pública.



Lo peor que puede ocurrir -lo han manifestado varios colegas que me antecedieron en el uso de la palabra- es que votemos una iniciativa de esta índole. Por lo mismo, estoy seguro de que mi jefe de bancada pedirá segunda discusión para este proyecto. 



Debemos hacer las cosas bien y reflexionar como corresponde.



Somos un país que está interesado en seguir a la OECD. Pues bien, no veo a este organismo planteando recomendaciones de este tipo. Ni siquiera lo hizo la Comisión Engel, como recordó el Senador Letelier o el Senador Coloma.



Por lo tanto, creo que se está actuando de una manera precipitada.



Voy a agregar un problema más complejo: ¿cómo actuarán las autoridades que dejaron sus profesiones para insertarse en la política, una vez que sean reelegidas en su último período? Porque entonces empezarán a analizar cómo reinsertarse en el mundo laboral. Me pregunto si durante el período final en el cargo van a realizar su trabajo como el país necesita.



Pido una mayor reflexión al respecto. Tenemos que ser supertransparentes y examinar con mayor tranquilidad esta materia.



Y comparto plenamente lo dicho por el Senador Lagos: ¡cómo este proyecto puede estar radicado en la Comisión Especial de Probidad!  



¡Si este asunto ha sido permanentemente presentado cerca de momentos electorales! ¡Y luego se olvida! 



¡No sé cuántas mociones ha habido sobre el particular!



Por primera vez -me imagino- se habla de esta forma aquí, en el Senado.



Señor Presidente, este será el único país del mundo, como ya dije, que va a impedir al pueblo reelegir a un alcalde, a un concejal, a un consejero regional -cargo recién instalado por votación popular- o a un parlamentario.



Lo que podría ocurrir a futuro es que tengamos una “sillita musical”: de Diputado a alcalde; de Senador a Diputado, etcétera.



Creo que este proyecto causa más daño a la imagen de la política y a la del Parlamento.



Insisto: les pido una reflexión en esta materia.



Pienso que ninguno de nosotros está aquí por conseguir una pega, sino por vocación de servir a la gente que más lo necesita. Entregamos nuestras vidas en esta función para que a nuestro querido país le vaya mejor.



En consecuencia, señor Presidente, conforme a la solicitud que formulará mi jefe de bancada, creemos que debemos tener una segunda discusión.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Senador, ¿es efectivo que su jefe de bancada va a pedir segunda discusión?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Okay.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, estamos debatiendo un proyecto para limitar la reelección de autoridades, a raíz de una crítica que se ha planteado al sistema con relación a cómo se ha generado el Parlamento.



En todo caso, la responsabilidad de dicha crítica no se encuentra en el Congreso. 



Las normas que rigen el proceso de elección parlamentaria se fijaron en una Constitución, la cual no contó con participación democrática (tres generales y un almirante). Se generó gracias a un acuerdo político pero dentro de un clima muy complejo: saliendo de una dictadura.



Entonces se instaló un sistema único en el mundo: el binominal, mediante el cual 33 por ciento era igual a 66 por ciento, produciendo una distorsión, una anomalía, una situación absolutamente descompensada, en el pronunciamiento de la soberanía popular.



Dicho sistema -maligno, perverso- sacrificó la legitimidad democrática en pos de la estabilidad política.



Este largo andar ha devenido en crisis: crisis de legitimidad, crisis de participación, crisis de representación. 



De esto último padece hoy el Congreso Nacional. Ello se expresa en que solo cuatro de cada diez chilenos vota en las elecciones para determinar quiénes llegan a este Hemiciclo. Es decir, ¡el 60 por ciento de los chilenos no quiere participar o no puede!



Por lo tanto, lo primero es asumir que estamos en una crisis de participación, de legitimidad y de representación.



En ese sentido el problema global de la política no es entre Izquierda y Derecha; no es entre Gobierno y Oposición; no es entre liberales y conservadores. Es entre ciudadanía e institucionalidad. 



A la ciudadanía le da exactamente lo mismo -se lo digo al colega Víctor Pérez, por su intermedio, señor Presidente- si será reelecto un Senador de la UDI o un Senador del MAS. Como aquella tiene una bronca acumulada con la política, no distingue a unos y otros, solo ve rostros de poder. No identifica bien de dónde provienen, pero percibe que representan el poder.



Por eso, señor Presidente, ante esta crisis profunda el Parlamento ha de efectuar un aporte. El Gobierno ya lo hizo cuando la Presidenta sacó completamente a su equipo político y descabezó al equipo económico. 



Esa acción, que causó dolor, dio una señal clara de que se quiere enmendar las cosas.



La ciudadanía está expectante respecto de cómo actuará el Congreso, de si hará un acto de contrición, de si enviará una señal que le posibilite advertir que los parlamentarios han entendido que esta situación de cuestionamiento, de descrédito, debe comenzar a ser subsanada. 



Se eligió el camino de limitar la reelección. Pudo haber sido otro, pero se escogió este.



Señor Presidente, el año 2003 en la Sala de la Cámara de Diputados se aprobaron las donaciones secretas a las campañas y no se estableció la pérdida del cargo para el parlamentario.


En esa oportunidad advertimos -fuimos tratados de desleales, de díscolos, de traidores- que ese sistema era perverso, que legitimaba y legalizaba la intromisión del dinero en la política.



A pesar de eso, la normativa se aprobó igual.



Como dije, hemos resuelto que el acto de contrición que la ciudadanía nos está pidiendo lo haremos sobre la base de limitar nuestro mandato.



El sistema binominal y, particularmente, medidas como el castigo a los independientes posibilitaron la falta de legitimidad. Es cierto: competimos para ser elegidos; sin embargo, la mayoría no participa.



La Comisión Engel propuso 236 medidas.



Si las cumpliéramos -pedí en más de una ocasión en este mismo Hemiciclo que fueran vinculantes-; si le hiciéramos caso al informe del Consejo Asesor Presidencial, 173 alcaldes y 91 parlamentarios no podrían ir a la reelección en 2017.



Hay planteado un debate sobre la efectividad del cambio.



En México -ya se señaló- no existe reelección, y el resultado ha sido un desastre: alta rotación, escasa preparación, gran inexperiencia. Están de vuelta. El 85 por ciento de sus parlamentarios no tiene experiencia legislativa.



Ciertamente, ello en nada se compara con el Senado de Estados Unidos, donde 26 de sus miembros son multimillonarios que acaparan fortunas por 195 mil millones de dólares, que equivalen a lo que percibe el 43 por ciento más modesto de la población, es decir, cerca de 50 millones de estadounidenses.



Allí también existe el dinero. Y hay reelección infinita, indefinida.



El problema, entonces, radica en el camino elegido.



Tenemos distorsionada la presencia de parlamentarios en ambas Cámaras por el sistema binominal.



Ese sistema no le permitía a la gente participar en igualdad, con derecho a elegir y ser elegido.



Se vino la crisis.



¿Cómo salimos de ella? La Presidenta pagó el costo.



La ley que nos proponen dice que en diez años más veremos el resultado de esta medida, en el caso de los Senadores y Diputados.



Me parece un período muy largo.



Señor Presidente, el numeral 1 del artículo único del proyecto propone sustituir el inciso segundo del artículo 51 de la Constitución por el siguiente: “Las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán conjuntamente. Los senadores podrán ser reelegidos sucesivamente en el cargo sólo por una vez; los diputados podrán ser reelegidos sucesivamente en el cargo hasta por dos períodos.”.



Eso abre la posibilidad de que haya un período de descanso y de que, después, la persona vuelva a ser elegida por la misma cantidad de tiempo. Es decir, un Diputado dura tres períodos en su cargo; deja pasar cuatro años, y se postula de nuevo para estar 12 años más. Lo mismo ocurriría con los Senadores. 



La norma dispone que “podrán ser reelegidos sucesivamente”.



Si existe alternancia entre Diputado y Senador o si media un período de receso, se retoma todo el proceso.



Si esa fuera la norma permanente, ¿cuál sería, entonces, la señal de contrición?



Yo habría preferido una normativa que estableciera por única vez la retroactividad.



Le pregunté al Secretario del Senado dónde está la norma de la ley en proyecto que impide la retroactividad; por qué no podemos limitar la reelección a tres períodos para los Diputados y a dos para los Senadores a partir de hoy y decir: “Se limita ahora, y la norma definitiva la discutiremos cuando tengamos una nueva Constitución; que la ciudadanía decida”.



Porque nuestra principal limitante en este debate es que somos incumbentes: en la crisis, en la decisión que nos afecta directamente.



Quisimos evitar que determináramos nuestros sueldos, y creamos una Comisión especial. Hoy los parlamentarios en Chile no deciden cuánto ganan: el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias lo hace.



Pero, en este caso, la ciudadanía observa que los incumbentes deben resolver sobre sí mismos: “¿Quieren que siga? ¿Quieren que pare?”.



Carecemos de legitimidad para opinar sobre esta materia.



Señor Presidente, creo tanto en hacer efectiva la no reelección en diez años más, como incluso (es lo que pienso) en una ley que permita establecer la retroactividad y limitar ahora -¡ahora!- la reelección a tres períodos como máximo para los Diputados y a dos para los Senadores, lo que provocaría el recambio de 91 parlamentarios.



Lo que hay aquí es una decisión adoptada entre cuatro paredes. No hubo debate con la ciudadanía; no le hemos dado la oportunidad de participar. 



Siento que solo una nueva Carta, y en particular una Asamblea Constituyente, pueden determinar el mecanismo que los chilenos quieren para elegir parlamentarios y permitir su reelección.



Entonces, no me gusta el proyecto como viene planteado; no tendrá efectividad ni impacto.



Yo habría querido -espero debatir sobre esta materia, pues se va a pedir segunda discusión- una ley que permita la limitación ipso facto, ahora; que se sienta y duela ahora...

El señor TUMA.- ¡Para todos!

El señor NAVARRO.- O sea, que no haya reelección.



Algunos dicen: “Claro, yo tendría un período y medio totalmente disponible”.



Hay que interrumpir el período parlamentario. Y esta es una posición del Movimiento Amplio y Social (MAS); lo discutimos.



Si no, como hay elecciones el 2017, algunos tendríamos hasta el 2021.



Yo manifiesto mi completa disposición a que el período llegue hasta el 2017, independiente de que falten algunos años para completar el mandato. Pero lo que no podemos hacer…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúe, señor Senador.

El señor NAVARRO.-… es dictar una norma que regirá en diez años más y todo va a continuar igual.



Yo digo: una norma que limite la reelección a tres períodos para los Diputados y a dos para los Senadores a partir de 2017 por única vez, y que luego la Constitución, tras un debate ciudadano amplio, no de este mismo poder parlamentario, defina la norma general.



Es decir, cuando se fije la normativa que aúne el sentimiento del Chile del futuro allí se discutirá, no por nosotros mismos.



Lo señalo porque, a mi entender, no tenemos ahora legitimidad para legislar y autorregularnos a través de una legislación que la ciudadanía va a rechazar.



De aprobarse la ley en proyecto, no surtirá ningún efecto en el mejoramiento de la imagen del Congreso; no habrá ningún resultado respecto de lo que la ciudadanía espera, y nos habremos autoimpuesto una limitación que podría ser muy antidemocrática, pues la gente tiene el derecho a elegir y ser elegida.



Estoy por la alternativa que indiqué, señor Presidente.



Me voy a abstener en este proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, tal como lo anticipó el Senador García-Huidobro, quiero partir pidiendo, en nombre del Comité Unión Demócrata Independiente, segunda discusión, toda vez que aquí se ha generado un debate muy superior al que tuvimos en la Comisión Especial de Probidad y Transparencia.



Se trata de una discusión que, sin duda, debemos realizar. Porque la falta de confianza y de credibilidad hacia nosotros por parte de la ciudadanía debe ser analizada en el Senado, con los parlamentarios elegidos por ella.



La ley en proyecto abre un amplio debate sobre esta materia, lo cual me parece sano, oportuno y necesario.



Desde que empezó a agudizarse la situación que estamos viviendo, en esta Alta Corporación no hemos conversado ni discutido sobre sus aspectos fundamentales.



Considero extraordinariamente positivo y sano que aquí se genere un debate al respecto.



Pero es muy importante que leamos bien los documentos, que compartamos los mismos datos y que podamos tener distintas opiniones.



Yo discrepo del Senador Navarro, quien dice que este proyecto empezará a surtir efecto en diez años más.



¡Este proyecto comenzará a regir desde el momento en que la ley se publique en el Diario Oficial, no en diez años más: inmediatamente!



A Su Señoría, a mí y a los demás Senadores nos computarán un período desde ya. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Dos más ocho.

El señor PÉREZ VARELA.- No nos empezarán a computar en diez años: el proceso se inicia ahora.



Por lo tanto, tenemos la más absoluta competencia para discutir sobre esta materia. 



El Senador Navarro señalaba que no podemos legislar porque carecemos de legitimidad y que sí tendría legitimidad la Asamblea Constituyente.



Ese dato no guarda ninguna relación con una evidencia democrática: en la última elección, siete candidatos a Presidente de la República plantearon la Asamblea Constituyente como una bandera de lucha, ¡y todos fueron derrotados!



En consecuencia, nadie puede sostener que la ciudadanía está detrás de la Asamblea Constituyente. Si estuviera, los candidatos que plantearon públicamente que iban a realizarla habrían tenido una adhesión popular en el voto.



Entonces, lo que Su Señoría afirma no es efectivo: aquí, en el Senado, nosotros tenemos perfecto derecho a debatir esta materia y a tratar de ser eficaces en las soluciones.



Ahora bien, no se puede discutir el límite de las reelecciones solo en la perspectiva de determinado proyecto. Ello debe debatirse en el contexto nacional en que nos encontramos, en la situación política en que nos hallamos, en la que la ciudadanía cuestiona nuestro actuar básicamente en función de la falta de eficacia. Por ende, hay que analizar esta iniciativa en tal dimensión.



Algunos hablan de que deben limitarse las reelecciones para permitir la renovación.



Yo quiero decirles que tienen que empezar a buscar otro argumento.



Aquí alguien señalaba: “De los parlamentarios que van a la reelección, 32 por ciento no se reeligen. Si se suman los que no van, la renovación sube al 40 por ciento”.



¡No hay en el mundo desarrollado, en el mundo democrático occidental, otro Congreso que tenga ese nivel de renovación!



Por consiguiente, llamo a quienes buscan renovar que cambien de argumento, porque el indicado carece de validez.



La renovación ha sido una fuente permanente cada cuatro años en nuestro país. El Parlamento se renueva.



Cuando uno quiere saber si hay o no renovación, debe comparar con Parlamentos de países a los cuales quiere acercarse: los de las naciones del mundo occidental, los de las democracias europeas, donde la renovación difícilmente llega al diez por ciento.



Ahora, el Senador Navarro sostiene que nuestro problema de falta de legitimidad emana del sistema binominal.



Según lo que dice Su Señoría, ya tendríamos la solución, porque cambiamos el referido sistema. No habría necesidad de hacer nada más: ya remplazamos el binominal, y la próxima elección será con un sistema proporcional.



Pero le quiero decir al Senador Navarro que ponga ojo a lo que afirma en cuanto a que en la siguiente elección la gente irá a votar. Yo tengo mis dudas. Me gustaría apostar a cuánto llegará la participación ciudadana en ese acto.



En todos los países democráticos donde existe el voto voluntario -en todos- los umbrales de votación más altos no superan el 60 por ciento.



Hace pocas semanas el Parlamento inglés tuvo una elección extraordinariamente reñida, y votó el 66 por ciento de las personas con derecho a sufragio. ¡El 66 por ciento!



En España -y no se puede decir que estamos hablando de democracias decadentes, ilegítimas, en fin- la cifra más alta de votación alcanzó a 75 por ciento 48 horas después del atentado de Atocha. Nunca más se ha alcanzado ese nivel. Las otras votaciones han estado incluso bajo el 50 por ciento.



Por lo tanto, Senador Navarro, habiendo en Chile voto voluntario, tendrá que esperar que la gente concurra a las urnas. Pero es parte de la libertad de las personas decidir a ese respecto.



Por ende, debemos empezar a buscar en nuestros datos y en nuestras discusiones qué tenemos que hacer para superar la crisis de credibilidad y confianza que nos afecta.



Para ello hay un solo camino: la eficacia en nuestra acción.



Debemos ser eficaces para resolver los problemas de los ciudadanos, para darles cauce a los anhelos de la gente. Así la ciudadanía podrá mirarnos de mejor manera.



Eso significa tomar una serie de medidas que hace cinco, diez años eran absolutamente impensadas -muchos otros Parlamentos están pensando en tomarlas-: transparencia, probidad, declaración de intereses, cesación en el cargo. Y otra puede ser limitar la reelección para buscar elevar la calidad de la política.



Considero que nuestro gran desafío -y nosotros podemos hacer una contribución- es elevar la calidad de la política.



En la medida que tengamos mejores políticas públicas y mejores políticos a lo largo de toda la institucionalidad estaremos aportando de manera más eficaz.



Por cierto, eso significa debatir y analizar todo: la duración del régimen presidencial y el régimen presidencial en sí. 



Pienso que últimamente todos nos hemos dado cuenta de que un período presidencial de cuatro años es extraordinariamente breve.



Por consiguiente, de acuerdo a nuestra tradición y cultura, a lo mejor debemos llegar nuevamente a los seis años sin reelección. Porque, además, en Chile existe la tradición de que no haya reelección de Presidente de la República. Ello puede deberse a que tenemos un régimen presidencial con una dimensión extraordinariamente influyente en la vida ciudadana.



De otro lado, alguien dijo aquí que cuando la Comisión Asesora de la Presidenta de la República habló del límite de las reelecciones lo hizo solo con relación a los alcaldes; no lo recomendó tratándose de los Senadores y Diputados.



Por lo tanto, Senador Navarro, no es efectivo lo que usted dijo en el sentido de que si aplicáramos el Informe Engel noventa y tantos parlamentarios no podrían ir a la próxima elección. Y la Comisión Engel estableció un límite a la reelección de los alcaldes únicamente por el eventual riesgo de corrupción: por los recursos, por los programas, etcétera.



Por ende, hay que tener especial cuidado a ese respecto.



Ahora, pienso que el debate no podemos hacerlo a base de descalificaciones, de peyorar a quienes piensan distinto.



Si queremos ser de verdad una generación política que contribuya a salir de la crisis de confianza y credibilidad, hemos de actuar con la mayor responsabilidad posible, con la máxima seriedad.



En mi concepto, establecer un límite a las reelecciones es una prueba importante para procurar mejorar la calidad de la política.



Puede que a la larga eso no se dé; puede que cuanto se haga no sea suficiente. Pero debemos realizar un esfuerzo. 



Lo que a mí me insta a apoyar esta medida y otras es el mejoramiento de la calidad de nuestra política, de nuestras políticas públicas. Porque eso es, en definitiva, lo que espera la ciudadanía.



La gente está indignada, está molesta, está insatisfecha, porque no hemos sido eficaces en nuestro accionar.



¿Qué ocurre en el norte de nuestro país: en Copiapó, en Atacama, en Antofagasta? 



Yo he conversado con la gente. He estado en contacto con muchas de las personas que salen a protestar, amigos míos…



Se acabó mi tiempo.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor PÉREZ VARELA.- Gracias.



Señor Presidente, el problema estriba en la ineficacia de la acción gubernamental para resolver un problema angustiante de aquella gente. 



¿Qué vivíamos nosotros luego del 27 de febrero cuando demorábamos un año, dos años en reconstruir poblaciones enteras? ¿Por qué estaba indignada la gente? Porque quería más rapidez, más inmediatez en las soluciones.



Es la calidad de la política la que hemos de conjugar.



Esta materia es opinable, discutible. Y debemos hacer un debate como el que hemos esbozado hoy.



Lo peor que podríamos haber hecho, señor Presidente, habría sido llegar y votar esta iniciativa a rajatabla para cumplir: “Hemos despachado un proyecto más, y mañana se anunciará con bombos y platillos en el Congreso Pleno”.



¡Sería el error más grande que podríamos cometer!



Senadores de ambos lados han manifestado aquí opiniones contrarias al límite a la reelección. Y tienen argumentos.



Por lo tanto, esto no es algo en lo que vamos a clavar la rueda de la fortuna.



Ahora, lo que no podemos hacer es decir que no tenemos legitimidad para enfrentar esta materia, y usar datos absolutamente erróneos, falsos o inexistentes para resolver, pues así no vamos a contribuir a que el país, la democracia y la política salgan de la crisis de confianza y credibilidad en que se encuentran.



Este debate debe continuar. Hay que ampliarlo, hay que hacerlo realidad para ver si logramos adoptar medidas claras al objeto de avanzar en la materia.



Yo he escuchado plantear muchas medidas populistas: “¡Que se vayan todos altiro!”, “¡Rebaja de sueldos!”, etcétera.



Solo quiero expresarles lo siguiente: en la última reforma tributaria nos subimos los impuestos, en comparación con los demás. ¡Pero a la ciudadanía eso le importó absolutamente nada!

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Debo recordar que el Senador señor García-Huidobro, del Comité UDI, pidió segunda discusión.



Por lo tanto, en esta sesión no va a haber votación sobre este proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, Honorable Sala, hemos escuchado una serie de intervenciones, y me alegra que la discusión se vaya reconduciendo hacia un debate de fondo encaminado a entender cómo mejoramos la política, de qué manera transparentamos, pero sin discursos para la galería.



Por convicción personal, creo que uno no debe permanecer largo tiempo en un cargo. Sin embargo, no soy de los que pontifican sobre esta situación, porque considero que hay grandes parlamentarios, de todos los colores, de todos los sectores, de la Oposición y del Gobierno, que llevan largo tiempo en el Congreso Nacional y son un aporte. Otros, teniendo poco tiempo, un período o dos, no han aportado mucho.



Entonces, la cuestión no radica en la reelección o en la no reelección, sino principalmente en qué tipo de Parlamento queremos tener, cómo incluimos -fue una de las indicaciones que formulé en el proyecto de reforma al sistema binominal- mayor proporcionalidad, pero también mayor diversidad.



A este último respecto, con algunos Senadores presentamos una indicación para establecer la representación indígena en el Congreso Nacional. Y eso no se logra cambiando el binominal o estableciendo límites a la reelección, sino teniendo la voluntad, tanto la Cámara de Diputados cuanto el Senado y la política en general, de incluir la mayor representatividad y la mayor diversidad territorial, política, étnica, cultural de nuestro país.



El Parlamento continúa siendo muy homogéneo. Sigue habiendo, no los mismos de siempre, sino una casta, un tipo de parlamentario.



Hay barreras de entrada desde el punto de vista del financiamiento de la política. Espero que con el límite a los gastos tengamos más capacidad de acceso. Eso va a significar mayor integración: más gente joven, más gente de la periferia, más gente de los pueblos originarios asegurando su representación en el Poder Legislativo.



¡Con qué autoridad el Parlamento puede muchas veces discutir grandes temas vinculados a los pueblos originarios, a su reconocimiento constitucional, a la tenencia de tierras, a la devolución de territorios, cuando en él no hay representación indígena!



Entonces, claramente, el Congreso Nacional no representa a toda la sociedad. Y en ello debiéramos avanzar.



Por eso creo en una Asamblea Constituyente. Por eso creo que el gran debate va más allá del límite de la reelección, de si son dos períodos o uno, de si existe retroactividad. ¡No! ¡Eso es populismo!



Algunos Senadores hicieron hoy buenos discursos para la galería. Sin embargo, ahora no están presentes para defender su posición. Y eso no es correcto. 



Nosotros debemos pensar en cómo mejoramos la política, en cómo logramos que el Parlamento represente a todos y a todas: diversidad territorial, diversidad de origen.



En el Congreso Nacional, habiéndose establecido ya las elecciones primarias, tenemos mayor inclusión. No tenemos barreras de entrada.



Lo señalaba el Senador Lagos Weber, sin ir más lejos: la gran barrera de entrada al Parlamento no es la reelección indefinida o el sistema binominal, sino lo que ocurre dentro de los partidos, la forma de definir los candidatos.



Y lo digo por experiencia.



Creo ser el único Senador -al menos de los que estamos en este momento- que se halla aquí producto de una elección primaria, la que hizo el Partido Socialista, con la oposición de muchos conservadores, los que existen en todas las instituciones.



Ganamos una primaria del Partido Socialista en la que quienes teníamos una visión regional y habíamos construido fuerza parlamentaria desde Los Ríos enfrentamos a un señor hijo de un conde, quien quería ir a esa Región a heredar un cupo.



¡Gente que nunca se ha mojado y que jamás se ha embarrado en el territorio!



¡Gente que cree que desde Santiago puede estar disponible para ser representante en otra región!



¡Gente que no vive en Los Ríos y que con suerte tiene casas de veraneo allí!



¡Esos son los que distorsionan la realidad!



¡Y le ganamos en la elección primaria!



¡Y estoy presente aquí, tras obtener la primera mayoría en la Región de Los Ríos luego de romper las barreras de entrada, para representar con legitimidad a quienes votaron por mí!



Señor Presidente, hago esta alegación porque, en mi concepto, el tema de fondo no es cuántos límites se ponen a la reelección, si hay o no efecto retroactivo.



¡Por favor! ¡Eso es para la galería!



La cuestión de fondo es cómo renovamos el Parlamento; cómo logramos mayor integración; cómo hacemos mejor política; cómo establecemos barreras fuertes y claras en materia de intereses y de patrimonio, en términos de lo que apoyamos y aprobamos esta mañana.



Hago esta alegación, señor Presidente, porque considero importante ver este proyecto, para el cual se solicitó segunda discusión, dentro del marco constitucional.



Esta iniciativa fue despachada por la Comisión de Probidad y Transparencia. Me parece bien haberla tratado allí. Pero hay que discutirla también en el marco constitucional.



Por eso, creo relevante debatirla además en la Comisión de Constitución.



En tal sentido, para quienes pregonamos la necesidad de una Asamblea Constituyente existen temas de fondo.



Primero, qué tipo de Parlamento queremos.



¿Por qué no discutimos en torno a un Congreso unicameral?



¡Ese es un debate central!



Hay que preguntarles a los ciudadanos si luego de 200 años se explica, se entiende, se justifica tener un Parlamento bicameral.



Propongo el tema para su discusión.



No voy a fijar una posición única y exclusiva. Pero que sea la ciudadanía, que sea el pueblo en su conjunto, que sea la mayor cantidad de ciudadanos la que diga si el país está disponible para tener un Parlamento unicameral; si debemos avanzar hacia un sistema político semipresidencial; si tenemos capacidad para reestructurar y remirar nuestros ordenamientos regional y político.



Me parece bien -reitero- que se abra debate sobre ese tipo de situaciones. Pero fijemos la discusión en un contexto mayor, no en el contexto fácil de sacar una ley antes de tal o cual fecha para decir “Hemos cumplido y con esto se arregla el problema”.



Este problema no tiene arreglo si no hay una repolitización en nuestro país, si no existe una valorización de la importancia que revisten los partidos políticos.



Me parece bien que la Derecha se haya abierto a la discusión sobre una nueva Constitución.



Algunos postulamos la Asamblea Constituyente. Y si la Alianza propone otra fórmula, veamos qué es mejor. Pero debemos arribar a una Carta Fundamental que nos represente a todos; con un sistema político que nos integre a todos, no autoritario y sin estos cambios cosméticos de plazos, pues simplemente son una golondrina que no hace un verano.



Esos cambios no me interesan. Yo quiero tener mejor política, mejor representación del territorio, mejor identificación de los parlamentarios con sus electores.



¡Ahí está el fondo de la discusión!



Por eso, señor Presidente, me parece bien la solicitud de segunda discusión.



Estimo relevante, asimismo, considerar lo que señalé en el sentido de que la Comisión de Constitución pueda ver esta materia a la luz de la discusión constitucional. Y espero que el 21 de mayo la Presidenta de la República haga un anuncio en cuanto a esa discusión y al proceso de Asamblea Constituyente, que anhelo sea una realidad un nuestro país.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, este proyecto no se explica sino por las circunstancias que estamos viviendo. 



En mi concepto, estamos asistiendo a una crisis general de las instituciones, agravada por ciertas prácticas, probablemente basadas en la costumbre y la tradición, pero que, ante los nuevos estándares, cada vez más críticos y de mayor demanda ciudadana por transparencia y probidad, se nos presentó abruptamente y se procura resolver sobre la marcha.



Ahora, discutir sobre las instituciones bajo una presión de tal índole generalmente es complicado, sobre todo cuando uno debe autolimitarse o legislar para sí mismo.



Evidentemente, existen problemas complejos. Pero quiero decir que la opción que estamos planteando no es un drama. 



En la situación que nos ocupa, se pretende proteger un bien público por la vía de mejorar -se supone- la probidad y la transparencia a través de iniciativas como la que estamos analizando esta tarde. 



Quizá, dados los momentos que vive nuestro país, el segundo de aquellos principios sea particularmente significativo.



Más allá de si hemos incurrido o no en conductas inapropiadas, la gente quiere más transparencia y, de alguna manera, asocia la continuidad en los cargos por períodos prolongados a algo negativo para la democracia.



Esa opinión ya está instalada. Por consiguiente, modificarla resulta difícil y nos obliga a emprender acciones.



Si los postulantes a un cargo de elección popular -y en el proyecto hay cierta racionalidad- ven que determinadas figuras copan el escenario o que la competencia frente a un incumbente es singularmente difícil, la ciudadanía empieza a tratar de poner límites a situaciones como la reelección o el ejercicio del poder.



Me queda claro que en el desempeño de los cargos que implican que las autoridades administren recursos públicos la prudencia también se asocia a la probidad.



El manejo de fondos públicos durante períodos prolongados probablemente motiva que muchas veces se relajen normas básicas de gestión pública y se aumente el riesgo.



En el caso de las autoridades cuya labor tiene que ver más con la administración de justicia también existen límites. Recordemos que pusimos restricciones de edad para los miembros de los tribunales de justicia, en circunstancias de que varios jueces podrían seguir ejerciendo sus cargos por varios años más; sin embargo, colocamos limitaciones, pues estimamos necesaria una renovación de estilos y de visiones.



Asimismo, numerosos académicos de universidades, al llegar a cierta edad -salvo situaciones muy excepcionales, como la de los premios nacionales-, se ven impedidos de continuar ejerciendo sus funciones.



Lo mismo pasa en otros ámbitos.



Ahora, es evidente que nuestra experiencia reciente hace aconsejable que haya mayor transparencia y algunos límites en muchas instituciones afectadas por la crisis generalizada que existe.



De hecho, quiero recordar que el propio Congreso redujo el período presidencial de seis a cuatro años después de haberse registrado una elección: una Presidenta elegida para gobernar por seis años finalmente gobernó por cuatro. Y ese proceso no provocó ningún trauma.



Por consiguiente, el Parlamento debe ver el autolimitarse, no como un trauma, sino como una respuesta frente a un hecho coyuntural. Y, debido a que ella tendrá permanencia en el tiempo, hay que reflexionarla.



En todo caso, me parece que no es un drama la reforma que estamos discutiendo. Al contrario, debemos mirarla como un sacrificio que hacemos frente a una ciudadanía particularmente decepcionada de los estilos políticos y que quiere, entre otras cosas, ver la renovación y rotación de sus representantes en diversas instituciones, las que, por lo demás, adolecen de debilidades derivadas de la burocracia, de la jerarquización, del hecho de ser organismos representativos en momentos en que la gente parece querer avanzar hacia un concepto de democracia más participativa, con mayor presencia en la toma de decisiones, por lo cual asocia la renovación permanente a una virtud, y la permanencia en los cargos, a un defecto.



Eso también debe analizarse.



Habría que ver, por ejemplo, lo que está ocurriendo con los movimientos y las organizaciones estudiantiles, cuyos dirigentes rara vez son reelectos, pues los jóvenes sienten que de alguna manera la reelección transforma a sus líderes en figuras políticas autónomas de la ciudadanía y los pone a creciente distancia de ella en la medida que se constituyen en parte de la institucionalidad.



Eso explica por qué en este momento estamos discutiendo algo respecto de lo cual en otras circunstancias simplemente habríamos defendido, para la mantención en determinado cargo, la suficiencia tanto del voto popular cuanto de la confianza ciudadana.



Pero la verdad es que en nuestro país hay cambios muy profundos, que recién estamos empezando a sopesar. Y ellos exigen una renovación efectiva.



De hecho, dicha renovación ocurre. En cada elección la Cámara Baja se renueva prácticamente en un tercio, lo que está a tono con los doce años considerados como límite para la reelección de los Diputados.



Empero -repito-, también se exigen formas nuevas. Y este proyecto, sin duda, las plantea.



Nuestro país, que está cambiando, en el futuro va a mirar de manera diferente nuestra historia política, nuestra institucionalidad política. En ese contexto, va a querer mayor rotación de las figuras que lo lideran, en los distintos ámbitos, pero sobre todo en el de la representación popular. Y va a querer también acciones políticas más transparentes, especialmente en lo que respecta a la toma de decisiones.



Todo eso es parte de una institucionalidad nueva, a la que deberemos acostumbrarnos.



Por lo tanto, no le veo drama a este proyecto de reforma constitucional.



Entiendo que hay otras opiniones sustentables y serias. Pero creo que llegó la hora de acoger el sentimiento ciudadano en cuanto a que las virtudes públicas requieren transparencia y se asocian a una rotación en el poder más que a una permanencia indefinida en él.



En tal sentido, opino que esta iniciativa será una pequeña contribución junto a muchas otras reformas que están por desarrollarse.



Anuncio mi voto favorable.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- A continuación tengo inscritos a los Senadores señores Tuma, Araya y Horvath, quienes no se encuentran en la Sala.



La discusión, conforme a lo solicitado por el Comité de la UDI, continuará en la sesión que determinen los Comités, manteniéndose el orden de inscripción señalado.

)---------(
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor OSSANDÓN:



Al señor Presidente subrogante del Consejo Directivo de BancoEstado, pidiéndole informar sobre MEDIDAS ANTE DÉFICIT DE BANCO DEL ESTADO EN CANTIDAD DE CAJAS PARA ATENCIÓN A PÚBLICO EN COMUNA DE PARRAL.



Del señor PROKURICA:



Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, requiriéndole PRONTA REPOSICIÓN POR MOVISTAR DE SERVICIOS DE TELEFONÍA FIJA E INTERNET EN CHAÑARAL.


De la señora VON BAER:



Al señor Ministro de Educación, a fin de que informe sobre CUMPLIMIENTO DE PROTOCOLO DE ACUERDO SUSCRITO ENTRE JUNAEB Y REPRESENTANTES DE MANIPULADORAS DE ALIMENTOS. 



Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole la entrega de INFORMES TÉCNICOS FINALES SOBRE FALLAS EN CONSTRUCCIÓN DE PUENTE CAU-CAU (ciudad de Valdivia).


A la señora Ministra de Salud, pidiéndole antecedentes respecto a ESTADO DE AVANCE DE PROYECTOS “HOSPITAL DE RÍO BUENO” Y “HOSPITAL DE LA UNIÓN” (provincia de Ranco); a CUMPLIMIENTO Y ESTADO DE AVANCE DE “PLAN DE MEJORAMIENTO DE LA RED ASISTENCIAL DE SALUD EN REGIÓN DE LOS RÍOS”, y a ESTADO DE AVANCE DE PROYECTO “HOSPITAL DE LA COMUNA DE FUTRONO”.
)------------(
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:32.





Manuel Ocaña Vergara,




  Jefe de la Redacción 

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 363
ACTAS APROBADAS

SESIÓN 15ª, ORDINARIA, EN MARTES 12 DE MAYO DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, y de Economía, Fomento y Turismo, señores Jorge Insunza y Luis Felipe Céspedes, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 13ª y 14ª, ordinarias, de 5 y 6 de mayo de 2015, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Cinco de S. E. la Presidenta de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que crea la universidad estatal de la Región del Libertador General Bernardo O`Higgins y la universidad estatal de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo (Boletín N° 9.405-04).


2.- Proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (Boletín Nº 9.766-04).


3.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


4.- Proyecto de reforma constitucional para limitar la reelección de las autoridades que indica (Boletines N°s 4.115-07, 4.499-07, 8.221-07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, refundidos).


5.- Proyecto de ley que crea un Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo y rinde homenaje póstumo a don Luis Ricarte Soto Gallegos (Boletín Nº 9.851-11). 


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los dos primeros, informa que aprobó las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (Boletín Nº 9.766-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y a la de Hacienda, en su caso.


2.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, encomendando a una ordenanza la regulación de la utilización de bolsas plásticas (Boletín Nº 9.878-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Con el último, comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria (Boletín Nº 9.898-05).


- Se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad respecto del proyecto de acuerdo que aprueba la Enmienda al artículo 8 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, de 10 de junio de 2010, y las Enmiendas al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional relativas al crimen de agresión, de 11 de junio de 2010, ambas adoptadas en la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, celebrada en Kampala, Uganda (Boletín N° 8.182-10).


- Se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Envía copia de la resolución pronunciada en el requerimiento de inconstitucionalidad del artículo 5° de la ley N° 18.900 que pone término a la existencia de la Caja Central de Ahorros y Préstamos y a la autorización de existencia de la Asociación Nacional de Ahorro y Préstamo.


- Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

Del señor ex Ministro de Defensa Nacional


Da a conocer los Balances de Gestión Integral 2014 de las instituciones dependientes de esa Secretaría de Estado, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor ex Ministro Secretario General de Gobierno


Envía los Balances de Gestión Integral 2014 de esa Secretaría de Estado y del Consejo Nacional de Televisión, en formato digital, dando cumplimiento a lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Contesta solicitudes de información, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las materias que se indican a continuación:


1.- Mitigación de daños ambientales causados por el funcionamiento de la central termoeléctrica Bocamina II, en lo que se refiere a los pescadores y las algueras de la zona de Coronel.


2.- Evaluación de la Ley de Pesca y adopción de medidas para hacer frente a las contingencias sociales que provocará la veda de las pesquerías de la sardina y anchoveta en la Región del Bío Bío.

De la señora ex Ministra de Desarrollo Social


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto del número de casos de mujeres cuyo fallecimiento no dio lugar al pago de cuota mortuoria por haber percibido el bono por hijo nacido vivo y de aquellos en que la percepción de este bono inhibirá el derecho a cuota mortuoria.

De la señora Ministra de Salud


Remite, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2014 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes.


Responde solicitud de información, enviada en nombre de los Honorables Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, sobre la posibilidad de destinar recursos para implementar bebederos públicos de agua potable en colegios, universidades, bibliotecas, consultorios, hospitales, plazas, parques y en las oficinas de la Administración del Estado.


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre de los Honorables Senadores señor Girardi, señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Guillier, Horvath, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar, relativa a la generación de una propuesta de reglamento de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad.


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre atenciones registradas en servicios de salud mental durante el último lustro, su distribución territorial, rasgos de la población atendida y cantidad de medicamentos psicotrópicos recetados.

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativa a la adopción de medidas y destinación de recursos para la construcción de muros de contención y sistemas de drenaje de aguas lluvias en el sector Fuerte Cruz del Calvario, de la ciudad de Angol.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Comunica, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2014 de las Subsecretarías y de la Junta de Aeronáutica Civil.


Atiende solicitud de información, expedida en nombre de los Honorables Senadores señores Ossandón, Allamand, García-Huidobro, Girardi y Guillier, relativa a la posibilidad de crear incentivos y desarrollar planes de fomento a la utilización de vehículos eléctricos e híbridos en el país.

De la señora Ministra (S) del Deporte


Envía, con arreglo a lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ejemplares del Balance de Gestión Integral 2014, correspondientes a la Subsecretaría del ramo y al Instituto Nacional de Deportes de Chile.

De la señora ex Ministra Presidenta
del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes


Responde solicitud de información, expedida en nombre de los Honorables Senadores señor De Urresti, señoras Allende y Muñoz y señores Chahuán y Rossi, relativa al tratamiento respetuoso hacia las expresiones de sincretismo religioso-cultural denominadas “animitas”.

Del señor Subsecretario de Hacienda


Adjunta el Balance de Gestión Integral 2014, elaborado por la Secretaría y Administración General de esa Cartera de Estado, conforme lo prescribe el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

De la señora Subsecretaria General de Gobierno


Envía ejemplar del Balance de Gestión Integral 2014 de esa Secretaría de Estado, conforme lo dispone el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Subsecretario de Bienes Nacionales (S)


Remite el Balance de Gestión Integral 2014 del Ministerio de Bienes Nacionales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente


Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto del proceso de recambio de calefactores en Valdivia, como parte del futuro plan de descontaminación atmosférica de esa comuna, número de beneficiarios y criterios para su determinación.


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Matta, relativa a la incorporación en el Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático de instrumentos de fomento al desarrollo, transferencia y adopción de tecnologías para la mitigación y el ajuste del sector silvoagropecuario.


Expone, en respuesta a consulta sobre instalación de plantas desalinizadoras recabada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, que los antecedentes fueron remitidos a la Dirección General de Aguas, por ser el órgano competente.

Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras


Anexa Balance de Gestión Integral 2014, conforme lo dispone el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Superintendente de Valores y Seguros


Adjunta, en ejecución del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2014 de dicha entidad.


Del señor Director Nacional de Aduanas


Remite el Balance de Gestión Integral 2014, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Director Nacional del Servicio Civil


Envía Balance de Gestión Integral 2014, en cumplimiento de la exigencia contenida en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.


De la señora Presidenta del Consejo para la Transparencia


Remite propuestas particulares de perfeccionamiento normativo en materia de transparencia y acceso a la información pública.

De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores


Atiende consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, sobre niños declarados susceptibles de ser adoptados, desagregada por regiones; catastro de familias solicitantes que deben completar dicho proceso y número de menores sujetos a medidas de protección en dependencias de aquel servicio que no son parte de procedimientos de adopción.


Del señor Director Nacional del

Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria


Responde solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, acerca de la crisis hídrica, sus consecuencias agrícolas en la Región de Los Ríos y las condiciones objetivas y los criterios técnicos necesarios para decretar emergencia agrícola en una zona determinada.


Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles (S)


Envía el Balance de Gestión Integral 2014 de dicha repartición pública, con lo que da ejecución al mandato del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Intendente Regional de La Araucanía


Responde solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor García, acerca del estado de tramitación del proyecto de agua potable rural Ñancul Norte, código B.I.P. 30136329-0, en la comuna de Villarrica.


Del señor Alcalde de la I. Municipalidad de Concepción


Atiende solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre asuntos pendientes de resolución: falta de basureros en la Diagonal Pedro Aguirre Cerda, reparación de un ducto en la intersección de las calles Maipú y Pedro Hurtado y planes de construcción del Mercado Central.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema al señor Juan Nolberto Escobar Zepeda (Boletín   N° S 1.806-05).


- Queda para la Tabla de la sesión especial respectiva.


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (Boletín Nº 9.601-25) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la actividad apícola (Boletín N° 9.479-01).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para prohibir el uso de registros históricos de datos comerciales caducos (Boletín N° 9.917-03).


- Quedan para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señores Prokurica, García-Huidobro y Ossandón, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.700 en materia de sistema electoral y del número y distribución de los cargos parlamentarios (Boletín N° 10.040-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Colocar en segundo lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (Boletín Nº 9.601-25).


2.- Colocar en primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06), y autorizar a la Comisión de Hacienda para emitir un informe oral.


3.- Tratar antes del inicio Orden del Día, en la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de acuerdo de diversos Senadores con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República que instruya a las autoridades competentes sobre la urgente adopción de medidas para el otorgamiento de pensiones de gracia en favor de menores afectados por enfermedades irrecuperables, subvenciones al gasto de aquellos que son electro-dependientes, acceso de sus familias a viviendas adaptadas a la habitabilidad de niños con necesidades especiales, normalización de permisos laborales y, además, el establecimiento de una mesa de trabajo para atender los requerimientos específicos de todos los niños o niñas aquejados de enfermedades crónicas o terminales (Boletín S 1.810-12).


4.- Citar a sesión especial para el día martes 19 de mayo, entre 15:30 y 16:00 horas, para tratar la solicitud de S. E. la señora Presidenta de la República, para nombrar como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema al señor Juan Nolberto Escobar Zepeda (Boletín N° S 1.806-05).


5.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones a los siguientes proyectos de ley:


a) el que incentiva la inclusión de discapacitados al mundo laboral y modifica la ley N° 20.422, para establecer la reserva legal de empleos para personas con discapacidad (Boletines N°s 7.025-31 y 7.855-13, refundidos), hasta el 18 de mayo a las 12:00 horas.


b) el que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14), hasta las 12:00 horas del lunes 15 de junio, las que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


c) el que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para imponer a los concesionarios la entrega de información a Carabineros de Chile y otros servicios de emergencia en los casos que indica y sancionar el uso indebido de llamadas a dichos servicios (Boletín N° 9.597-07), hasta el 1° de junio próximo a las 12:00 horas, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


6.- Designar al Honorable Senador señor Fulvio Rossi Ciocca como representante del Senado en la Comisión Premio Nacional del Deporte de Chile.


7.- Autorizar un nuevo plazo para que la Comisión Especial destinada a abordar la catástrofe por el incendio en Valparaíso pueda cumplir su cometido y elabore una propuesta en relación con la materia, hasta el próximo 1° de junio.

- - -

Posteriormente, el Honorable Senador señor Letelier pide recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín Nº 8.770-23), hasta las 12:00 horas de mañana, miércoles 13 de mayo de 2015.

Se accede, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Zaldívar solicita pedir la anuencia de la Sala para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar en paralelo.


Así se acuerda.

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, que establece una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile y crea la institucionalidad respectiva, con informe de la 

Comisión de Hacienda

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.899-05 y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que los principales objetivos del proyecto son:

- Establecer el régimen aplicable a la inversión extranjera directa, que reconoce el acceso al mercado cambiario formal y a la remesa de capital y utilidades, la no discriminación arbitraria y la exención del impuesto a las ventas y servicios a las importaciones de bienes de capital que cumplan con los requisitos establecidos en el número 10, letra B, del artículo 12 del decreto ley N° 825, de 1974. 

- Proponer una nueva institucionalidad para la atracción de la inversión extranjera directa, integrada por un Comité de Ministros encargados de sugerir al Presidente de la República la estrategia de fomento y promoción, y por una Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, servicio público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propio. 

- Regular los efectos de los contratos leyes celebrados durante la vigencia del decreto ley N° 600, para asegurar la plena vigencia de los derechos y deberes adquiridos por los inversionistas extranjeros bajo ese régimen legal, y disponer un régimen excepcional de carácter transitorio, por 4 años a contar de la entrada en vigencia de la ley, que habilita a suscribir nuevos contratos de inversión extranjera en los términos establecidos en el decreto ley N° 600.

Destaca que la Comisión de Hacienda discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por cuatro votos a favor y una abstención. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar, y se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.
- - -


Seguidamente, se pone en discusión el proyecto, en general y en particular, y se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Navarro, Quinteros, García, Montes, Coloma, Tuma, Prokurica, Guillier y Lagos. Interviene, también, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo. 


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 22 votos a favor, 6 en contra y 6 abstenciones.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, De Urresti, García, Girardi, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Larraín y Letelier.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Pérez Varela y Prokurica.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Prokurica.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Espina, Guillier, Horvath y Ossandón. 

- - -


En su momento, los Honorables Senadores señores Navarro, Tuma y Larraín solicitan la votación separada de diversas normas del proyecto.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación el artículo 3° del proyecto, que es aprobado por 14 votos a favor y 12 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Harboe, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Guillier, Larraín, Moreira, Navarro, Ossandón y Prokurica. 

Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Navarro.

- - -

A continuación, se pone en votación el artículo 9° del proyecto, que se aprueba por 17 votos a favor, 12 abstenciones y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Harboe, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Navarro, Letelier y Zaldívar.


Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Larraín, Moreira, Pérez Varela y Prokurica.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Ossandón.

- - -


Enseguida, se pone en votación el artículo 12 de la iniciativa, que se aprueba por 19 votos a favor, 2 en contra, 7 abstenciones y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Navarro, Zaldívar y Montes.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Coloma y Pérez Varela, quienes fundamentan su decisión.

Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, García-Huidobro, Guillier, Larraín y Moreira.

Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Guillier y García-Huidobro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Ossandón.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación el artículo 15 del proyecto, que es aprobado por 15 votos a favor, 2 en contra, 9 abstenciones y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Prokurica, Quinteros, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto a favor, el Honorable Senador señor Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma.

Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Navarro.


Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Coloma, De Urresti, Guillier, Harboe, Larraín y Pérez Varela.

Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Guillier y Harboe.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Ossandón.

- - -


Al ponerse en votación el artículo 16 del proyecto, la Sala acuerda  -por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes-, enviar el proyecto a la Comisión de Hacienda para que elabore un informe complementario respecto de las normas que fuere necesario perfeccionar.


Para ello, acuerda abrir un plazo para presentar indicaciones hasta el momento en que la citada Comisión inicie su sesión.


Intervienen, a este respecto, los Honorables Senadores señores Navarro, Coloma, Zaldívar, Harboe, Tuma, García-Huidobro, García y Larraín y el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores De Urresti, García-Huidobro y Tuma, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 16ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 13 DE MAYO DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Chahuán.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública; Secretario General de la Presidencia; Secretario General de Gobierno, y de Educación, señores Jorge Burgos, Jorge Insunza, Marcelo Díaz y Nicolás Eyzaguirre, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Prevención del Delito, señor Antonio Frey; la Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva, y la asesora de esta repartición, señora Valeria Lübbert.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 13ª y 14ª, ordinarias, de 5 y 6 de mayo de 2015, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensaje


De S. E. la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que establece una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile y crea la institucionalidad respectiva (Boletín Nº 9.899-05).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que aprobó el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos relativo al establecimiento de una oficina regional para América del Sur en Chile y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del Artículo VI de éste (Boletín N° 9.897-10) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.


Con el segundo, expone que dio su aprobación, en los mismos términos que lo hizo esta Corporación, al proyecto de ley que establece una disposición interpretativa del inciso primero del artículo 10 de la ley Nº 19.537, en materia de espacios que sean bienes nacionales de uso público y los de dominio comunitario en el régimen de copropiedad inmobiliaria (Boletín N° 9.845-14).


- Se manda comunicar el proyecto a S. E. la Presidenta de la República.


Con el último, comunica los nombres de los Honorables señoras y señores Diputados que, en representación de dicha Corporación, integrarán las Comisiones de Reja y Pórtico que recibirán, el día 21 de mayo, a Su Excelencia la Presidenta de la República, con ocasión de la sesión de Congreso Pleno en que se dará cuenta al país del estado político y administrativo de la Nación.


- Se toma conocimiento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia de dos resoluciones pronunciadas en el requerimiento de inconstitucionalidad del artículo 5° de la ley N° 18.900 que pone término a la existencia de la Caja Central de Ahorros y Préstamos y a la autorización de existencia de la Asociación Nacional de Ahorro y Préstamo. 


Expide, asimismo, copia de una resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 299,  N° 3, y 433 del Código de Justicia Militar.


- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del Excelentísimo señor Presidente de la Corte Suprema


Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, acerca del número total de causas en las que se ha ejercitado la acción de no discriminación arbitraria contemplada en la ley N° 20.609, desde la entrada en vigencia de ésta.

De la señora ex Ministra de Desarrollo Social


Adjunta comunicación del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región del Bío Bío, relativa al bono a locatarios afectados por un incendio en el año 2014 y a la recuperación del Mercado Central de Concepción; materias consultadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Responde solicitudes de antecedentes, enviadas en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de los siguientes asuntos: 


1.- Inscripción de la empresa española AZVI en el Registro de Contratistas y Consultores de esa Secretaría de Estado; obras ejecutadas; sanciones o multas que le han sido aplicadas y acciones legales ejercidas en su contra.


2.- Estado de la investigación que lleva adelante esa Secretaría de Estado en la Región de Los Ríos por la extracción de áridos, que se realiza desde el año 2012, en la ribera del Río San Pedro.


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Matta, relativa a la necesidad de asignar recursos para reponer y reparar las dos balsas que prestan servicio de conectividad a los habitantes, en el sector de Caliboro, comuna de San Javier, y El Peumo, en las comunas de Villa Alegre y San Javier.


Remite, en respuesta a petición formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, copia de la resolución N° 036 de la Dirección General de Obras Públicas que acepta propuesta pública para el mejoramiento de la Ruta O-390, Sector Cruce Ruta 148 (Florida) - Autopista Itata, tramo DM. 0,00 al DM. 15.240,00, Provincia de Concepción, Región del Bío Bío.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Responde solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de las razones por las que fue omitida la participación de representantes de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena en el informe final de la Comisión Presidencial Pro Movilidad Urbana.


Da respuesta a solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Matta, sobre la observancia de las disposiciones de seguridad en la construcción, así como en materias de tránsito y vialidad, por parte de las empresas que cubren servicios regulares de transporte público interurbano de pasajeros mediante buses de dos pisos.

Del señor Ministro de Energía


Atiende solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa al estudio nacional de cuencas que desarrolla esa Secretaría de Estado.

Del señor Secretario General de la Armada


Responde mediante oficio reservado solicitud de información, recabada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, sobre la nómina de médicos que integraron la dotación del Hospital Naval “Almirante Nef” durante el año 1974, así como la de los que cubrieron los turnos del Servicio de Urgencia de dicho establecimiento entre los días 20 y 25 de noviembre de ese año.

Del señor Director del Servicio de Salud Atacama


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca de la situación de salud que aqueja al señor Carlos Humberto Santibáñez Santibáñez, domiciliado en la comuna de Diego de Almagro.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales, en Haití (Boletín N° S 1.809-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y certificado de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Quedan para Tabla.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señoras Allende, Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República que instruya a las autoridades competentes sobre la urgente adopción de medidas para el otorgamiento de pensiones de gracia a menores afectados por enfermedades irrecuperables, subsidios al gasto de aquellos que son electro-dependientes, acceso de sus familias a viviendas adaptadas a niños con necesidades especiales, normalización de permisos laborales y, además, el establecimiento de una mesa de trabajo para atender los requerimientos específicos de todo niño o niña aquejado por enfermedades crónicas o terminales (Boletín N° S 1.810-12).


- En virtud del acuerdo de los Comités, queda para ser tratado en esta sesión.

Solicitudes de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Zaldívar, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 20 del mes en curso.


Del Honorable Senador señor Matta, para ausentarse del país a contar del día 21 del mes en curso.


Del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, para hacerlo a contar del día 1° del mes próximo.


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Mensaje


De S. E. la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto del proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (Boletín Nº 9.766-04).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Comunicación


Del Comité Partido Socialista, con la que informa la renuncia del Honorable Senador señor Montes como integrante de la Comisión de Ética y Transparencia de esta Corporación y propone para su reemplazo al Honorable Senador señor Alfonso De Urresti Longton. 


- Se aprueba el nombramiento, dejándose constancia de que se reúne el quórum requerido por el inciso tercero del artículo 230 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar pide recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta las cinco de la tarde de hoy, al proyecto de ley que crea la universidad estatal de la Región del Libertador General Bernardo O`Higgins y la universidad estatal de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo (Boletín N° 9.405-04)

La Sala accede, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

- - -

Asimismo, la Comisión de Trabajo y Previsión Social solicita a la Sala un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para reducir el peso de las cargas de manipulación manual por parte de los trabajadores (Boletín N° 8.511-13), hasta las 12:00 horas del día 18 de mayo próximo.


Se accede a lo solicitado, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Rossi pide recabar la anuencia de la Sala para que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología pueda discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que autoriza erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (Boletín Nº 7.523-24), y el proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria del ex ministro, abogado y defensor de los Derechos Humanos señor Jaime Castillo Velasco en la comuna de Santiago (Boletín Nº 9.099-24).

Acordado.

- - -


En el mismo sentido, la Honorable Senadora señora Goic, solicita obtener la venia de la Sala para que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, pueda discutir en general y en particular, con ocasión de su primer informe, el proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (Boletín Nº 9.151-21).


Así se acuerda.
- - -


En su momento, la Sala acuerda tratar en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del próximo martes 19 de mayo, el proyecto de ley que crea la universidad estatal de la Región del Libertador General Bernardo O`Higgins y la universidad estatal de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo (Boletín N° 9.405-04).
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Juramento o promesa de funcionarios del Senado


El señor Presidente expresa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento del Personal de la Corporación, corresponde que presten juramento o promesa los siguientes funcionarios: señoras Lidia Isabel Fuentes Méndez, Paola Riquelme Medina, María Alejandra Astorga Lizama, María Soledad Larenas Salas, Karina Andrea Arancibia Andaur, Carolina Andrea Quintanilla Fuentes, Beatriz Hermosilla Carrasco, Clara Elba Moya Ibaceta, Daniela Carolina Segovia Chamorro, Lorena Ossandón Salas y Daniela Alejandra Urbina Montaña y señores Alejandro Manuel Carballal Soto, Carlos Galleguillos Jorquera, Eduardo André Díaz Beltrán, Hernán Gerald Labarca Baeza, Eric Patricio Fernández Solís, Mario Salvador Silva Picon y Javier Emilio Tudezca, al siguiente tenor:


“¿Juráis o prometéis cumplir lealmente con vuestras funciones y guardar sigilo acerca de los asuntos secretos o reservados de que toméis conocimiento en razón de vuestro cargo?”.


Los funcionarios responden: “Sí, juro” o “Sí, prometo”.


Luego, el señor Presidente da por terminado este acto.

_________
TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República que instruya a las autoridades competentes sobre la urgente adopción de medidas para el otorgamiento de pensiones de gracia a menores afectados por enfermedades irrecuperables, subvenciones al gasto de aquellos que son electro-dependientes, acceso de sus familias a viviendas adaptadas a la habitabilidad de niños con necesidades especiales, normalización de permisos laborales y, además, el establecimiento de una mesa de trabajo para atender los requerimientos específicos de todo niño o niña aquejado por enfermedades crónicas o terminales


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.810-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva adoptar las siguientes medidas:


1. Instruir al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública para evaluar el otorgamiento de pensiones de gracia a menores afectados por enfermedades irrecuperables.


2. Requerir a las autoridades competentes que dispongan:


a) El establecimiento de una subvención que permita aliviar el gasto en energía eléctrica domiciliaria a las familias con niños electro-dependientes.


b) El acceso de sus familias a viviendas adaptadas a la habitabilidad de niños con necesidades especiales.


c) La normalización de los permisos laborales para madres cuyos hijos o hijas padezcan enfermedades crónicas o terminales.


3. Comprometer la creación de una mesa de trabajo multisectorial para atender los requerimientos específicos de todo niño o niña aquejado por enfermedades crónicas o terminales.”.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y solicita la venia de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Prevención del Delito, señor Antonio Frey. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.601-25 y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que el objetivo principal del proyecto es fortalecer el rol de las municipalidades en materia de seguridad pública, establecer un plan comunal de seguridad pública como instrumento de gestión comunal, y crear consejos comunales de seguridad pública, como órganos de carácter consultivo, de asesoría y de colaboración con el alcalde en la confección del plan comunal de seguridad pública.

Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió la iniciativa solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Cabe hacer presente que en los numerales 1), 2), 4), 5), 6), 7), 8), 9) y 10) del artículo 1° del proyecto, tienen rango orgánico constitucional.
- - -


El señor Presidente pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 37 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los numerales 1), 2), 4), 5), 6), 7), 8), 9) y 10) del artículo 1° del proyecto. 

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Espina y Harboe, señoras Van Rysselberghe, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Prokurica, Tuma, Montes, Guillier, Pérez Varela, De Urresti, Horvath, Chahuán, Moreira y Navarro.

- - -


Durante la votación, interviene -debidamente autorizado- el señor Subsecretario de Prevención del Delito.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 15 de junio de 2015, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y certificado de la  Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso de la Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva, y de la asesora de esta repartición, señora Valeria Lübbert. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.616-06 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 5 de junio de 2013, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y con certificado de la Comisión de Hacienda. 

Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 45 (que pasa a ser 35) y 52 (que pasa a ser 42) no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. 

Correspondería darlos por aprobados, pero son artículos de quórum orgánico constitucional. 

Añade que con el mismo quórum deben aprobarse en particular los artículos 60 (que pasa a ser 52) y tercero (que pasa a ser segundo) transitorio, que no fueron objeto de modificaciones en el segundo informe. 

Resalta que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización realizó diversas enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales aprobó por unanimidad. 

A su vez, la Comisión de Hacienda efectuó diversas enmiendas al texto despachado por la Comisión que la antecedió, todas las cuales aprobó por unanimidad. Estas enmiendas unánimes recaen en los artículos 15, 47, 48, 49 y 53, que fueron modificados previamente en forma unánime por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en distintos términos. 

Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas. Las enmiendas unánimes también inciden en normas de rango orgánico constitucional.

Por otra parte, la Comisión de Hacienda aprobó el artículo 20 -incorporado por unanimidad en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización- sólo por mayoría de votos, por cuanto se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.

Hace presente que el Senador señor Coloma ha solicitado, además, votación separada de los artículos 8°, 20 y 43.

Y por otra parte, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín ha solicitado la unanimidad de la Sala para considerar dos indicaciones: una recaída en el artículo 1°, inciso primero; y otra recaída en el artículo 6° del proyecto.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:
Artículo 1º


- Sustituir en su inciso primero su palabra final “interés” por “intereses”.


- Reemplazar sus incisos segundo y tercero, por los siguientes:


“El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.


Existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.”.

Artículo 2°


- Sustituir su inciso primero, por el que sigue:


“Artículo 2°.- Todo aquel que desempeñe funciones públicas, cualquiera sea la calidad jurídica en que lo haga, deberá ejercerlas en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con estricto apego al principio de probidad.”.


- Suprimir su inciso segundo.


- Reemplazar su inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo,  por el siguiente:


“La inobservancia del principio de probidad acarreará las responsabilidades y sanciones que determine la Constitución o las leyes, según corresponda.”.

Artículo 3°


Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 3°.- Para el debido cumplimiento del principio de probidad, esta ley determina las autoridades y funcionarios que deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que señala.


Así también, esta ley determina los casos y condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de ciertos bienes y establece situaciones calificadas en que deberán proceder a la enajenación de determinados bienes que supongan conflicto de intereses en el ejercicio de su función pública.”.

TITULO II


Reemplazar las denominaciones “Párrafo 1°” por “CAPÍTULO 1°” y su epígrafe “Del contenido de la declaración de intereses y patrimonio” por “De los sujetos obligados y del contenido de la declaración de intereses y patrimonio”.

Artículo 4°


Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 4°.- Además de los sujetos señalados en el Capítulo 3°, se encontrarán obligados a realizar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos que indica la presente ley, las siguientes personas:


1) El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los ministros consejeros y los cónsules.


2) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos y los consejeros del Consejo Nacional de Televisión.


3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por ley, tales como los creados por la ley N° 19.940, por la ley N° 20.378, y por la ley N° 20.410.


4) Los alcaldes, concejales y consejeros regionales.


5) El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República.


6) Los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


7) Los defensores locales de la Defensoría Penal Pública.


8) Los directores o las personas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas; y los directores y gerentes de las  empresas públicas creadas por ley y de las sociedades en que el Estado tenga participación accionaria, aun cuando la ley señale que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a la regulación de otras leyes, tales como Televisión Nacional de Chile, la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o Banco Estado.


9) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración.


10) Los funcionarios que cumplan funciones de fiscalización y perciban por ello la respectiva asignación, cualquiera sea su grado.


11) Las autoridades y funcionarios directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico o su equivalente.


12) Las personas contratadas a honorarios que presten servicios en la Administración del Estado, cuando perciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan.


13) Los rectores y miembros de las juntas directivas de las Universidades del Estado.


14) Los miembros de las directivas nacionales de los partidos políticos.”.

Artículo 5°


- Suprimir, en su inciso primero, la expresión “será pública y”, reemplazar la expresión “contados desde” por “de, y agregar, como oración final, la siguiente: “Además, el declarante deberá actualizarla anualmente, durante el mes de marzo, y dentro de los treinta días posteriores a concluir sus funciones.”.


- Eliminar sus incisos segundo, tercero, cuarto y quinto.


- Incorporar como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“La declaración será pública, sin perjuicio de la debida protección de los datos personales conforme a la ley N° 19.628, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración jurada.”.

Artículo 6°


Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 6°.-  La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberá efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799.


Sólo en caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico la declaración podrá efectuarse en papel, debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.


Respecto de las autoridades superiores de los órganos del Estado y de los sujetos que se desempeñen como jefes de servicio, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, con resguardo de los datos personales, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones.”.

Artículo 7°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener  la fecha y lugar en que se presenta y la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante, que se señalan a continuación:


a. Actividades profesionales, laborales, económicas,  gremiales o de beneficencia, sean  o no remuneradas, que realice o en que participe el declarante.


b. Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero. Respecto de los ubicados en Chile deberán indicarse las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad.  Asimismo, se deberán incluir aquellos inmuebles sobre los cuales ejerza otros derechos reales distintos de la propiedad.


c. Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante, directamente o a través de las comunidades, sociedades y entidades señaladas en la letra e. de este artículo.


d. Bienes muebles registrables, tales como vehículos motorizados, naves y aeronaves, indicando su inscripción, si correspondiere.


e. Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga el declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile o en el extranjero.


Cuando los derechos o acciones de que sea titular el declarante le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los, bienes inmuebles, concesiones y valores, a que se refieren las letras b., c. y f. de este artículo, y los derechos y acciones de que trata esta letra, que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente.


f. Valores, distintos de aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.


g. Contratos de mandato especial de administración de cartera de valores.


h. La enunciación del pasivo, siempre que en su conjunto ascienda a un monto superior a cien unidades tributarias mensuales.


La declaración deberá incluir asimismo el nombre completo del declarante y de su cónyuge o conviviente civil.


Tratándose de las autoridades superiores de los Órganos del Estado y quienes se desempeñen como jefes de servicio, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguineidad en toda la línea recta y hasta el segundo grado en la línea colateral, y el segundo grado de afinidad.


Adicionalmente, los sujetos obligados a efectuar declaración de intereses y patrimonio podrán declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a la que se detalla en este artículo.


Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará la forma y los datos necesarios para la debida singularización y valorización de los bienes, obligaciones e intereses señalados en este artículo, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este título. Asimismo, dicho reglamento regulará la forma cómo la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía.”.

Artículo 8°


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 8º.- La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes del cónyuge o conviviente civil del declarante, sin importar el régimen matrimonial o de bienes por el que hubieren optado. También comprenderá las actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia, que aquél realice o en que participe actualmente, sean o no remuneradas.


Con todo, el declarante casado bajo el régimen de separación total de bienes o de participación en los gananciales, o que esté sujeto a un acuerdo de unión civil bajo el régimen de separación de bienes, y cuyo cónyuge o conviviente civil se haya negado a proporcionarle información relativa a sus bienes e intereses para estos efectos, deberá dejar expresa constancia de esta circunstancia en la respectiva declaración de intereses y patrimonio, quedando exento de responsabilidad por la obligación que impone este artículo.


La misma constancia señalada en el inciso anterior deberán hacer el declarante sujeto a un acuerdo de unión civil respecto de los bienes de su conviviente civil que no ingresen a la comunidad de bienes y el declarante casado bajo el régimen de sociedad conyugal respecto a los bienes que su cónyuge mujer administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil cuando ésta se haya negado a proporcionarle la información correspondiente a ellos.


La declaración de intereses y patrimonio también comprenderá los bienes de los hijos sujetos a la patria potestad del declarante y los de las personas que éste tenga bajo tutela o curatela.”.

Párrafo 2°


Reemplazar las denominaciones “Párrafo 2°” por “CAPÍTULO 2°” y su epígrafe “De las responsabilidades y sanciones asociadas a las infracciones relativas a las declaraciones de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado” por “De las responsabilidades y sanciones por infracciones al deber de efectuar la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado”.

Artículo 9°

Inciso primero


- Intercalar una coma (,) entre la palabra “servicio” y la voz “o”, y sustituir las expresiones “y los intendentes tendrán la obligación de verificar que todos los funcionarios y autoridades” por la que sigue: “, tendrá el deber de verificar que todos los sujetos obligados bajo su dependencia”;


- Incorporar entre su voz final “patrimonio” y su punto aparte (.) la expresión “y sus respectivas actualizaciones”.

Inciso segundo


- Sustituirlo por el siguiente: “


“Asimismo, deberá remitir a la Contraloría General de la República, en la forma que disponga el reglamento, las declaraciones de patrimonio e intereses efectuadas por declarantes de su servicio e informarle de las infracciones a la obligación de realizar dichas declaraciones, dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquéllas.”.

Artículo 10


Remplazarlo, por el que sigue:


“Artículo 10.- La Contraloría General de la República fiscalizará la oportunidad, integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio respecto de los sujetos señalados en el Capítulo 1° de este Título.


Para lo anterior, la Contraloría podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, a los Conservadores de Bienes Raíces, al Servicio de Registro Civil e Identificación, y a cualquier otro órgano o servicio, de conformidad a los artículos 9 y 151 del decreto N° 2421 de 1964, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido de la ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, ley N° 10.336.”.

Artículo 11


Suprimirlo.

Artículo 12


Ha pasado a ser artículo 11.


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 11.- Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no la realiza dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, la Contraloría General de la República deberá apercibir al infractor para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si tras el apercibimiento se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Contraloría dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia, mediante resolución fundada, propondrá al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la sanción.


Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.


El cese en funciones del sujeto obligado no extingue  la responsabilidad a que haya lugar por infracción a las obligaciones de este título, la que podrá hacerse efectiva dentro de los cuatro años siguientes al incumplimiento.


Lo dispuesto en este artículo no obsta la eventual responsabilidad penal que correspondiere conforme al artículo 210 del Código Penal.”.

Artículo 13


Ha pasado a ser artículo 12.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 12.- La responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones que establece este título se hará efectiva, según corresponda, por quien, en conformidad a la Constitución o la ley, tenga la potestad disciplinaria o la facultad para remover al infractor.


Tratándose de los jefes de servicio, consejeros regionales, alcaldes y concejales que infrinjan las obligaciones establecidas en este título, las sanciones que procedan a su respecto serán aplicadas por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley y a sus respectivos estatutos.


La sanción que se aplique se notificará, según corresponda, al consejero, alcalde o concejal y al secretario ejecutivo o secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del consejo regional o concejo municipal, según corresponda, en la sesión más próxima.


Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.”.

Artículo 14


Ha pasado a ser artículo 13.


- En su inciso primero, reemplazar la referencia a “los artículos 10, 11 y 13” por otra  a “el artículo 11”, y suprimir sus palabras finales “que las aplique”.


- En su inciso segundo, reemplazar la expresión “días siguientes” por “días hábiles siguientes”, y agregar después del punto aparte (.), que pasa ser punto seguido, la siguiente oración final: “Respecto de la resolución que falle este asunto, no procederán recursos ulteriores.”.


- Incorporar como inciso tercero, nuevo, el que sigue


“La interposición de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.”.

Párrafo 3°


Reemplazar las denominaciones “Párrafo 3°” por “CAPÍTULO 3°”.

Artículo 15


Ha pasado a ser artículo 14.


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 14.- Los diputados y senadores; los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional; los abogados secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria, deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6º, 7° y 8° de esta ley.  De forma supletoria se aplicarán las reglas de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.”.

Artículo 16


Ha pasado a ser artículo 15.


Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 15.- De las infracciones a este título cometidas por diputados y senadores corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.


Si el parlamentario obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su dieta. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el parlamentario afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Comisión deberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.


Respecto de los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional; los secretarios de comisiones y quienes  integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y el Comité de Auditoría Parlamentaria, se aplicará lo dispuesto en los artículos 10, 11, 12 y 13 de esta ley.”.

Artículo 17


Ha pasado a ser artículo 16.


Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 16.- Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales, y el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, respectivamente, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6, 7° y 8° de esta ley.


Si el sujeto obligado no la realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo, desde la notificación de la resolución que impone la sanción Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.”.

Artículo 18


Ha pasado a ser artículo 17.


Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 17.- El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.


Si los fiscales regionales o los fiscales adjuntos no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúan de manera incompleta o inexacta, serán apercibidos para que la realicen o rectifiquen  dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente, fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.


En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.

Artículo 19


Suprimirlo.

Artículo 20


Ha pasado a ser artículo 18.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 18.- Los jueces titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública,  los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales, y los ministros de fe cada uno de estos tribunales, deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.


Si el declarante no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique  dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el pleno de la Corte Suprema o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone sanción.


En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.

Artículo 21


Ha pasado a ser artículo 19, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 19.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional, los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones y los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6, 7° y 8° de esta ley.


Si el declarante no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal respectivo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el tribunal respectivo o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El tribunal deberá dictar la resolución final  dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone sanción.


En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.

Artículo 22


- Suprimirlo.


- Incorporar como artículo 20, nuevo, el siguiente:


“Artículo 20.- Los miembros del Consejo del Banco Central deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.


Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si, el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.


En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la ley N° 18.840,  Orgánica Constitucional del Banco Central.”.

Artículo 23


Suprimirlo.

Artículo 24


Eliminarlo.

Artículo 25


Suprimirlo.

Artículo 26


Eliminarlo.

TÍTULO III


Reemplazar su epígrafe “Del mandato de administración y la enajenación forzosa” por el que sigue: “Del mandato especial de administración de cartera de valores y la enajenación forzosa”.

Artículo 27


Ha pasado a ser artículo 21, sustituido por el que sigue:


“Artículo 21.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un mandato especial de administración de cartera de valores, en adelante el “mandato” y de enajenar ciertos bienes, en los casos y en la forma que establece esta ley.


Los candidatos a Presidente de la República, Diputados o Senadores, Consejeros Regionales y Alcaldes podrán de forma voluntaria someterse a este título al momento de inscribir la correspondiente candidatura en el Servicio Electoral.”.

CAPÍTULO 2°


Reemplazar su epígrafe, por el siguiente:


“Del mandato especial de administración de cartera de valores”

Párrafo 1°


Sustituir el epígrafe “Definición y modalidades” por “Definición y características”.

Artículo 28


Ha pasado a ser artículo 22.


- Reemplazar sus incisos primero y segundos por los siguientes:


“Artículo 22.- El mandato a que se refiere este Título es un contrato solemne en virtud del cual una autoridad, en la forma y en los casos señalados en esta ley, encarga a una o más personas autorizadas la liquidación de valores que integren su patrimonio, la inversión del producto de la liquidación en un portafolio de activos y la administración de éstos. La o las personas autorizadas se hacen cargo separadamente de los valores, a nombre propio y a riesgo de la autoridad.


La autoridad que confiere el encargo se denomina mandante, y quien lo acepta, mandatario.”.


- Incorporar como inciso tercero e inciso cuarto, nuevos, respectivamente, los que siguen:


“En todo lo no previsto en el presente Título, el mandato especial se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil, contenidas en el Título XXIX del Libro III del Código Civil.


La constitución de este mandato especial no constituye enajenación de los bienes objeto del mismo para efectos tributarios.”.

Artículo 29


Ha pasado a ser artículo 23.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 23.- En virtud del mandato a que se refiere este Título, la autoridad obligada a constituirlo encargará al mandatario la presentación y ejecución de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 24. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio como para evitar que las actividades de la autoridad obligada puedan incidir directamente en estos. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 29, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan al mandatario invertir el producto de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar.”.

Párrafo 2°


Reemplazar su epígrafe “Objeto del mandato” por “Objeto y constitución del mandato”.

Artículos 30 y 31


Han pasado a ser artículo 24.


Reemplazarlos por el siguiente:


“Artículo 24. El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, el Contralor General de la República, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales y los alcaldes, que sean titulares de acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile, que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, y cuyo valor total supere las veinticinco mil unidades de fomento, deberán optar por una de las siguientes alternativas respecto de tales acciones y valores:


a) Constituir un mandato especial conforme a lo que establece este título, o


b) Vender las acciones y valores a que se refiere este Capítulo, al menos, en lo que exceda a dicho monto.


El producto de la enajenación efectuada conforme a la letra b) del inciso anterior no podrá destinarse a la adquisición de los valores a que se refiere dicho inciso.


Se deberá optar por una de las alternativas establecidas en este artículo dentro de los noventa días corridos posteriores a la asunción del cargo y, en su caso,  dentro del mismo plazo contado desde la actualización de la respectiva declaración de intereses y patrimonio.”.

Párrafo 3°


Suprimir el epígrafe “Párrafo 3°” y su denominación “Normas comunes a ambos tipos de mandato”.

Artículo 32 y 33


Han pasado a ser artículo 25.


Sustituirlos por el que sigue:


“Artículo 25.- El mandato especial se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este Capítulo.


Dicha escritura deberá contener, al menos, las siguientes menciones:


1) Individualización del mandante y del mandatario. Respecto del mandatario deberá identificarse a su representante legal y a los dueños o accionistas controladores, en su caso.


2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.


3) Las instrucciones generales de administración, referidas al plan de liquidación y al riesgo y diversificación de las inversiones.  Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en algún rubro o  empresa en particular.


Dentro de los cinco días hábiles siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, deberá entregarse copia de la escritura pública a la Cámara de Diputados, para su registro. En el caso de los diputados y senadores, además de remitir copia de la escritura a la Superintendencia que corresponda, deberá enviarse copia a la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria.


Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada a que se refiere el artículo 30 de esta ley, deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. También deberá publicarse en el mismo sitio, las modificaciones a los instrumentos referidos.


Durante la vigencia del mandato, el mandante sólo podrá rectificarlo por errores de hecho. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República; en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados; y, en el caso de los diputados y senadores a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, dentro de los treinta días siguientes a aquél en que se efectuó la modificación, con las mismas solemnidades señaladas en este Capítulo.”.


Ha consignado como artículos 26 y 27 los artículos 38 y 39, respectivamente, con las siguientes modificaciones:

En el artículo 38:


- En su letra b), sustituir la coma (,) que sigue a la mención “Chile” por un punto final (.), y suprimir la frase que se inicia con las palabras “con exclusión” y concluye con la expresión “matrices.”.


- Sustituir su letra c) por la que sigue


“c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero.  Dichas entidades deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros.”.

En el artículo 39:


- En la segunda oración de su inciso primero, reemplazar sus palabras iniciales  “Los registros” por “Dichos Registros”.


- En su inciso segundo, suprimir la expresión “en el respectivo registro,”, e intercalar entre la palabra “ley” y el punto final (.) que le sigue la frase “y el contenido del plan de liquidación a que alude el artículo 23”.


- Suprimir su inciso tercero.

Artículo 34


Ha pasado a ser artículo 28.


Reemplazar sus palabras iniciales “Las autoridades obligadas a otorgar” por “Las autoridades que otorguen”.

Párrafo 4°


Suprimir el epígrafe “Párrafo 4°”, su denominación “Modificaciones al mandato”, y sus artículos 35 y 36.

Párrafo 5°

Obligaciones y prohibiciones del mandante


Sustituir el epígrafe “Párrafo 5°” por el de “CAPÍTULO 3°”.

Artículo 37


Ha pasado a ser artículo 29.


Sustituir la expresión “destinada a” por “con el objeto de”.

Párrafo 6°

Obligaciones y Prohibiciones del mandatario


Suprimir el epígrafe y su denominación.

Artículos 38 y 39


Los ha consignado como artículos 26 y 27, respectivamente, en los términos antes indicados.

Artículo 40


Ha pasado a ser artículo 30, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 30.- La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual dicha autoridad, su cónyuge, conviviente civil o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad tengan o hayan tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación.


Tampoco podrá designarse como mandatarios a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco con la autoridad, su cónyuge, conviviente civil, o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.


En el acto de constitución del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán efectuar una declaración jurada señalado no estar afectos a las relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato, señaladas en los incisos anteriores. En caso de pérdida sobreviniente de esta calidad de independiente, el mandante deberá comunicarlo a la Superintendencia respectiva.”.


- Intercalar, a continuación del artículo 30, el siguiente epígrafe:

“CAPÍTULO 4°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario”.

Artículo 41


Ha pasado a ser artículo 31, con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar la expresión “la ocurrencia del hecho” por “que tome conocimiento del hecho.”


- Sustituir las palabras finales de su inciso primero “una vez que haya sido autorizado expresamente por la respectiva Superintendencia” por “una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado al respecto”.


- Suprimir su inciso segundo.

Artículo 42


Ha pasado a ser artículo 32.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 32.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante expresamente en la escritura de constitución del mandato. Los terceros que se designen para la gestión de negocios específicos estarán sujetos a las mismas prohibiciones, obligaciones y sanciones que se establecen para el mandatario.”.

Artículo 43


Ha pasado a ser artículo 33.


Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 33.- Se prohíbe al mandatario divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a conocer el estado de las inversiones de este último.”.

Artículo 44


Ha pasado a ser artículo 34.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 34.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al Servicio de Impuestos Internos una declaración jurada con la información necesaria para determinar la procedencia de los impuestos que correspondan por las rentas que administre conforme a los artículos 22 y 23 de este título, especialmente aquella información que permita determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974. El mandatario deberá oportunamente enviar copia de dicha declaración jurada al mandante para que éste efectúe su declaración de impuestos.


Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no vulnere lo establecido en los artículos 31 y 33.


El mandatario será responsable por la información inexacta, inoportuna o incompleta que entregue al Servicio de Impuestos Internos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero de este artículo. Asimismo, el mandante se encontrará exento de responsabilidad por las actuaciones del mandatario en esta materia.


Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 38, recibirán el tratamiento tributario que corresponda según la Ley Sobre Impuesto a la Renta.”.

Artículo 45


Ha pasado a ser artículo 35, sin modificaciones.

Artículo 46


Ha pasado a ser artículo 36.


Reemplazar, en su inciso primero, la expresión “memoria escrita razonada” por “cuenta escrita fundada”, y en su inciso segundo sustituir la palabra “memoria” por “cuenta”.

Artículo 47


Ha pasado a ser artículo 37.


- En su inciso primero, reemplazar la expresión inicial “Queda estrictamente prohibido” por “Se prohíbe”, y la expresión final “según los criterios determinados en el artículo 40” por “determinados en el artículo 30”, respectivamente.


- En su inciso segundo sustituir la expresión “que le rinda cuenta” por “otra cuenta que la señalada en el artículo anterior”.


- Suprimir su inciso tercero.


- En su inciso final, suprimir las palabras “y modificación a las instrucciones del mandato”.

Artículo 48


Ha pasado a ser artículo 38, sin modificaciones.

Artículo 49


Ha pasado a ser artículo 39.


Reemplazar las palabras “y de conformidad” por “y siempre de conformidad”.

Párrafo 7°


Sustituir el epígrafe “Párrafo 7°” por “CAPÍTULO 5°”.

Artículo 50


Ha pasado a ser artículo 40.


Reemplazar por el siguiente:


“Artículo 40.- El mandato especial termina por las siguientes causales:


1) Por la cesación en el ejercicio del cargo del mandante;


2) Por la revocación expresa del mandante;


3) Por la renuncia del mandatario;


4) Por la muerte del mandante o la disolución de la persona jurídica que ejerce la función de mandatario;


5) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandante;


6) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandatario;


7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 31;


8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 33, 32 ó 37, y


9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 27.”.

Artículo 51


Ha pasado a ser artículo 41, con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 41.- Terminado el mandato especial por las causales señaladas en el artículo anterior el mandatario, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante el patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, en el plazo de diez días hábiles desde su término.”.


- Suprimir su inciso segundo.


- En su inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, sustituir la expresión “disolución del mandatario” por “disolución de la persona jurídica que ejerce las funciones de mandatario”.


- Reemplazar su inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso tercero, por el siguiente:


“En los casos de declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el liquidador en un procedimiento concursal hasta la designación del nuevo mandatario.”.

Artículo 52


Ha pasado a ser artículo 42, sin enmiendas.

CAPÍTULO 3°

De las enajenaciones a que obliga esta ley


Reemplazar el epígrafe “CAPÍTULO 3°” por “CAPITULO 6°”.

Artículo 53


Ha pasado a ser artículo 43.


Reemplazar por el que sigue:


“Artículo 43.- Las autoridades que se señalan en este artículo deberán enajenar, o renunciar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad sobre los bienes que se indican a continuación:


1. El Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción.


2. Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización.


3. Los alcaldes, respecto de su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad o exploten, a cualquier título, concesiones municipales dentro de su comuna.


Sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución o en leyes especiales, la enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad dentro del plazo de ciento veinte días corridos contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días corridos siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes sujetos  a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.


La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.


La renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición no se considerará intempestiva para efectos de los artículos 2110 y siguientes del Código Civil.”.

CAPÍTULO 4°


Reemplazar su denominación “CAPÍTULO 4°” por “CAPÍTULO 7°”.

Artículo 54


Ha pasado a ser artículo 44.


- Sustituir por el que sigue:


“Artículo 44.- Corresponderá velar por el cumplimiento de las disposiciones de este título:


1) A la Contraloría General de la República respecto de las autoridades de la Administración del Estado obligadas.


2) A la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, respecto de las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios.


3) A las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria de la cámara que correspondan, respecto de los senadores y diputados.


4) A la Cámara de Diputados respecto del Contralor General de la República.”.

Artículo 55


Ha pasado a ser artículo 45.


Reemplazar por el siguiente:


“Artículo 45.- Las sanciones establecidas para las autoridades de la Administración del Estado señaladas en este Título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 de esta ley.


En ejercicio de su rol fiscalizador, la Contraloría podrá requerir información a las autoridades obligadas por este Título y a quienes ejerzan como mandatarios conforme a este título.


En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.”.

Artículo 56


Ha pasado a ser artículo 46.


Sustituir sus incisos primero y segundo por los siguientes incisos primero, segundo y tercero, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:


“Artículo 46.-  Transcurrido el plazo señalado en el artículo 43 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación, o transcurridos los plazos señalados en el artículo 24 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será apercibida por la Contraloría General de la República para que dé cumplimiento a dicha obligación. A partir de la notificación, la autoridad contará con un plazo de diez días hábiles para subsanar su situación. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. Expirado este plazo, la autoridad infractora será sancionada con multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.


La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será considerada, además, como una falta al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan.


Tratándose del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar del incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.”.

Artículo 57


Consignarlo como artículo 49, en la forma que se indica en su oportunidad.

Artículo 58


Ha pasado a ser artículo 47.


- En su inciso primero, sustituir la expresión “esta ley” por “este Título”.


- Remplazar sus incisos cuarto, quinto y sexto por el que sigue:


“En caso de reincidencia, se aplicará la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario, respecto de los contratos regidos por esta ley.”.


- Incorporar como artículo 48, nuevo, el que sigue:


“Artículo 48.- Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, para el eficaz ejercicio de las funciones podrán requerir información al mandatario designado.


En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.”.


- Consignar como artículo 49 el artículo 57, con la siguiente redacción:


“Artículo 49.- La vulneración por el mandante de las obligaciones contenidas en los artículos 29 y 30, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de cincuenta a mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción. La infracción referida será considerada como una falta al principio de probidad administrativa.


Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 31, 33, 36 y 37 será sancionada con multa a beneficio fiscal, de cincuenta a dos mil unidades tributarias mensuales y cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.”.

Artículo 59


Ha pasado a ser artículo 50.


- En su inciso primero, reemplazar la palabra “Capítulo” por “Título”, y la expresión “de Santiago” por “del domicilio del reclamante”.


- En su inciso segundo, sustituir “diez días” por “diez días hábiles”.


- En su inciso cuarto, agregar después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por el decreto ley N° 3538, de 1980, que Crea la Superintendencia de Valores y Seguros, el procedimiento se regirá por lo dispuesto en el artículo 30 de dicho cuerpo legal.”.


- Agregar como artículo 51, nuevo, el que sigue:


“Artículo 51.- Las responsabilidades de las autoridades y funcionarios establecidas en este Título se podrán hacer efectivas en el término de cuatro años desde la fecha de la infracción respectiva y no se extinguirán por el cese de funciones.”.

Artículo 60


Ha pasado a ser artículo 52, sin enmiendas.

Artículo 61


Ha pasado a ser artículo 53.


- Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 53.- Introdúcese la siguiente modificación en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840:


- Sustitúyese la oración final del inciso final de su artículo 14 por la siguiente:


“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar su estado de situación patrimonial; las actividades profesionales y económicas en que participen, y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. Esta declaración jurada deberá efectuarse de conformidad a lo dispuesto en la Ley Sobre Probidad en la Función Pública y prevención de los conflictos de interés.”.”.


- Agregar como artículo 54, nuevo, el siguiente:


“Artículo 54.- Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 35 del Código Tributario la expresión “y de los fiscales del Ministerio Público, en su caso”, por “, de los fiscales del Ministerio Público y de la Contraloría General de la República, en su caso”.”.

Artículo 62


Ha pasado a ser artículo 55.


- En su numeral 1), agregar después de su punto final (.), que pasa a ser coma (,), lo que sigue: “cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.


- Agregar los siguientes artículos 56, 57 y 58, nuevos:


“Artículo 56.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.405 del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por el siguiente:


“Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.


Artículo 57.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 43 de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública, por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.


Artículo 58.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 15 de la ley N° 20.600 que Crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:


“Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, estos trabajadores estarán sujetos a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley Nº 20.285, a las establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y al Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal del término del contrato de trabajo.”.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero


- Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo primero.- El Presidente de la República dictará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma.


Sin perjuicio de lo anterior, los órganos señalados en el Capítulo 3º del Título II de esta ley podrán determinar las otras normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.


Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de los sujetos que se individualizan en el Capítulo 1º del Título II y cinco meses después de la referida publicación, respecto de los sujetos individualizados en los Capítulo 3º del Título II de esta ley.”.

Artículo segundo


Suprimirlo.

Artículo tercero


Ha pasado a ser artículo segundo, sin enmiendas.

- - -


Por su parte, la Comisión de Hacienda propone las siguientes enmiendas al proyecto aprobado en su segundo informe por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización:

Epígrafe


Sustituir la preposición “DE” por “SOBRE” la primera vez que aparece, y eliminar la misma preposición la segunda vez que se consigna. Asimismo, reemplazar la palabra “INTERÉS” por “INTERESES”. 

Artículo 15

Inciso final


Suprimirlo. 

Artículo 47

Inciso primero


Reemplazar la segunda oración por la siguiente:


“La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores o gerentes.”. 

Inciso final


Sustituir la frase “En caso de reincidencia, se aplicará”, por “En caso de reincidencia, y atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar”. 

Artículo 48

Inciso primero


Reemplazar el artículo “las” que antecede a la palabra “funciones”, por el término “sus”. 

Artículo 49

Inciso segundo


Sustituir la frase “cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario”, por “, atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar la suspensión por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario”. 

Artículo 53


- Reemplazar los encabezamientos por el que sigue:


“Artículo 53.- Sustitúyese el inciso final del artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840, por el siguiente:”. 


- En la segunda oración del inciso final que se sustituye en el artículo 14, reemplazar el nombre “Ley Sobre Probidad en la Función Pública y prevención de los conflictos de interés”, por “Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de los conflictos de intereses”.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto, y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Espina.


Luego, se ponen en votación las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, que son aprobadas por 28 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 45 -que pasa a ser 35-, y 52 -que pasa a ser 42- del proyecto.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Girardi.

- - -


Con la misma votación anterior, se aprueban en particular los artículos 60 -que pasa a ser 52-, y el tercero, -que pasa a ser segundo- transitorio, dejando constancia de que se ha alcanzado el quórum requerido.
- - -

Enseguida, la Sala accede por unanimidad a considerar una indicación de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, para agregar en el inciso primero del artículo 1° del proyecto, a continuación de la palabra “prevención” la expresión “y la sanción”.

La indicación se aprueba con igual votación a la antes consignada.

- - -


La misma señora Senadora pide obtener idéntica unanimidad para presentar otra indicación que agrega un inciso final al artículo 6° del proyecto.


Al respecto, intervienen los Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar y señora Pérez San Martín.


No hay unanimidad para considerar la indicación.

- - -


El señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para prorrogar el Orden del Día, dejando sin efecto la Hora de Incidentes.


Así se acuerda.

- - -


Enseguida, se pone en discusión el artículo 8° del proyecto y se ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Harboe, Espina, Zaldívar, Allamand, Larraín, Rossi, Lagos, Navarro y Walker (don Ignacio).

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión, quedando pendiente la discusión de este asunto.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Von Baer y señores De Urresti, Espina, García, Matta, Montes, Navarro, Pérez Varela y Prokurica, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.496 SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES

(9.369-03)


Oficio Nº 11.905


VALPARAÍSO, 19 de mayo de 2015

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N°19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, correspondiente al boletín N°9369-03, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores:

1) Reemplázase en la letra d) del artículo 2°, la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante los tribunales correspondientes” por la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante el Servicio o los tribunales correspondientes”.

2) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el encabezado, la frase “solo podrán ejercer las siguientes funciones” por “podrán realizar las siguientes actividades”.

b) Reemplázase en el literal d), la expresión “,y” por “;”.

c) Agrégase al literal e) a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto aparte, el párrafo siguiente:
“El ejercicio de esta actividad incluye la representación individual de los consumidores en las causas que ante los tribunales de justicia se inicien para la determinación de la indemnización de perjuicios;”.

d) Reemplázase en el literal f) el punto final por un punto y coma.

e) Agrégase el literal g) siguiente:

“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y contratos al financiamiento de sus actividades propias;”.

f) Agréganse los siguientes literales h) e i):
“h) Realizar cualquier otra actividad destinada a proteger, informar y educar a los consumidores, e
i) Realizar, a solicitud de un consumidor, mediaciones individuales.”.
3) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la letra a) por la siguiente:

“a) Repartir excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores, directores, socios, personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, o trabajadores, sin perjuicio de las gratificaciones legales que le correspondan. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos;”.

b) Intercálase la siguiente letra e), nueva, pasando la actual letra e) a ser letra f):
“e) Constituirse u operar con la principal finalidad de redistribuir sus fondos a sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de la ley N°18.045.”.

4) Modifícase el artículo 11 bis en el siguiente sentido:

a) Elimínase en el inciso primero la frase: “, con exclusión de las actividades a que se refieren las letras d) y e) del artículo 8°”.

b) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:

“Las bases de los concursos que se lleven a efecto para asignar dichos fondos especificarán los medios de verificación del cumplimiento de las normas de este Párrafo 2°.
Un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo establecerá los plazos, condiciones y modalidades conforme a las cuales se destinarán recursos del Fondo a aquellas Asociaciones de Consumidores que ejerzan las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 8° de la ley.”.

5) Reemplázase en el artículo 16 inciso final, la frase “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que tiene el consumidor de recurrir siempre ante el tribunal competente” por “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que tiene el consumidor de recurrir siempre ante el Servicio o el tribunal competente”.

6) Reemplázase en el artículo 17 K, la parte final, a continuación de la frase “para la ejecución de estas normas,” y hasta el punto aparte, por lo siguiente: “será sancionado con una multa de hasta mil quinientas unidades tributarias mensuales.”.

7) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 23, la frase “cien a trescientas” por “100 a 3.000”.

8) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:

a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “50” por “300”.

b) En el inciso segundo, reemplázanse los guarismos “750” y “1.000” por “1.500” y “3.000”, respectivamente.

c) En el inciso tercero, reemplázanse los vocablos “El juez” por la frase “El Servicio o el juez”.

d) Reemplázase el inciso final por los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto:
“Para la aplicación de las multas señaladas en esta ley, así como de las medidas que se adopten para prevenir y,o corregir la infracción cometida, el Servicio o el tribunal deberán considerar especialmente la cuantía de lo disputado, los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad del daño causado, la cantidad de infracciones cometidas por parte del proveedor, el riesgo a que quedó expuesta la víctima o la comunidad, la calidad de reincidente del infractor, su situación económica, su pertenencia a alguna de las categorías a las que se refiere el inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N°20.416 y la colaboración que haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante la fiscalización o investigación o durante el procedimiento judicial. Asimismo, se podrá excepcionalmente autorizar el pago parcializado de la multa, hasta en seis cuotas, cuando el infractor acredite por medios fehacientes la imposibilidad económica para proveer a dicho pago de una sola vez.

Adicionalmente, tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará las multas de acuerdo al número de consumidores afectados, pudiendo aplicar una multa por cada uno de ellos, tomando en consideración la naturaleza de la infracción. Las multas que se impusieren podrán alcanzar como máximo el 30% de las ventas obtenidas por el infractor durante el período en que la infracción se haya prolongado o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.

Para efectos de lo dispuesto en este artículo respecto de las facultades sancionatorias del Servicio, este deberá dictar normas de orden interno que señalen lineamientos relativos a la manera en la que se ponderará cada uno de los criterios considerados para la aplicación de las multas.”.
9) Modifícase el artículo 25 del siguiente modo:

a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “150” por “750”.

b) En el inciso segundo, reemplázase el guarismo “300” por “1.500”.

c) Agréganse, a continuación del inciso segundo, los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto:

“En los casos señalados en el inciso anterior y, sin perjuicio del ejercicio del derecho establecido en el artículo 3°, inciso primero, letra e), de esta ley, el proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado, por cada día de suministro, con un monto equivalente al cobro efectuado por el consumo del mes anterior, con un tope máximo de doce días. Dicho monto deberá descontarse del o de los cobros siguientes al de la suspensión, paralización o no prestación del servicio. La indemnización punitiva de que trata este inciso tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza.

Se entenderá como un día sin suministro, cada vez que el servicio haya sido interrumpido, paralizado o no prestado por cuatro horas o más en forma continua.”.
10) Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:

a) En el inciso primero, reemplázanse las palabras “seis meses” por la expresión “dos años”.

b) En el inciso primero, reemplázase la frase “se haya incurrido en” por “haya cesado”.

c) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Con todo, las acciones civiles prescribirán conforme a las normas establecidas en el Código Civil o leyes especiales.”.

d) En el inciso segundo, intercálanse las expresiones “denuncia ante” entre las palabras “mediador o” y “el Servicio”, y, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, agrégase la siguiente oración: “Asimismo, dicho plazo se suspenderá por la intervención del Servicio, entendiendo por esta la comunicación formal del acto a través del cual se efectúe el primer requerimiento referido a la infracción en cuestión, el que en todo caso deberá ser suscrito por el funcionario competente, por requerir el afectado la intervención del Servicio o por el inicio de oficio de un procedimiento administrativo sancionatorio.”.
e) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Las multas impuestas por dichas contravenciones prescribirán en el término de un año, contado desde que hubiere quedado a firme la resolución administrativa o la sentencia condenatoria, en su caso.”.

11) Reemplázase en el artículo 29, la frase “de cinco a cincuenta” por “de hasta 300”.

12) Reemplázase el artículo 31 por el siguiente:

“Artículo 31.- En las denuncias que se formulen por publicidad falsa, el tribunal competente, de oficio o previa solicitud del Servicio o del particular afectado, podrá disponer la suspensión de las emisiones publicitarias cuando la gravedad de los hechos y los antecedentes acompañados lo ameriten. Podrá, asimismo, exigir al anunciante que, a su propia costa, realice la publicidad correctiva que resulte apropiada para enmendar errores o falsedades, dentro del plazo fatal de diez días hábiles.
Previo a que el tribunal competente, actuando de oficio o a petición de parte interesada o del Servicio, aplique la suspensión de una publicidad por ser denunciada esta como falsa, tendrá el denunciado la oportunidad para hacer valer sus alegaciones en una audiencia citada para tal efecto, dentro de tercero día.
En caso de que el denunciado no concurra a dicha audiencia y el tribunal acogiere la denuncia, la resolución que así lo determine será inapelable y se notificará por el estado diario. Si el tribunal la acogiere habiendo concurrido el denunciado a la audiencia, la resolución que así lo determine será apelable en el solo efecto devolutivo y se notificará de la misma forma.”.
13) Reemplázase el artículo 34 por el siguiente:
“Artículo 34.- En los casos de publicidad falsa o engañosa, podrá el Servicio o el tribunal competente, de oficio o a solicitud del denunciante, exigir del respectivo medio de comunicación utilizado en la difusión de los anuncios o de la correspondiente agencia de publicidad, la identificación del anunciante, su representante legal o responsable de la emisión publicitaria en los términos del artículo 50 D, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas contados desde el requerimiento formal.”.
14) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 35, la frase “juez competente” por “Servicio o el juez competente, en su caso,”.

15) Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 41, las oraciones “Si el tribunal estimare procedente el reclamo dispondrá se preste nuevamente el servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo pagado por este al proveedor. Sin perjuicio de lo anterior, quedará subsistente la acción del consumidor para obtener la reparación de los perjuicios sufridos.” por las siguientes: “Si el Servicio o el juez competente estimaren procedente el reclamo, dispondrán que se preste nuevamente el servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo pagado por este al proveedor. Sin perjuicio de lo anterior, quedará subsistente la acción del consumidor para obtener la reparación de los perjuicios sufridos.”.

16) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 45, el guarismo “750” por “3.000”.

17) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 49, la frase “El juez podrá” por “El Servicio o el juez, según corresponda, podrán”.
18) Reemplázase el epígrafe del TÍTULO IV, por el siguiente: “De los procedimientos a que da lugar la aplicación de esta ley”.

19) Reemplázase el artículo 50, por el siguiente:

“Artículo 50.- Las denuncias y acciones que derivan de esta ley se ejercerán frente a actos, omisiones o conductas que afecten el ejercicio de cualquiera de los derechos de los consumidores.

El incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley dará lugar a las denuncias o acciones correspondientes, destinadas a sancionar al proveedor que incurra en infracción, a anular las cláusulas abusivas incorporadas en los contratos de adhesión, a obtener la prestación de la obligación incumplida, a hacer cesar el acto que afecte el ejercicio de los derechos de los consumidores, o a obtener la debida indemnización de perjuicios o la reparación que corresponda.

El ejercicio de las denuncias puede realizarse a título individual. El ejercicio de las acciones puede efectuarse tanto a título individual como en beneficio del interés colectivo o difuso de los consumidores.

Se considerarán de interés individual a las denuncias o acciones que se promueven exclusivamente en defensa de los derechos del consumidor afectado.

Se considerarán de interés colectivo a las acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual. Son de interés difuso las acciones que se promueven en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus derechos.
Para los efectos de determinar las indemnizaciones o reparaciones que procedan con motivo de denuncias y acciones será necesario acreditar el daño. Asimismo, en el caso de acciones de interés colectivo se deberá acreditar el vínculo contractual que liga al infractor y a los consumidores afectados.”.
20) Reemplázase el artículo 50 A, por el siguiente:

“Artículo 50 A.- Las denuncias presentadas en defensa del interés individual serán de conocimiento de la Dirección Regional del Servicio Nacional del Consumidor que corresponda a la comuna del domicilio del consumidor.

En las causas cuya cuantía exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, así como en aquellas que versen sobre materias que no tienen una determinada apreciación pecuniaria, el consumidor podrá escoger entre denunciar ante el Servicio o ante el juzgado de policía local que corresponda a su domicilio.

La cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo denunciado o demandado por el consumidor, sin que se considere para estos efectos el monto de la multa aplicable.

Lo dispuesto en los incisos anteriores no se aplicará a las acciones mencionadas en la letra b) del artículo 2° bis, emanadas de esta ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de interés colectivo o difuso derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán competentes los tribunales ordinarios de justicia, de acuerdo a las reglas generales.

El conocimiento de la acción para obtener la debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar con infracción a esta ley corresponderá a los juzgados de policía local, siendo competente aquel que corresponda al domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del primero, sin que sea admisible la prórroga de competencia por la vía contractual. El procedimiento se iniciará por demanda del consumidor, la que deberá presentarse por escrito y con el patrocinio de abogado habilitado.

En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia deje constancia de cuál es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y que se encuentra en el lugar del juicio, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil. El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.

En este procedimiento no será admisible la reconvención del proveedor demandado. Las excepciones que se hayan opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. En su comparecencia, las partes podrán realizar todas las gestiones procesales destinadas a acreditar la infracción y a probar su derecho, incluidas la presentación, examen y tacha de testigos, cuya lista podrá presentarse en la audiencia de contestación, conciliación y prueba.
El tribunal podrá en el aludido comparendo, distribuir la carga de la prueba conforme a la disponibilidad y facilidad probatoria que posea cada una de las partes en el litigio, lo que comunicará a ellas para que asuman las consecuencias que les pueda generar la ausencia o insuficiencia de material probatorio que hayan debido aportar o el no rendir la prueba correspondiente de que dispongan en su poder. Para efectos de rendir la prueba ordenada conforme a este inciso, el juez citará a una nueva audiencia con ese único fin, la que deberá ser citada a la brevedad posible.

Los incidentes deberán promoverse y tramitarse en la misma audiencia, conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar el curso de esta, cualquiera sea la naturaleza de la cuestión que en ellos se plantee. El tribunal deberá dictar sentencia definitiva dentro de los treinta días siguientes a aquel en que hubiere terminado la audiencia.
Las causas cuya cuantía, de acuerdo al monto de lo pedido por concepto de indemnización, no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables.
El mismo procedimiento señalado anteriormente se aplicará para el caso que el consumidor escoja perseguir la responsabilidad contravencional del proveedor ante el juzgado de policía local competente, de acuerdo a lo indicado en el inciso segundo.
Si se promueve un juicio de indemnización de perjuicios una vez que la resolución sancionatoria ha quedado firme, no se admitirán pruebas o alegaciones incompatibles con la declaración de existencia del hecho que constituyó la infracción y con el establecimiento de la participación del proveedor en la misma.”.

21) Reemplázase el artículo 50 B por el siguiente:

“Artículo 50 B.- En lo no previsto por el procedimiento establecido en el Párrafo 2° de este Título, se estará a lo dispuesto en la ley N°19.880. En lo no previsto por el procedimiento establecido en el inciso quinto del artículo 50 A, se estará a lo dispuesto en la ley N°18.287 y, en subsidio, a lo dispuesto en las normas contenidas en el Código de Procedimiento Civil. En el caso del procedimiento contemplado en el Párrafo 3° de este Título, en lo no previsto se estará a lo dispuesto en las normas del Código de Procedimiento Civil.”.

22) Reemplázase el artículo 50 C por el siguiente:

“Artículo 50 C.- La denuncia no requerirá patrocinio de abogado. Los interesados podrán comparecer personalmente, sin intervención de letrado, ante el Servicio Nacional del Consumidor. Para comparecer ante los tribunales de justicia siempre se requerirá patrocinio de abogado habilitado. En caso que el consumidor no cuente con los medios para costear su defensa, será asistido por la Corporación de Asistencia Judicial correspondiente o por cualquier institución pública o privada que desarrolle programas de asistencia judicial gratuita.
Las partes podrán realizar todas las gestiones destinadas a acreditar la infracción y a probar su derecho, pudiendo valerse de cualquier medio de prueba admisible en derecho.

Para los efectos previstos en esta ley, se presume que representa al proveedor la persona que ejerce habitualmente funciones de dirección o administración por cuenta o representación del proveedor a que se refiere el artículo 50 D.

La prueba se apreciará siempre conforme a las reglas de la sana crítica.”.

23) Reemplázase el artículo 50 F por el siguiente:

“Artículo 50 F.- Si durante un procedimiento el Servicio o el juez que conoce del mismo tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de causar daño, ordenará su custodia en dependencias del Servicio Nacional del Consumidor, del tribunal, o en algún otro lugar que señale al efecto, si lo estimare necesario. En caso de que ello no fuere factible, atendida la naturaleza y características de los bienes, el Servicio o el juez ordenará las pericias que permitan acreditar el estado, la calidad y la aptitud de causar daño y dispondrá las medidas que fueren necesarias para la seguridad de las personas o de los bienes.”.

24) Agrégase, a continuación del artículo 50 F, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 2°

Del procedimiento sancionatorio”.

25) Reemplázase el artículo 50 G por el siguiente:

“Artículo 50 G.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio o por denuncia.
Se iniciará de oficio cuando el Servicio tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción dentro del ámbito de su competencia.

Las denuncias de infracciones a la presente ley deberán ser formuladas al Servicio por escrito, incluyendo para tales efectos la vía electrónica, señalando lugar y fecha de presentación, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberán contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión e identificando al proveedor respectivo a lo menos por medio de la indicación de la denominación con que aquel es conocido en el comercio.

Las denuncias formuladas conforme al inciso anterior se pondrán en conocimiento del proveedor a fin de que este proponga alternativas concretas de solución o corrección al hecho denunciado, respuesta que deberá efectuar por escrito dentro de los siete días hábiles siguientes de recibida la comunicación. Aceptada la propuesta por el denunciante, el acuerdo voluntario deberá constar por escrito y tendrá el carácter de transacción extrajudicial, extinguiéndose las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor una vez cumplidas sus estipulaciones. Lo acordado entre las partes deberá ser certificado por el funcionario encargado de tramitar la denuncia. El acta de la transacción, debidamente certificada, tendrá mérito ejecutivo.

En el evento que el consumidor no aceptare la propuesta del proveedor, o si este no propusiere alternativas de solución o corrección, tendrá lugar una audiencia obligatoria de conciliación, a cargo de la entidad que recibió la denuncia. Sin perjuicio de ello, el consumidor siempre podrá renunciar a dicha audiencia ratificando su denuncia, lo cual podrá originar un procedimiento sancionatorio.

El funcionario a cargo de la conciliación citará inmediatamente al consumidor y al proveedor a una audiencia breve y desformalizada, que tendrá lugar en un plazo no inferior a siete días hábiles. Dicha citación podrá efectuarse mediante correo electrónico o carta certificada.

A la audiencia deberán asistir consumidor y proveedor, ya sea personalmente, o a través de terceros con poder suficiente para transigir.

En la audiencia, el funcionario a cargo llamará a las partes a una conciliación para lo cual formulará bases concretas de acuerdo, las que deberán ser respondidas por las partes.

De lo obrado en la audiencia y de la eventual conciliación alcanzada se levantará un acta por el funcionario a cargo de la conciliación, que será suscrita por todos los comparecientes. En caso de acuerdo, el acta deberá expresar las obligaciones contraídas por el proveedor y la forma y plazo de cumplimiento de las mismas. El acta de la conciliación, debidamente certificada, tendrá mérito ejecutivo.

Una vez cumplidas las estipulaciones del acuerdo se extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor. 

Si el proveedor no da respuesta dentro de plazo, incumple la solución o corrección propuesta en su respuesta, o incumple las obligaciones contraídas en la conciliación, será sancionado con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24 de esta ley.

Asimismo, los acuerdos que en representación de los consumidores alcanzaren las Asociaciones de Consumidores acreditadas, de conformidad a los requisitos que establezca un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, una vez cumplidas sus estipulaciones, extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor.
El acta que declara fallida la conciliación o la ratificación de la denuncia originará un procedimiento sancionatorio si, a juicio del Servicio, la denuncia está revestida de seriedad. Para realizar esta calificación, podrá solicitar información adicional a fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la procedencia de iniciar un procedimiento sancionatorio. En todo caso, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el proveedor respectivo y, si no existiere siquiera mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al interesado.

Todo el procedimiento deberá constar en un expediente, escrito o electrónico.”.
26) Agréganse los artículos 50 H a 50 P:
“Artículo 50 H.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario abogado del Servicio, que recibirá el nombre de instructor, a quien se le haya delegado la atribución. Dicho procedimiento se iniciará por resolución de la Dirección Regional competente, la cual le conferirá al proveedor el plazo de diez días para formular los descargos y los medios de prueba precisos y determinados que estime pertinente rendir. Lo anterior se entenderá sin perjuicio del derecho del proveedor, en cualquier momento del procedimiento, de aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio, los que deberán ser tenidos en cuenta por el instructor al emitir el dictamen a que se refiere el artículo 50 L.
La resolución que dé inicio al procedimiento resumirá el contenido de la denuncia. Si el procedimiento se inicia de oficio se señalará una descripción clara y precisa de los hechos de que tomó conocimiento el Servicio, la fecha de su verificación y la norma eventualmente infringida.
La resolución que dé inicio al procedimiento deberá notificarse al proveedor, su representante legal o administrador, por carta certificada o por correo electrónico, ambos previamente registrados ante el Servicio. De no existir tal registro, deberá notificarse personalmente al domicilio que señale en la denuncia o en la resolución que dé inicio al procedimiento de oficio. Esta actuación debe constar en el expediente administrativo.
La notificación por carta certificada se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos.

La notificación por correo electrónico deberá enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.

Artículo 50 I.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Servicio examinará el mérito de los antecedentes y abrirá término probatorio por un plazo no superior a quince ni inferior a cinco días. Durante dicho término, podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan.

En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el proveedor respectivo en sus descargos. Sin perjuicio de lo anterior, el instructor podrá rechazar las pruebas propuestas cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.

Artículo 50 J.- Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

Los hechos constatados por los funcionarios a los que se reconoce la calidad de ministro de fe y que se formalicen en el expediente respectivo constituirán presunción legal, sin perjuicio de los demás medios de prueba que se aporten o generen en el procedimiento.

Artículo 50 K.- Durante la instrucción del procedimiento sancionatorio, el Servicio podrá requerir los informes de otros organismos sectoriales que estime pertinentes para fundar su resolución.

Artículo 50 L.- Cumplidos los trámites señalados en los artículos anteriores, el instructor del procedimiento emitirá, dentro del plazo fatal de cinco días, un dictamen en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.

Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los infractores, la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobar las infracciones precisas imputables al autor, y la proposición al Director Regional de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores, en su caso.

Artículo 50 M.- Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Director Regional, quien resolverá en el plazo fatal de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.

No obstante, el Director Regional podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo que no podrá superar los quince días, dando audiencia al investigado.

Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos que no le hubiesen sido imputados en el dictamen del instructor.

Artículo 50 N.- La resolución que ponga término al procedimiento, junto con resolver el asunto al que este se refiera, podrá ordenar una o más de las siguientes medidas:

a) El cese de la o las conductas infractoras.
b) La imposición de las multas contempladas en la presente ley.
c) Para las empresas proveedoras comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N°20.416, que no sean reincidentes, una capacitación en los derechos y deberes de los consumidores.
d) La restitución de los cobros que hubieren tenido lugar con infracción a la presente ley, con reajustes e intereses. En la misma resolución deberá señalarse la modalidad en que el infractor deberá realizar las restituciones que correspondan y los plazos de que dispondrá al efecto. Una vez producida la restitución, no será procedente el ejercicio de acciones judiciales que tengan por finalidad el mismo propósito, sin perjuicio de las acciones de indemnización de perjuicios por los daños causados.
e) En general, cualesquiera otras medidas que, de conformidad a esta ley, tengan por objeto prevenir y,o corregir la infracción cometida.

Lo señalado anteriormente es sin perjuicio del ejercicio de otras facultades entregadas al Servicio por esta ley o por leyes especiales.
Artículo 50 Ñ.- Las resoluciones del Servicio que apliquen multa, ordenen devoluciones o reintegros o dispongan otras medidas que tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida, tendrán mérito ejecutivo.

El monto de las multas impuestas por el Servicio será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 50 O.

El pago de toda multa aplicada deberá ser acreditado ante el Servicio dentro de los diez días siguientes a la fecha en que esta debió ser pagada.

Si el infractor fuere una persona jurídica, responderán solidariamente del pago de las multas sus directores, administradores y aquellas personas que se hayan beneficiado directamente de la infracción respectiva, siempre que hubieren participado en la realización de esta.
El cumplimiento de las resoluciones que decreten las medidas señaladas en el artículo 50 N, con excepción de las multas, se llevará a efecto en conformidad al procedimiento establecido en el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, ante el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del consumidor.
Artículo 50 O.- Contra las resoluciones que dicte el Director Regional solo procederá el recurso de reposición contemplado en el artículo 59 de la ley N°19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado. El recurso jerárquico será improcedente.

Respecto de la resolución que pone fin al procedimiento administrativo, y una vez resuelto el recurso de reposición, si es que este hubiere sido interpuesto, el afectado, sea el proveedor o el consumidor, podrá reclamar por ilegalidad ante el juzgado de policía local que corresponda al domicilio del consumidor, dentro del plazo fatal e individual de diez días, contado desde la notificación de la resolución respectiva. En la reclamación por ilegalidad el juez podrá revisar tanto aspectos formales como sustantivos.
Para el caso que el infractor no interponga reclamación en contra de las resoluciones del Servicio que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de la resolución, se le reducirá el 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado ante la Dirección Regional respectiva del Servicio, presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuada en la Tesorería General de la República.

No podrá exigirse el cobro de la multa mientras la resolución que la aplica no se encuentre ejecutoriada.
La reclamación se substanciará conforme al procedimiento contemplado en los incisos quinto y siguientes del artículo 50 A. La resolución que admita a tramitación la reclamación será notificada por carta certificada al Director Regional y a los demás intervinientes en los respectivos domicilios fijados ante el Servicio en el procedimiento sancionatorio. En dicha resolución se deberá indicar la posibilidad de ejercer ante el mismo tribunal las acciones indemnizatorias que correspondieren. El procedimiento al que se sujete el conocimiento de tales acciones se acumulará de oficio a la reclamación, substanciándose ambas conforme al mismo procedimiento.

Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. Para estos efectos la cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo pedido por indemnización de perjuicios o, en su defecto, en base a la multa impuesta por el Servicio.

En los casos en que no sea aplicable lo indicado en el inciso anterior, contra la sentencia que resuelva la reclamación, y en su caso la acción indemnizatoria, procederá el recurso de apelación, el que se interpondrá dentro del plazo de diez días. La apelación se resolverá en cuenta, salvo solicitud fundada de alguna de las partes. Si se diere lugar a dicha solicitud, la Corte de Apelaciones ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente, previo sorteo, en las Cortes de Apelaciones de más de una Sala.
La apelación a que se refiere este artículo gozará de preferencia para su vista y fallo, y no procederá la causal de suspensión contemplada en el artículo 165, N°5, del Código de Procedimiento Civil.

En contra de la sentencia que resuelva el recurso de apelación, no procederá recurso alguno.
Artículo 50 P.- Cuando por unos mismos hechos y fundamentos jurídicos el infractor pudiese ser sancionado con arreglo a esta ley y a otra u otras leyes, de las sanciones posibles se le impondrá la establecida en aquella que contemple una de mayor gravedad.

En ningún caso se podrán aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.”.
27) Reemplázase en el Párrafo 2° del Título IV, la expresión “Párrafo 2°” por “Párrafo 3°”.

28) Modifícase el artículo 51 de la siguiente manera:

a) Reemplázase, en la letra b) del numeral 1, la palabra “asamblea” por “directorio”.
b) Elimínase en el numeral 2 la oración “Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento, no podrán extenderse al daño moral sufrido por el actor.”.

29) Reemplázase la letra b) del artículo 52 por la siguiente:

“b) Que la demanda cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, los que solo se verificarán por el juez, sin que puedan discutirse en esta etapa.”.

30) Modifícase el artículo 53 B en el siguiente sentido:

a) Intercálase un nuevo inciso tercero, adecuándose la ordenación correlativa de los demás:

“Estas ofertas deberán entregar, a lo menos, antecedentes suficientes sobre el hecho que las motiva, el monto global del daño causado a los consumidores y las bases objetivas utilizadas para su determinación, la individualización de los grupos o subgrupos de consumidores afectados, los montos de las indemnizaciones y devoluciones, y la forma como se harán efectivas las indemnizaciones, devoluciones y reparaciones. Asimismo, deberá indicar cómo acreditará el cálculo íntegro del monto global del daño causado a los grupos y subgrupos de consumidores así como la ejecución de las indemnizaciones, devoluciones y reparaciones equivalentes a dicho monto global.”.

b) Agrégase en el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “La aprobación se entenderá sin perjuicio de la eventual aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por parte del proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el cincuenta por ciento.”.

31) Modifícase el artículo 53 C en el siguiente sentido:

a) Agrégase en el literal c), a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En aquellos casos de reincidencia conforme al inciso tercero del artículo 24, y cuando el tribunal en su sentencia declare que la infracción ha producido un riesgo elevado para los consumidores, podrá aumentar en el 25% la indemnización determinada en la sentencia.”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“Los recursos que se dedujeren en contra de la sentencia definitiva gozarán de preferencia para su vista y fallo.”.
32) Agrégase, a continuación del artículo 54 G, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 4°

El procedimiento de mediación colectiva”.

33) Agréganse los siguientes artículos 54 H a 54 R:

“Artículo 54 H.-. En aquellos casos en que esté comprometido el interés colectivo o difuso de los consumidores podrá iniciarse una mediación colectiva, conforme a las reglas señaladas en este párrafo.

La mediación colectiva es un procedimiento administrativo especial, a cargo de una unidad independiente y especializada dentro del Servicio, cuyo fin es cautelar el interés colectivo o difuso de los consumidores, mediante la obtención de una solución expedita, completa y transparente, en el caso de conductas que los afecten. Los principios básicos del procedimiento son la indemnidad del consumidor, la economía procesal, la publicidad y la integridad del proceso. En lo no dispuesto por este párrafo, se estará a las normas contempladas en la ley N°19.880.

La mediación colectiva se iniciará, de oficio o a petición de los interesados, por resolución del Servicio, la que será notificada al proveedor o proveedores involucrados. Dicha resolución indicará los antecedentes que fundamentan la posible afección del interés colectivo o difuso de los consumidores y las normas potencialmente infringidas.

El Servicio Nacional del Consumidor no podrá iniciar un procedimiento de mediación colectiva una vez que se hayan ejercido acciones colectivas respecto de los mismos hechos, y mientras estas se encuentren pendientes.

Artículo 54 I.- En la resolución que da inicio al procedimiento, el Servicio deberá ordenar la participación de la o las Asociaciones de Consumidores que hayan iniciado el procedimiento por denuncia, salvo manifestación en contrario de estas. Sin perjuicio de lo anterior, las Asociaciones de Consumidores podrán solicitar ser partes del procedimiento en cualquier estado, hasta la publicación de la solución ofrecida por el proveedor.

Durante el plazo que dure la mediación se suspenderá el término de prescripción de las denuncias y acciones que se establecen en la presente ley, así como de las acciones criminales a que hubiere lugar.

Artículo 54 J.- El plazo máximo de duración del procedimiento de mediación colectiva será de tres meses, contado a partir del tercer día de la notificación al proveedor de la resolución que da inicio al procedimiento. Este plazo podrá ser prorrogado por una sola vez, hasta por tres meses, por resolución fundada.

Si dentro del plazo original o prorrogado no hubiere acuerdo, se entenderá fracasada la mediación, circunstancia que será certificada por el Servicio en la resolución de término del procedimiento.

Artículo 54 K.- Durante el procedimiento, el Servicio podrá solicitar los antecedentes que sean necesarios para el cumplimiento de los fines de la mediación, especialmente aquellos que se requieran para determinar el monto de las compensaciones que procedieren para los consumidores.

Luego de notificada la resolución que da inicio al procedimiento, el proveedor tendrá un plazo de cinco días para indicar por escrito al Servicio si acepta participar en la mediación colectiva. Este plazo podrá prorrogarse, por una sola vez, si el proveedor lo solicita fundadamente antes de su vencimiento. Si al término del plazo original o prorrogado, el proveedor no expresa su voluntad, la mediación se entenderá fallida, y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.
Artículo 54 L.- En la resolución que dé inicio a la mediación, el Servicio informará al proveedor y a las Asociaciones de Consumidores, en su caso, acerca de la naturaleza y los objetivos de la mediación, de su duración y etapas y de los efectos jurídicos que esta produce.

Las partes, en cualquier momento de la mediación, podrán expresar su voluntad de no perseverar en el procedimiento, lo que será certificado por el Servicio en la resolución de término respectiva.
Artículo 54 M.- Una vez iniciado un procedimiento de mediación colectiva, esta circunstancia será informada en el sitio web del Servicio, dentro de quinto día contado desde la comunicación por la que el proveedor acepta someterse al procedimiento. A través de dicho medio se informará también el estado de la mediación y la solución ofrecida por el proveedor.

Durante el procedimiento de mediación colectiva, los consumidores potencialmente afectados y las Asociaciones de Consumidores mencionadas en el artículo anterior podrán presentar las observaciones que estimen pertinentes. Asimismo, cualquiera de ellos podrá, de manera fundada, dentro de los cinco días posteriores a la comunicación de la solución ofrecida por el proveedor, sugerir ajustes a las soluciones identificadas en el acuerdo.

Tanto las observaciones como las sugerencias de ajustes deberán presentarse por escrito o por vía electrónica, y acompañarse al expediente conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 18 de la ley N°19.880.

Artículo 54 N.- La comparecencia de los proveedores a las audiencias que se fijen deberá realizarse por un apoderado facultado expresamente para transigir. En el caso de que el apoderado del proveedor no contare con facultades suficientes, el Servicio citará a una nueva audiencia que deberá tener lugar dentro de quinto día. Si en dicha nueva audiencia no se subsanare la situación, la mediación se entenderá fallida y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.

Artículo 54 Ñ.- A solicitud del proveedor, el Servicio decretará reserva, respecto de terceros ajenos al procedimiento de mediación, de aquellos antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales, siempre que su revelación pueda afectar el desenvolvimiento competitivo de su titular.

En conformidad a lo establecido en el inciso anterior, tanto los funcionarios encargados de la tramitación del procedimiento como las partes involucradas deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que hayan conocido con ocasión del procedimiento de mediación. Asimismo, este deber de reserva alcanza a los terceros que intervinieren en el procedimiento a través de la emisión de informes.

El funcionario del Servicio que infringiere el deber de reserva del inciso precedente, descubriendo en perjuicio del proveedor aquellos antecedentes, fórmulas, estrategias o secretos que haya conocido con ocasión del procedimiento de mediación y respecto de los cuales se haya decretado reserva respecto de terceros ajenos a la mediación, será sancionado con las penas de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.

Si la infracción la cometiere cualesquiera de las partes involucradas, o terceros intervinientes en el procedimiento mediante la emisión de informes, sufrirán la pena de prisión en sus grados medio a máximo o multa de uno a cinco sueldos vitales.
Fuera del caso indicado en el inciso primero, los documentos e instrumentos, públicos o privados, que sean acompañados al procedimiento, no serán reservados, y su uso y valor probatorio en juicio posterior se regirán por las reglas generales. Las partes podrán requerir la devolución de los documentos e instrumentos acompañados una vez concluido el procedimiento de mediación.

Artículo 54 O.- La notificación de las resoluciones que este párrafo establece se efectuará por carta certificada, entendiéndose practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos. Asimismo, también podrá efectuarse por correo electrónico, debiendo enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.

Artículo 54 P.- En caso de llegar a acuerdo en la mediación, se dictará una resolución al efecto. En ella se describirán los términos del acuerdo y las obligaciones que asume cada una de las partes. Para ser declarada suficiente por el Servicio, la solución propuesta debe contemplar, a lo menos: 1) el cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados; 2) el cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores; 3) la forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo y el procedimiento por el que el proveedor efectuará las devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados, y 4) los procedimientos por los que se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor. La solución propuesta por el proveedor no implicará su reconocimiento de los hechos constitutivos de la eventual infracción antecedente de la mediación.

La copia autorizada por el Director Nacional de la resolución en la que conste el acuerdo surtirá los efectos de una transacción extrajudicial respecto de todos los consumidores potencialmente afectados, con excepción de aquellos que hayan hecho valer sus derechos ante los tribunales con anterioridad al acuerdo en la mediación, o que hayan acordado en forma particular con el proveedor, y tendrá mérito ejecutivo transcurridos treinta días desde la publicación de un extracto de la resolución en el Diario Oficial y en un medio de circulación nacional, a costa del proveedor, así como en el sitio web institucional del Servicio. Durante dicho término, los consumidores afectados que no estén de acuerdo con la solución alcanzada, para efectos de no quedar sujetos a esta, deberán hacer presente su disconformidad al Servicio, reservándose sus acciones individuales que emanen de la posible infracción. Las publicaciones deberán efectuarse a más tardar dentro de quinto día desde la fecha de la resolución en la que conste el acuerdo.

El incumplimiento de los términos contenidos en el acuerdo constituye una infracción a la presente ley.

Artículo 54 Q.-. Sin perjuicio de la mediación regulada en este párrafo, durante la tramitación del procedimiento especial para protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, el proveedor siempre podrá realizar ofertas de avenimiento, de acuerdo a los parámetros del artículo 53 B.
Artículo 54 R.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo establecerá las normas que sean necesarias para la sustanciación de cada una de las etapas del procedimiento de mediación colectiva, la forma de resolver las incidencias que se planteen por las partes y, en general, todas las demás materias que resulten necesarias para la adecuada aplicación del procedimiento a que se refiere este párrafo.”.

34) Reemplázase en el inciso primero del artículo 55 D, la frase “mil unidades tributarias mensuales” por la frase “2.000 unidades tributarias mensuales”.

35) Reemplázase, en el inciso final del artículo 56, la frase “el Servicio Nacional del Consumidor deberá denunciar al proveedor ante el juez de policía local competente, para que, si procediere, se le sancione con una multa de hasta cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio del derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento de las obligaciones referidas.” por la frase “el Servicio Nacional del Consumidor podrá sancionar al proveedor con una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales.”.

36) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 56 A, la frase “y que no hubiere ejercido las acciones que le confiere esta ley ante el tribunal competente” por “y que no hubiere ejercido las denuncias o acciones que le confiere esta ley ante el Servicio o el tribunal competente, respectivamente”.

37) Modifícase el artículo 56 C en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el número 2 del inciso tercero por el siguiente: 

“2.- Los que han sido previamente sometidos al conocimiento del Servicio o de un juez competente por el consumidor o por alguna Asociación de Consumidores.”.

b) Derógase el inciso cuarto.

38) Reemplázase, en el artículo 56 H, la frase “el Servicio Nacional del Consumidor deberá denunciarlo ante el juez competente para que se le sancione con una multa de hasta setecientas cincuenta unidades tributarias mensuales” por la frase “el Servicio Nacional del Consumidor deberá sancionarlo con una multa de hasta 1.500 unidades tributarias mensuales”.

39) Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 57:

“El Servicio será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N°3.551, de 1981, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N°19.882 y estará sometido al decreto ley N°1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.”.

40) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 58:

a) Reemplázanse, en su inciso segundo, las letras a), b), c), d), e), f) y g) por las siguientes:

“a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y de toda la normativa de protección de los derechos de los consumidores.

Durante los procedimientos de fiscalización, los proveedores y sus representantes deberán otorgar todas las facilidades para que estos se lleven a efecto y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.

En el ejercicio de la labor fiscalizadora, los funcionarios del Servicio deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, y dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Director Regional que corresponda.

Los funcionarios del Servicio estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y, en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividades fiscalizadas.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, los funcionarios del Servicio podrán solicitar, previa autorización del juez competente, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador.

Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, la negativa a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 1.000 unidades tributarias mensuales.
b) Tramitar y resolver los procedimientos sancionatorios consagrados en el Párrafo 2° del Título IV de esta ley.

c) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la normativa de protección de los derechos de los consumidores en el marco del procedimiento sancionatorio consagrado en el Párrafo 2° del Título IV de esta ley.
d) Aplicar e interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar. La atribución interpretativa será ejercida de forma exclusiva por el Director Nacional del Servicio.

e) Dictar normas e instrucciones de carácter general en el ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley. La normativa que emane de este Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general. Esta atribución será ejercida de forma exclusiva por el Director Nacional del Servicio.

Al ejercer esta facultad, el Director Nacional deberá solicitar el pronunciamiento previo de un Consejo Técnico que evaluará la propuesta de normas e instrucciones. Dicho Consejo estará integrado por tres miembros, expertos en materia de protección de los derechos de los consumidores, designados por el Presidente de la República a través del procedimiento de selección de Altos Directivos Públicos previsto en el Título VI de la ley N°19.882. En caso de que la unanimidad de los miembros del Consejo considere que la propuesta de normas e instrucciones resulta manifiestamente ilegal, se lo representará así por escrito al Director Nacional del Servicio.

Los integrantes del Consejo durarán tres años en sus cargos. Los consejeros percibirán una dieta en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario. Un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará las normas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo Técnico, los plazos que este tendrá para emitir su pronunciamiento y de publicidad de sus actuaciones.

En la dictación de estas normas e instrucciones se podrá llevar a cabo un proceso de consulta pública con el fin de que los consumidores y proveedores opinen sobre su contenido y efectos, o formulen propuestas sobre los mismos. Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas a que se refiere este literal serán de carácter público y deberán ser enviadas al Servicio a través de los medios que disponga en su oficina virtual, disponible a través de la web institucional. Las precitadas respuestas no serán vinculantes ni estará el Director obligado a pronunciarse respecto de ellas.

En el caso en que las normas e instrucciones de carácter general incidan en sectores regulados, deberá oficiarse por el Servicio a la superintendencia o autoridad respectiva a fin de que esta emita su opinión técnica.

Cualquier persona afectada por un acto de aplicación de normas o instrucciones de carácter general o de interpretaciones administrativas de la normativa de protección de los derechos de los consumidores, podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de décimo día.

f) Citar a declarar a los representantes legales, administradores, asesores y dependientes de las entidades sometidas a su fiscalización, así como a toda persona que haya tenido participación o conocimiento respecto de algún hecho que estime necesario para resolver un procedimiento sancionatorio, o tomar la declaración respectiva por medios que permitan asegurar su fidelidad.

Si el citado debidamente apercibido no comparece, sin mediar justificación plausible, el juzgado de policía local competente podrá ordenar su arresto hasta su comparecencia.

g) Proporcionar información y absolver las consultas del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, de la Fiscalía Nacional Económica y demás organismos relacionados con la protección de los derechos de los consumidores.”.

b) Agréganse en el inciso segundo los siguientes literales h), i), j), k), l), m), n), ñ), o), p), q) y r):

“h) Llevar a cabo el procedimiento de mediación colectiva consagrado en el Párrafo 4° del Título IV de esta ley.

i) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores y hacerse parte en aquellas causas que comprometan los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en leyes especiales. La facultad de velar por el cumplimiento de normas establecidas en leyes especiales que digan relación con la protección de los derechos de los consumidores, incluye la atribución del Servicio Nacional del Consumidor de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas y de hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en esas leyes especiales.

j) Formular, realizar y fomentar programas de información y educación al consumidor.
k) Realizar, a través de laboratorios o entidades especializadas, de reconocida solvencia, análisis selectivos de los productos que se ofrezcan en el mercado en relación a su composición, contenido neto y otras características.

Aquellos análisis que excedan en su costo de 250 unidades tributarias mensuales, deberán ser efectuados por laboratorios o entidades elegidas en licitación pública.

En todo caso el Servicio deberá dar cuenta detallada y pública de los procedimientos y metodología utilizada para llevar a cabo las funciones contenidas en esta letra.

l) Reunir, elaborar, procesar, divulgar y publicar información para facilitar al consumidor un mejor conocimiento de las características de la comercialización de los bienes y servicios que se ofrecen en el mercado. En el ejercicio de esta facultad, se deberá tener especial consideración con lo establecido en el decreto ley N°211, de 1973, que fija normas sobre la defensa de la libre competencia.
m) Realizar y promover estudios en el área del consumo.

n) Llevar el registro público a que se refiere el artículo 58 bis.

ñ) Tratándose del procedimiento contemplado en el Párrafo 2° del Título IV de la ley, recibir denuncias de consumidores que consideren lesionados sus intereses, iniciar investigación a causa de esas denuncias y, en su caso, ponerlas en conocimiento del proveedor a fin de que este proponga alternativas concretas de solución o corrección del hecho denunciado en conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 50 G.

o) Requerir de los organismos del Estado los antecedentes que estime necesarios para el cumplimiento de sus funciones. Dichos organismos deberán entregar al Servicio toda la información que este les solicite y obre en su poder respecto de las personas reguladas o fiscalizadas. En caso de estar dicha información protegida por el deber de reserva o secreto, se requerirá la autorización previa de un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva que corresponda de acuerdo al turno.

p) Solicitar la entrega de cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, procurando no alterar el desenvolvimiento normal de las actividades del afectado.

q) Celebrar convenios con municipalidades para que estas coordinen y gestionen las audiencias de conciliación obligatorias contempladas en el artículo 50 G respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual.
r) Las demás funciones y atribuciones que le asigne esta ley u otras.”.
c) Derógase el inciso tercero.

d) Reemplázase su inciso séptimo por el siguiente:

“El requerimiento de documentación que se ejerza de acuerdo al inciso anterior podrá contener todas aquellas solicitudes de información y datos que sean necesarios para el debido cumplimiento de las funciones del Servicio Nacional del Consumidor, de conformidad a lo señalado en la presente ley.”.

e) Modifícase su inciso noveno en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la frase “cuatrocientas unidades tributarias mensuales” por “mil unidades tributarias mensuales”.

ii) Reemplázase la frase “el juez de policía local” por “un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, que corresponda de acuerdo al turno”.

f) Agrégase, a continuación del inciso noveno, el siguiente inciso:

“Asimismo, el Ministro de la Corte de Apelaciones podrá ordenar la incautación de la documentación requerida.”.

g) Reemplázase el inciso final por los siguientes:

“Los funcionarios que realicen labores de fiscalización no podrán asumir como responsables de la instrucción de procedimientos sancionatorios. Del mismo modo, los Directores Regionales no podrán intervenir en funciones de fiscalización, ni participar de ningún modo en la instrucción de procedimientos sancionatorios en relación a hechos respecto de los cuales después pudieran aplicar sanción.

Asimismo, las funciones señaladas en el inciso anterior y las de mediación colectiva y demanda para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores estarán a cargo de unidades diferentes e independientes entre sí, cada una de las cuales será dirigida por un Subdirector del Servicio.

Los Subdirectores referidos en el inciso precedente estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N°19.882.

Los funcionarios que infrinjan los deberes asociados a la división estricta de funciones a la que se refiere este artículo incurrirán en una infracción grave a sus deberes funcionarios.

El Director Nacional dictará las normas de orden interno que sean necesarias a fin de que en los distintos procedimientos en que participen funcionarios del Servicio se garantice la división estricta de funciones que ordena esta ley, especialmente en lo que se refiere al resguardo y traspaso de la información obtenida por los funcionarios en el ejercicio de sus funciones.”.

41) Reemplázase el artículo 59 por el siguiente:

“Artículo 59.- El Director Nacional será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación judicial y extrajudicial. Será nombrado por el Presidente de la República a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. Durará cuatro años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.

El Director Nacional cesará en sus funciones por las siguientes causales:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

c) Destitución por negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, faltas a la probidad administrativa y por cualquier inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley.

d) Incapacidad.

La remoción por las causales señaladas en las letras c) y d) será dispuesta por el Presidente de la República.

Le corresponderá especialmente al Director Nacional:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento del Servicio y ejercer las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.

b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento del Servicio.

c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio.

d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a las normas estatutarias.

e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley, salvo las materias señaladas en las letras d) y e) del inciso segundo del artículo 58.

f) Conocer y resolver los recursos que la ley establece, pudiendo en su caso aplicar las sanciones que correspondan.

g) Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos a través de la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por el Servicio.

h) Las demás que establezcan las leyes.

En todo lo no previsto en los incisos anteriores, y en cuanto no sea contradictorio con aquéllos, le serán aplicables al cargo de Director Nacional las normas establecidas en el Título VI de la ley N°19.882.

En conformidad con lo establecido en la ley N°18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1/19.353, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Director Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna y determinará las denominaciones y funciones que corresponda a cada una de las unidades del Servicio.”.

42) Reemplázase el artículo 59 bis por el siguiente:
“Artículo 59 bis.- El personal del Servicio habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe respecto de los hechos constitutivos de infracciones que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos establecidos por dicho ministro de fe constituirán presunción legal en cualquiera de los procedimientos contemplados en los párrafos 2° y 3° del Título IV de esta ley.”.

43) Agréganse los siguientes artículos 59 ter y 59 quáter:

“Artículo 59 ter.- El Servicio Nacional del Consumidor se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales. En cada región del país habrá un Director Regional, quien estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N°19.882 y deberá acreditar título de abogado. También estará afecto a dicho sistema, el segundo nivel jerárquico del Servicio Nacional del Consumidor. El Director Nacional y los Directores Regionales no podrán ser candidatos a cargos de elección popular hasta un año después de haber cesado en su cargo.
Artículo 59 quáter.- Los funcionarios y demás personas que presten servicios en el Servicio Nacional del Consumidor estarán obligados a guardar reserva sobre toda información, dato o antecedente de que puedan imponerse con motivo u ocasión del ejercicio de sus labores. Sin perjuicio de lo anterior, tales antecedentes podrán utilizarse para el cumplimiento de las funciones del Servicio y el ejercicio de las acciones ante los tribunales de justicia.

La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº19.880, en el decreto con fuerza de ley N°29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en la ley N°18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N°2.757, que establece Normas sobre Asociaciones Gremiales:

1) Agrégase al artículo 16, el siguiente inciso cuarto:

“Las organizaciones a que se refiere el Párrafo 2° del Título II de la ley N°19.496 estarán sometidas a las siguientes reglas sobre financiamiento, contabilidad y transparencia:

1) Deberán declarar a través de sus revistas y páginas web institucionales sus fuentes de financiamiento certificadas por una auditoría independiente.

2) Deberán informar, a lo menos semestralmente, y de acuerdo a las instrucciones generales que les imparta el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, sus balances y demás estados financieros, aplicando estándares de transparencia y presentación comunes, previamente definidos por el referido Ministerio.”.

2) Agrégase al artículo 21 el siguiente inciso segundo:
“Tratándose de las organizaciones a que se refiere el Párrafo 2° del Título II de la ley N°19.496, el Ministerio podrá, en todo caso, requerir la precisión y aclaración de las fuentes de financiamiento, sus balances y estados financieros.”.

Artículo 3°.- Agrégase al artículo 5° del decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el siguiente literal m):

“m) Gestionar las audiencias de conciliación obligatorias señaladas en la ley N°19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual. Para tal efecto, las municipalidades deberán celebrar convenios con el Servicio Nacional del Consumidor de conformidad al artículo 58 de dicha ley.”.
Artículo 4°.- Con el objeto de promover un ejercicio coherente de las atribuciones de los órganos del Estado con competencia en materia de protección de los derechos de los consumidores o usuarios y la existencia de diálogo regulatorio, deberá propenderse a la coordinación entre dichos órganos.

Para el cumplimiento del fin señalado en el inciso anterior, existirá un comité de coordinación integrado por las autoridades que determine un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Asimismo, dicho reglamento, que deberá llevar la firma de los Ministros de Hacienda y de la Secretaría General de la Presidencia, determinará las normas que sean necesarias para el funcionamiento del comité.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia transcurrido un año desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N°19.496: 2°; 16; 24, inciso final, respecto a la facultad del Servicio para aplicar la multa; 26, inciso segundo; 31; 41; 49, inciso segundo; 50, con excepción de la derogación del actual inciso final; 50 A; 50 B; 50 C, con excepción de la oración final de su inciso primero; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 O; 56; 56 A; 56 C; 56 H, solo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la misma; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos párrafos cuarto y quinto; 58, letra b); 58, letra c); 58, letra f); 58, letra k); 58, letra l); 58, letra ñ); 59, en cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso cuarto, y 59 ter, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores Regionales. Tales modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma:

a) En las regiones de Antofagasta, de Valparaíso y de Magallanes y de la Antártica Chilena, desde el 1 de enero de 2016.
b) En las regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Atacama, de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O'Higgins, del Bío Bío, de la Araucanía, de Los Ríos y de Los Lagos, desde el 1 de julio de 2016.
c) En las regiones Metropolitana de Santiago, del Maule y de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, desde el 1 de enero de 2017.

Artículo segundo.- Los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley seguirán tramitándose conforme a sus normas hasta su total tramitación.

Artículo tercero.- En las causas que se funden en hechos ocurridos con anterioridad a la entrada en vigencia de las modificaciones que comenzarán a regir de acuerdo al cronograma descrito en las letras a), b) y c) del artículo primero transitorio, serán competentes para conocer de ellas y resolver los tribunales señalados en el texto de la ley N°19.496 vigente en el momento de la ocurrencia de tales hechos, contando con todas las atribuciones que dicha ley les confería.

Artículo cuarto.- Las facultades contempladas en los literales d) y e) del artículo 58 de la ley N°19.496, solo podrán ser ejercidas una vez publicado en el Diario Oficial el reglamento a que alude el artículo 4° permanente de esta ley.

Artículo quinto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor y el régimen de remuneraciones que le resulte aplicable.
2) Dictar las normas para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como la bonificación de la ley N°19.528 y la asignación dispuesta en los artículos 9°, 10, 11 y 12 de la ley N°20.212, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° de la ley N°18.834, cuyo texto refun​dido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad podrá establecer normas distintas o complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije. Igualmente determinará los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley N°19.882.
Los funcionarios que, a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública o de carrera, acorde con las referidas normas, mantendrán su nombramiento mientras no se produzca la vacancia, por cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.

3) Ordenar el traspaso, en las condiciones que determine, sin alterar la condición jurídica de la designación y sin solución de continuidad, de los funcionarios titulares de planta y a contrata del Servicio Nacional del Consumidor y de otras instituciones que se desempeñen en dicho servicio a la fecha de la publicación de la presente ley.

Para el encasillamiento del personal que se encuentre en funciones en el Servicio Nacional del Consumidor a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, no serán exigibles los requisitos que se establezcan para el ingreso en los cargos de planta. A igual norma se sujetarán los funcionarios que tengan la calidad de contratados, para los efectos de su asimilación.

4) El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que sirven se efectuará al grado de la Escala de Fiscalizadores cuya remuneración total mensualizada sea la más cercana a la que percibía el funcionario traspasado. La remuneración más cercana corresponderá a aquella cuya diferencia con la que percibía en el grado de origen, positiva o negativa, sea la menor. Para su determinación se considerará la suma del total de haberes brutos mensualizados, excluidas las remuneraciones por horas extraordinarias.

5) En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que deberá llevarse a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.
6) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijar la dotación máxima de personal del Servicio Nacional del Consumidor.

7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal.

c) No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios encasillados y traspasados mantendrán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para su reconocimiento.

Artículo sexto.- El reglamento señalado en el artículo cuarto transitorio, y los demás que resulten necesarios para la implementación de esta ley, deberán dictarse en el plazo de un año desde su publicación.

Artículo séptimo.- Mediante decreto del Ministerio de Hacienda, expedido por “Orden del Presidente de la República”, se fijará el porcentaje de asignación de alta dirección pública a que se refiere el artículo sexagésimo quinto de la ley N°19.882, en razón del cambio de escala de remuneraciones a que estarán afectos los altos directivos públicos que continúen desempeñando funciones conforme a lo señalado en el numeral 2) del artículo cuarto transitorio.

Artículo octavo.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Nacional del Consumidor, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo noveno.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.

Artículo décimo.- Quienes se encuentren desempeñando el cargo de Director Regional a la época de entrada en vigencia de la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor a que se refiere el artículo quinto transitorio anterior, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la época de su designación.
Artículo undécimo.- La parte final del inciso primero del artículo 50 C de la ley N°19.496, en lo que corresponde a la asistencia jurídica gratuita de las Corporaciones de Asistencia Judicial, que se introduce por el artículo 1°, numeral 22), de la presente ley, entrará en vigencia una vez que esté en funcionamiento el servicio público de asistencia judicial que sucederá a las actuales Corporaciones de Asistencia Judicial.

En el período intermedio entre la publicación de la presente ley y la condición señalada en el inciso anterior, la prestación de asistencia jurídica gratuita a los consumidores que no puedan costearla por sí mismos, se financiará a través de convenios suscritos específicamente entre el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y el Ministerio de Justicia, debiendo este último transferir los fondos aportados, a las Corporaciones de Asistencia Judicial, de acuerdo a las reglas generales.

Cada convenio suscrito deberá indicar los requisitos bajo los cuales se realizará el traspaso, la destinación especial de los fondos, las condiciones y características específicas de la prestación de asistencia jurídica, las facultades y obligaciones de las Corporaciones de Asistencia Judicial y cualquier otra especificación que permita delimitar claramente los servicios que se prestan y los recursos necesarios para financiarlos debidamente.

Además, durante el mismo lapso señalado en el inciso segundo, se habilita expresamente para comparecer ante los juzgados de policía local, en la realización de todas las actuaciones, gestiones y audiencias que sean necesarias para poder brindar la asistencia jurídica gratuita a que se refiere este artículo, a las personas señaladas en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N°18.120.”.
*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que el número 20); el artículo 50 O contenido en el número 26); el párrafo sexto de la letra e) propuesta en la letra a) del número 40); la letra o) propuesta en la letra b) del número 40), y el literal ii) de la letra e) del número 40), todos ellos del artículo 1° del proyecto, fueron aprobados en general por 111 votos a favor, de un total de 116 diputados en ejercicio.

En particular, en tanto, la votación se produjo de la siguiente manera:

·  el número 20) del artículo 1° fue aprobado por 69 votos a favor.

·  el artículo 50 O contenido en el número 26) del artículo 1° fue aprobado con 68 votos favorables.

·  el párrafo sexto de la letra e) propuesta en la letra a) del número 40) del artículo 1° fue aprobado con 69 votos afirmativos.

·  la letra o) propuesta en la letra b) del número 40), y el literal ii) de la letra e) del mismo número, ambos del artículo 1°, fueron aprobadas por 111 votos a favor.

Todas estas votaciones se produjeron respecto de un total de 116 diputados en ejercicio.

De esta manera, se ha dado cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DE COMERCIO PARA REGULAR LA FACULTAD QUE CONFIERE AL ASEGURADO DILIGENTE DE PROPONER ADECUACIONES DE LA PRIMA Y LA COBERTURA DE LA PÓLIZA SI EL SINIESTRO NO SE HA PRODUCIDO DURANTE LA MITAD DEL TIEMPO DE VIGENCIA DE ESTA

(9.915-03)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señor Harboe, señora Pérez San Martín y señores Horvath, Pizarro y Tuma.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 10 de marzo de 2015,  pasando a la Comisión de Economía.
____________


La Comisión hace presente que discutió la iniciativa en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación. 


Asimismo, la Comisión propone a la Sala proceder sólo a la aprobación en general del proyecto y, luego, abrir un plazo para presentar indicaciones al mismo.

____________

A las sesiones en que la Comisión estudió el proyecto asistió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Felipe Harboe Bascuñán.


Asimismo, asistieron especialmente invitadas, a una o más sesiones, las siguientes personas:


De la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS): el Intendente de Seguros y Superintendente Subrogante, señor Osvaldo Macías; el Fiscal, señor Gonzalo Zaldívar, y el Jefe de Comunicaciones, señor Nicolás Cáceres. 

Del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC: el Director, señor Ernesto Muñoz, y la Abogada, señora Magdalena Lazcano.


De la Asociación de Aseguradores de Chile A.G.: el Vicepresidente Ejecutivo, señor Jorge Claude, y el Asesor Jurídico, señor Francisco Serqueira. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Analista, señora Anette Hafner.

También estuvieron presentes las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: los Asesores, señores Adrián Fuentes y Pablo Valladares.

Los Asesores, señores Renato Rodríguez y Richard Tepper (Honorable Senadora señora Lily Pérez). 

El Asesor del Comité PPD, señor Sebastián Abarca. 

De la Secretaría General de la Presidencia, la Asesora, señorita Mariana Fernández. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista señor James Wilkins.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
No hay.
OBJETIVOS DEL PROYECTO

Consagrar en el Código de Comercio el derecho del contratante de seguro de proponer al asegurador una modificación a los términos del contrato, si el contratante no hubiere incurrido inexcusablemente en errores, reticencias o inexactitudes determinantes del riesgo asegurado y el siniestro no hubiere tenido lugar durante, a lo menos, la mitad de la época en que principia y concluye el riesgo para el asegurador, con la finalidad de adecuar la prima o las condiciones de la cobertura a esta circunstancia.

- - - - - 

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS


-El Código de Comercio, particularmente el Título VIII del Libro II, “Del contrato de seguro”, artículos 512 y siguientes, reemplazado por la ley N° 20.667.
B. ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que dio inicio al proyecto de ley.

En sus fundamentos, la moción indica que el mercado asegurador en Chile ha sido una de las industrias que mayor desarrollo ha tenido en la última década, en efecto, según el informe financiero asegurador emitido por la Superintendencia de Valores y Seguros, S.V.S., a junio de 2014, las compañías de seguros de vida generaron en el semestre utilidades por MMUS$ 327,2, lo que representa un aumento de 52,7% respecto de los resultados observados en enero-junio de 2013, debido a un alza importante en el resultado de las inversiones financieras, producto del mejor desempeño en la bolsa local y la renta variable extranjera durante el período. 

Desde hace muchos años los agentes del mercado de seguros y los especialistas propiciaron la urgente necesidad de actualizar las normas del contrato de seguro, poniendo de relieve que en esta materia el divorcio entre la ley y la realidad económica es fuerte hasta tal punto, que se han ido formando costumbres que van, incluso, contra el texto expreso de la ley, pero que son estrictamente observadas por las partes, porque los contratos que se ajustan a dichas costumbres, pero no a la ley, obedecen a una necesidad económica práctica imperativa y a la masificación y dinamización del mercado asegurador.

Es por lo anterior que fue tan esperada la modificación al título VIII del Libro II, de Código de Comercio, que se materializó, a través de la ley Nº 20 667, publicada con fecha 9 de mayo de 2013. Esta ley viene a dar cuenta de las transformaciones en el mercado del seguro de creciente auge y expansión modernizando un contrato que por más de un siglo permaneció incólume. 

Las principales transformaciones incorporadas vienen a cambiar radicalmente algunas características del contrato. 

En efecto, el contrato de seguro dejó de ser formal y pasó a ser un contrato consensual, facilitando su otorgamiento, modificación que tiene su fuente en las prácticas realizadas en el mercado de seguros.  A su turno, el artículo 515 del Código de Comercio regula la celebración y prueba del contrato de seguro. El contrato de seguro es consensual. La existencia y estipulaciones del contrato se podrán acreditar por todos los medios de prueba que contemplen las leyes, siempre que exista un principio de prueba por escrito que emane de cualquier documento que conste en télex, fax, mensajes de correo electrónico y, en general, cualquier sistema de transmisión y registro digital o electrónico de la palabra escrita o verbal.

Además otro cambio importante, es el establecido por el artículo  525 del Código de Comercio, que cambia las reglas en materia de deber de revelación, deber que ya no pesa sobre el asegurado, sino que serán las compañías las que deberán solicitarlo expresamente. El mencionado artículo señala que: para prestar la declaración a que se refiere el número 1 del artículo anterior, será suficiente que el contratante informe al tenor de lo que solicite el asegurador, sobre los hechos o circunstancias que conozca y sirvan para identificar la cosa asegurada y apreciar la extensión del riesgo.

Convenido el contrato de seguro sin que el asegurador solicite la declaración sobre el estado del riesgo, éste no podrá alegar los errores, reticencias o inexactitudes del contratante, como tampoco aquellos hechos o circunstancias que no estén comprendidos en tal solicitud.

Además se incorpora el derecho de retracto, en similares términos a lo que está ya consagrado en la ley de protección a los consumidores, lo que resalta el carácter de bien de consumo de los seguros y dan cuenta de su masificación.

También se incorporan normas que favorecen al asegurado a la hora de poner término anticipado al contrato, y se prescriben nuevas forma de solución de conflicto a través de los arbitrajes. Asimismo, por primera vez, se establece el reconocimiento específico y regulación para cierto tipo de seguros, como el seguro de robo, hurto y otras sustracciones, el seguro de responsabilidad civil, el seguro de pérdida de beneficios, el seguro de crédito y el seguro de caución. Estos seguros ya estaban siendo contratados frecuentemente en el mercado de seguros, por lo cual, era lógico que la ley los reconociera y regulara. Esta regulación implica un reconocimiento expreso a la masificación del contrato de seguros en todo ámbito, de este modo con esta nueva regulación, se toma en consideración que el seguro es una operación cada vez más frecuente y más masificada.

La nueva regulación, sin embargo, no se hace cargo del evento en que el contrato de seguro permanezca vigente por mucho tiempo sin que el siniestro tenga lugar, es decir, la ocurrencia del riesgo o evento dañoso cubierto en el contrato no se materialice en un período prolongado de tiempo. 

Por consiguiente cabe preguntarse, si el riesgo definido por el artículo 513 letra t) del Código de Comercio como la eventualidad de un suceso que ocasione al asegurado o beneficiario una pérdida o una necesidad susceptible de estimarse en dinero, no tenga lugar en un período determinado, ¿no hace, por consiguiente, que ese riesgo disminuya en su intensidad calificada originalmente en la póliza de seguros? Pensemos en una persona que ha contratado un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros por muchos varios años, y el siniestro cubierto por el contrato nunca ha tenido lugar, esa persona es,  por cierto, menos riesgosa, por consiguiente debería pagar una prima distinta de aquella originalmente está estipulada en la póliza. La actual regulación sobre seguros no contempla esta posibilidad. 

El artículo 526 contiene la norma que regula el caso inverso al señalado precedentemente, es decir aquella situación de agravación del riesgo, al indicar que el asegurado, o contratante en su caso, deberá informar al asegurador los hechos o circunstancias que agraven sustancialmente el riesgo declarado, y sobrevengan con posterioridad a la celebración del contrato, dentro de los cinco días siguientes de haberlos conocido, siempre que por su naturaleza, no hubieren podido ser conocidos de otra forma por el asegurador.

Por lo anteriormente expuesto, la idea matriz de este proyecto, consiste en establecer una modificación al artículo 525 del Código de Comercio,  que  contemple la posibilidad de adecuar la prima cuando, transcurrida la mitad  de la duración  del contrato cubierta en la póliza, no hubiere tenido lugar el siniestro. A mayor abundamiento, el artículo 525 del Código de Comercio, contempla normas que regulan la declaración sobre el estado del riesgo, considerando diversas hipótesis.

Una de las situaciones reguladas por dicha disposición se refiere al caso en que no tenga lugar el siniestro, pero de todos modos el asegurado que hubiere incurrido en inexactitudes o reticencias en la información sobre el riesgo que hubiere entregado al asegurador. En éste último caso el asegurador puede solicitar se adecue la prima a esas nuevas circunstancias. 

Por consiguiente, si se permite al asegurador adecuar la prima aun cuando no haya tenido lugar el siniestro,  es legítimo  establecer la posibilidad de que cuando no haya tenido lugar el siniestro durante parte importante del contrato, pueda el asegurado tener similar derecho, y solicitar al asegurador se adecue la prima a esta circunstancia. Se trata por tanto,  de permitir que el asegurado diligente que entregó información veraz al asegurado, y ha pagado la prima sin caer en mora, pueda obtener una rebaja en el pago de la misma, más cuando el siniestro no haya tenido lugar por un tiempo significativo.

__________

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Comisión inició la discusión general del proyecto en sesión de 6 de mayo en curso, escuchando la exposición de uno de sus autores, el Honorable Senador señor Harboe, quien realizó una presentación en power point, la que se encuentra  en la Secretaría de la Comisión a disposición de los Honorables señores Senadores.


En dicha oportunidad, señaló, en primer lugar, que el proyecto de discusión se basa en el principio de reciprocidad de las prestaciones de los contratos bilaterales. También responde a consideraciones prácticas y a experiencias observadas en el derecho comparado.


Agregó que el mercado asegurador en Chile ha sido una de las industrias que mayor desarrollo ha tenido en la última década. En efecto, según el informe financiero asegurador emitido por la SVS, a junio de 2014, las compañías de seguros de vida generaron en el semestre utilidades por MMUS$ 327,2, lo que representa un aumento de 52,7% respecto de los resultados observados en enero-junio de 2013.


Desde hace muchos años los agentes del mercado de seguros y los especialistas propiciaron la urgente necesidad de actualizar las normas del contrato de seguro, poniendo de relieve que, en esta materia, el divorcio entre la ley y la realidad económica es fuerte hasta tal punto, que se han ido formando costumbres que van, incluso, contra el texto expreso de la ley.

Además, por diversas circunstancias, entre ellas el aumento del riesgo, se ha masificado el contrato de seguro y se ha diversificado a las más variadas materias. Es así como, por ejemplo, la circunstancia de las pensiones bajas ha generado el desarrollo del mercado de los APV, que  si bien no es un seguro, en la práctica opera como mecanismo para complementar las pensiones; o el aumento de los delitos contra la propiedad, que ha desarrollado también el mercado de los seguros contratados para cubrir los riegos de hurto o robo.


Es por lo anterior que fue tan esperada la modificación al Título VIII del Libro II, del Código de Comercio, que se materializó, a través de la ley N° 20.667, publicada con fecha 9 de mayo de 2013. 

Dicha ley vino a dar cuenta de las transformaciones en el mercado del seguro de creciente auge y expansión modernizando un contrato que por más de un siglo permaneció incólume. 


Las principales transformaciones incorporadas vienen a cambiar radicalmente algunas características del contrato.

En efecto, el contrato de seguro dejó de ser formal y pasó a ser un contrato consensual, facilitando su otorgamiento, modificación que tiene su fuente en las prácticas realizadas en el mercado de seguros. 

A su turno, el artículo 515 del Código de Comercio prescribe sobre la celebración y prueba del contrato de seguro. La existencia y estipulaciones del contrato se podrán acreditar por todos los medios de prueba que contemplen las leyes, siempre que exista un principio de prueba por escrito que emane de cualquier documento que conste en télex, fax, mensajes de correo electrónico y, en general, cualquier sistema de transmisión y registro digital o electrónico de la palabra escrita o verbal.

Además otro cambio importante fue el establecido por el artículo  525 del Código de Comercio, que cambia las reglas en materia de deber de revelación, deber que ya no pesa sobre el asegurado, sino que serán las compañías las que deberán solicitarlo expresamente. 


El mencionado artículo señala que para prestar la declaración a que se refiere el número 1 del artículo anterior, será suficiente que el contratante informe al tenor de lo que solicite el asegurador, sobre los hechos o circunstancias que conozca y sirvan para identificar la cosa asegurada y apreciar la extensión del riesgo.

Asimismo, incorporó el derecho de retracto en similares términos a lo que está ya consagrado en la ley de protección a los consumidores, lo que resalta el carácter de bien de consumo de los seguros y dan cuenta de su masificación.

También incorporó normas que favorecen al asegurado a la hora de poner término anticipado al contrato, y prescriben nuevas formas de solución de conflicto a través de los arbitrajes. 

Asimismo, por primera vez, estableció el reconocimiento específico y la regulación para cierto tipo de seguros, como el seguro de robo, hurto y otras sustracciones, el seguro de responsabilidad civil, el seguro de pérdida de beneficios, el seguro de crédito y el seguro de caución.  


Esta regulación implica un reconocimiento expreso a la masificación del contrato de seguros en todo ámbito. Toma en consideración que el seguro es una operación cada vez más frecuente y más masificada.


Pensemos en una persona que ha contratado un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros por muchos años, y el siniestro cubierto por el contrato nunca ha tenido lugar, esa persona es,  por cierto, menos riesgosa. Por consiguiente, debería pagar una prima distinta de aquella originalmente está estipulada en la póliza. La actual regulación sobre seguros no contempla esta posibilidad. 

El artículo 526 contiene la norma que regula el caso inverso al señalado precedentemente, es decir aquella situación de agravación del riesgo, al indicar que el asegurado, o contratante en su caso, deberá informar al asegurador los hechos o circunstancias que agraven sustancialmente el riesgo declarado, y sobrevengan con posterioridad a la celebración del contrato, dentro de los cinco días siguientes de haberlos conocido, siempre que por su naturaleza, no hubieren podido ser conocidos de otra forma por el asegurador.

Por lo anteriormente expuesto, la idea matriz del proyecto consiste en establecer una modificación al artículo 525 del Código de Comercio,  que  contemple la posibilidad de adecuar la prima cuando, transcurrida la mitad  de la duración  del contrato cubierta en la póliza, no hubiere tenido lugar el siniestro. A mayor abundamiento, el artículo 525 del Código de Comercio, contempla normas que regulan la declaración sobre el estado del riesgo, considerando diversas hipótesis.


Una de las situaciones reguladas por dicha disposición se refiere al caso en que no tenga lugar el siniestro, pero de todos modos el asegurado que hubiere incurrido en inexactitudes o reticencias en la información sobre el riesgo que hubiere entregado al asegurador. En éste último caso el asegurador puede solicitar que se adecue la prima a esas nuevas circunstancias.

Por consiguiente, si se permite al asegurador adecuar la prima aun cuando no haya tenido lugar el siniestro,  es legítimo  establecer la posibilidad de que cuando no haya tenido lugar el siniestro durante parte importante del contrato, pueda el asegurado tener similar derecho, y solicitar al asegurador adecuar la prima a esta circunstancia. Se trata por tanto,  de permitir que el asegurado diligente que entregó información veraz al asegurado, y ha pagado la prima sin caer en mora, pueda obtener una rebaja en el pago de la misma, más cuando el siniestro no haya tenido lugar por un tiempo significativo.


Indicó que, por todo lo anteriormente expuesto, en la práctica, la relación entre asegurador y asegurado se fue simplificando, sin perjuicio de la existencia de la asimetría en la posición de las partes contratantes y de la naturaleza del contrato de seguro, pues se trata de contratos de adhesión.


Tal modificación también permitió a las compañías de seguros aumentar el valor de la prima si el riesgo se incrementa. Para ejemplificarlo, mencionó el caso de una persona que ha contratado un seguro de vida y durante la vigencia del mismo comienza a practicar un deporte de alto riesgo. 


En este contexto, reiteró que lo que persigue el proyecto en informe es darle al asegurado un derecho equivalente, en el sentido de si ese asegurado reúne una serie de requisitos, establecidos previamente, que han disminuido considerablemente su siniestralidad, tendrá el derecho para que la compañía de seguros reduzca los costos de su seguro automáticamente. 


Ello, porque se da una circunstancia equivalente: las condiciones de riesgo han cambiado, pero, en este caso, a favor del asegurado. Este aspecto manifiesta el principio de reciprocidad que debe estar presente en todos los aspectos de la relación contractual.


La modalidad que propone el proyecto de ley no constituye una innovación en el ámbito de los contratos de seguros. Puso como ejemplo la legislación norteamericana, según la cual, transcurrido un determinado número de años de vigencia de un seguro por accidentes de tránsito, sin haber experimentado siniestro alguno, la compañía de seguros debe rebajar el valor de la prima automáticamente en un porcentaje determinado establecido por ley. Algo similar ocurre también cuando el asegurado cumple una determinada edad, generalmente 28 o 29 años, sin haber ocasionado accidentes, porque la ley considera que el riesgo ha disminuido.
_______________


Finalizada la exposición del Honorable Senador señor Harboe, intervinieron los Honorables Senadores integrantes de la Comisión.


El Honorable Senador señor Tuma manifestó compartir los objetivos del proyecto, particularmente el de restablecer el equilibrio entre los derechos del proveedor del servicio y los derechos del consumidor, en este caso, la compañía aseguradora y el asegurado, respectivamente. Si la compañía tiene el derecho a aumentar el valor del contrato por el aumento del riesgo, el asegurado debería tener un derecho equivalente que le permitiera exigir una rebaja del precio ante la no ocurrencia de siniestros durante un tiempo, si ello implica una disminución del riesgo.


Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, hizo presente que la ley debe contemplar, también, el porcentaje del precio que debería rebajarse ante la ocurrencia de tal circunstancia. Esto es una materia compleja y también relativa, porque está relacionado con el tipo de riesgo que cubra la póliza.


Como es algo que debe profundizarse, recabó el acuerdo de la Comisión para solicitar a la Biblioteca del Congreso Nacional, BCN, la elaboración de un estudio en derecho comparado sobre la materia. La Comisión accedió a lo propuesto por la unanimidad de sus miembros presentes.


Luego, el Honorable Senador señor Pizarro señaló concordar con los fundamentos y objetivos de la iniciativa por razones de sentido común y en pro del principio de reciprocidad, ya que si las compañías aseguradoras pueden incrementar el valor del seguro cuando aumenta el riesgo, como por ejemplo, hay más de un siniestro dentro de un determinado lapso, resulta de toda lógica que, a la inversa, el asegurado cuente con un derecho equivalente, si objetivamente los riesgos disminuyen.


Considera muy válido el punto levantado por el Honorable Senador señor Tuma, porque el proyecto nada dice en cuanto a la proporción de la rebaja del valor de la prima que puede solicitar el asegurado diligente después de transcurrido la mitad de la vigencia del seguro sin que se haya producido siniestro alguno.


El proyecto propone únicamente que, dada la concurrencia de determinadas circunstancias, el asegurado diligente podrá plantear al asegurador una adecuación de la prima. Es decir, tendrá que entrar en una negociación con el asegurador. Estima que, en la práctica, ocurrirá que tal negociación será muy similar a la negociación de una nueva póliza. 


Así, es muy probable que, cuando el asegurado ejerza su derecho, una vez que ha transcurrido la mitad del tiempo de vigencia del contrato de seguro y concurran las demás circunstancias que indica el proyecto, más que una adecuación a la prima se iniciará un nuevo proceso de negociación de una nueva póliza. 


Dado ese escenario, una muy buena idea, como es la contenida en el proyecto, podría resultar impracticable, ya que, ante la petición del asegurado de modificar las condiciones del seguro, podría ocurrir que las compañías aseguradoras efectivamente ofrezcan mejores condiciones, pero lo más probable es que lo hagan en el marco de un nuevo contrato.


Por eso se suma a lo sugerido por el Honorable Senador señor Tuma de incluir en el proyecto un porcentaje de rebaja automático y que, además, constituya una obligación para las aseguradoras mantenerla hasta el término del contrato.


Señaló que en su reflexión tiene presente que el asegurado está en una posición de menor poder negociador que la compañía aseguradora.


En la línea de lo planteado por los Honorables Senadores señores Tuma y Pizarro, la Honorable Senadora señora Pérez indicó que se suma a la proposición de establecer en la ley que la adecuación a la prima se produzca en forma automática una vez que haya transcurrido el plazo del contrato de seguro que indica el proyecto.


Igualmente, considera fundamental que la ley también disponga que tal adecuación debe ser una rebaja de la prima en un determinado porcentaje. De no ser así, y ante la petición del asegurado de adecuar la prima, se generaría una nueva negociación con la compañía de seguro, escenario en el cual el asegurado estaría en una posición de evidente desventaja. 


Por lo anteriormente expuesto, también considera necesario que la Comisión consulte opiniones y que recabe a información en relación a la materia que aborda el proyecto. Estos elementos permitirán resolver estos puntos en particular y, de esta manera, cerrar mejor la iniciativa.


Recogiendo la proposición de la Honorable Senadora señora Pérez, el señor Presidente, Honorable Senador señor Tuma recabó el acuerdo para que, junto con solicitar a la Biblioteca del Congreso Nacional la elaboración de un informe sobre derecho comparado,  la Comisión invite a la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS); al Servicio Nacional del Consumidor (Sernac) y a la Asociación Nacional de las Compañías de Seguros. Tales proposiciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes.

________


En sesión de 13 de mayo, la Comisión recibió a la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS); al Servicio Nacional del Consumidor (Sernac) y a la Asociación Nacional de las Compañías de Seguros.


Previamente escuchó a la Analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Anette Hafner, quien expuso sobre su informe, solicitado por la Comisión a la BCN, denominado “La legislación extranjera relacionada con la adecuación de prima de seguros por no ocurrencia de siniestros durante cierto periodo de tiempo.”.


Indicó que su informe analiza figuras jurídicas similares a la contemplada en el proyecto de ley en informe, en las legislaciones de Estados Unidos de América, EE.UU., Alemania, Argentina, Chile, Eslovaquia, España, Francia, Italia, Luxemburgo, Portugal, Reino Unido, Serbia y México.


En la primera parte, estudia las legislaciones en el campo de los seguros sobre bonificaciones en caso de no ocurrencia de siniestros dentro de cierto periodo de tiempo, en EE.UU y en países de Europa. Éstos son llamados “sistemas de bonus-malus”, que tienen carácter de incentivos y se aplican solo en ciertos tipos de seguros, primordialmente en el sector de los seguros automotrices. Encontró poca legislación al respecto, ya que generalmente forman parte de las prácticas comerciales de las compañías de seguro (o sus asociaciones). 

Al respecto:


-Las legislaciones de los Estados de California, Georgia y Maine establecen el derecho a una reducción de la prima del seguro automotriz si los conductores cumplen ciertos requisitos, entre ellos no haber causado siniestro durante un determinado periodo de tiempo.

-Las legislaciones de Francia y Luxemburgo imponen un sistema de bonus-malus para los contratos de seguro automotriz y definen las clasificaciones y cálculos aplicables. 

-Por su parte, el Código de Seguros Privados italiano regula el contenido del certificado de antecedentes y algunas generalidades sobre las clases de mérito para los seguros automotrices. 

-En España y ciertos Estados de EE.UU., se ha establecido, por ley, el derecho a una rebaja de cotizaciones para los seguros de compensación de trabajadores, para empresas que hayan contribuido especialmente a la disminución y prevención de la siniestralidad laboral.

Las bonificaciones siempre se otorgan “ex post”, es decir, para la prima futura, en base a un periodo pasado de observación. No se han encontrado sistemas que permiten una revisión durante el tiempo de vigencia del contrato de seguro.


En la segunda parte, el informe analiza normas de ajuste de primas a un cambio en el riesgo del asegurado, en particular sobre los derechos del asegurado en caso de disminución del riesgo, en las legislaciones de Chile, España, Argentina, Francia, Alemania y México. 

Todos los países mencionados disponen de normativa que permite (o decreta) el ajuste de primas de seguros en caso de disminución del riesgo asegurado. 


Los aspectos mencionados fueron desarrollados posteriormente en detalle y con profundidad.


El informe completo de la BCN forma parte del presente informe de la Comisión y se encuentra disponible en la página web del Senado http://www.senado.cl/, enlace “Trámite de Proyectos”, así como también en la Secretaría de la Comisión.

__________________


Luego, la Comisión escuchó al Vicepresidente Ejecutivo de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., señor Jorge Claude.


El señor Claude abordó en su intervención los siguientes aspectos:


-El Mercado Asegurador Chileno.


Destacó que es el quinto mercado más grande de América Latina. En el año 2014, la prima per cápita fue de USD 575; y representó el 4,2% como porcentaje del PIB. Asimismo, administra más de USD 48.000 millones en inversiones, equivalente a 20% del PIB para 2014. Es altamente competitivo, ya que existen más de 60 Compañías con poca concentración de mercado.


Asimismo, indicó que, desde 2002, el mercado asegurador chileno cuenta con un Código de Autorregulación, que considera tanto un Consejo de Autorregulación como un Defensor del Asegurado.
Participantes del Mercado de Seguros Año 2014
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También comprende 2.363 corredores de seguros; 56 corredores de reaseguros y 225 liquidadores de seguros.


Respecto a las cifras en materia de contratación de seguros, señaló que, al año 2014, fueron contratados 57,3 millones de seguros; el número de seguros contratados por persona fue de 3,2, y que la prima por cápita fue de US$ 575.

Por último, respecto del mercado asegurador chileno se refirió al número de indemnizaciones y prestaciones, en el período comprendidos entre los años 2005 a 2014. Sobre el particular, expuso la siguiente gráfica:
Número de Indemnizaciones y Prestaciones Año 2005-2014
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-Propuesta de la Asociación respecto del proyecto.


El proyecto fundamenta los cambios propuestos en que la legislación nueva “no se hace cargo de que el contrato de seguros permanezca vigente por mucho tiempo sin que el siniestro tenga lugar, es decir, la ocurrencia del riesgo o evento dañoso cubierto en el contrato no se materialice en un período prolongado de tiempo…” (No se define el período que se considera prolongado). Ese mismo párrafo agrega que la actual regulación sobre seguros no contempla esta posibilidad.


Añade en el párrafo siguiente que “el Artículo 526 contiene la norma que regula el caso inverso al señalado…” (El art. 526 contiene el tratamiento de la agravación del riesgo).


Por ello, para generar el caso no contemplado según el tenor del mismo proyecto, éste incorpora un inciso al artículo 525. Este artículo se refiere a la Declaración sobre el estado del riesgo y no a la disminución del riesgo, por ende el nuevo inciso se incorpora en una norma ajena a su fin.


-Comentarios específicos.


1.- El proyecto señala que la ley actual (de 2013) trata el caso de la “agravación del riesgo” pero no la situación inversa. Es del caso mencionar entonces que la “disminución del riesgo” ya está tratada en el artículo 536 de la ley actual, por ende el tratamiento del riesgo está completo en la ley.


2.- En efecto, la ley actual se refiere al riesgo en dos momentos:


-El riesgo como elemento de la esencia del contrato, que se declara y evalúa en la etapa precontractual; y


-El riesgo durante la fase contractual, contemplando la agravación del riesgo en el artículo 526; y luego, la “disminución” y la “extinción” del riesgo, están contempladas específicamente en el artículo 536 de la misma ley.


3.- Las normas sobre “agravación” y “disminución” del riesgo, no son aplicables a los seguros de personas, con la excepción de la cobertura de accidentes personales.


4.- El riesgo no se agrava ni disminuye por el mero hecho del transcurso del tiempo con la póliza contratada.


5.- El plazo de cobertura depende del ramo y de lo que convengan las partes, pudiendo incluso ser indeterminado.


-Consideraciones Generales.

De acuerdo a los principios generales del cálculo actuarial de la prima, los elementos que concurren son: La ley de los grandes números; un riesgo asegurado homogéneo, y un número suficiente para hacer el traspaso del riesgo individual al grupo (masividad).


La función del seguro es proveer una protección contra las consecuencias financieras de los siniestros: las pérdidas de algunos son pagadas con las contribuciones de todos aquellos que comparten el mismo riesgo. 


Que un individuo en particular no tenga siniestros en un período determinado, no afecta la base de cálculo del grupo, y no modifica por lo tanto el riesgo del grupo.


La esencia del seguro es compartir las pérdidas y, en el proceso, sustituir una pérdida grande e incierta (el riesgo) contra un desembolso cierto y pequeño (el pago de la prima). En ese sentido, el seguro es un método de prevención.


La prima es calculada en función de los principios que ya enumeramos, y depende de elementos tales como: el riesgo asumido (el “peligro”), el monto asegurado, y otros costos. En este sentido, si el riesgo es creciente, constante o decreciente, podemos tener primas crecientes (vida, salud), niveladas (como la mayoría de los casos), o decrecientes (como aquellos expresados en función de un saldo insoluto que disminuye).


-Conclusiones.


El Título VIII del Código de Comercio fue reemplazado íntegramente por la Ley N° 20.667, del 9 de mayo de 2013, tras una larga y exhaustiva revisión académica y legislativa, incluyendo su comparación con las más modernas legislaciones sobre el contrato de seguros.


Entre las materias revisadas y actualizadas, se encuentra precisamente el tratamiento de la agravación de los riesgos, la disminución de los riesgos y la extinción de los riesgos.


El solo hecho que haya transcurrido la mitad del plazo de cobertura, no implica un cambio en las condiciones del contrato.


El asegurado o contratante siempre tiene derecho a poner término anticipado al contrato en cualquier momento, salvo las excepciones legales (artículo 537).


Por todo lo expuesto, no están de acuerdo con el proyecto de ley.
________________


Luego, la Comisión escuchó al Superintendente de Seguros y Superintendente subrogante, señor Osvaldo Macías.

Señaló que, de acuerdo a las disposiciones vigentes de nuestro Código de Comercio, establecidas en el segundo inciso del artículo 536, al asegurado le asiste el derecho a la reducción de la prima por disminución de riesgo desde el momento que se perfeccione el contrato y hasta que prescriban sus derechos de acuerdo al artículo 541 del señalado Código. 


“Art. 536. Extinción y disminución de los riesgos. El seguro termina si el riesgo se extingue después de celebrado el contrato. 

Si disminuye el riesgo asegurado la prima se ajustará al riesgo que efectivamente asuma el asegurador desde el momento en que éste tome conocimiento de ello. Esta norma no tendrá aplicación en los seguros de personas, salvo en la modalidad de accidentes personales.”. 

Una modificación como la propuesta podría entenderse como una limitación del ejercicio de las acciones del asegurado, para exigir al asegurador en cualquier instante la disminución o devolución de la prima, sea por una declaración de riesgos inexistentes o por la desaparición o disminución de éstos. 


Adicionalmente, debe considerarse que un asegurado que no vea atendida su pretensión a disminuir la prima, no está obligado a persistir en dicho contrato, pues tiene el derecho a ponerle término de inmediato, salvo excepciones legales, momento a partir del cual se extingue la obligación de pagar la prima y nace el derecho a exigir la devolución de la prima no consumida, si se hubiere pagado anticipadamente (Artículos 527 y 537 del Código de Comercio). En ese contexto, las disposiciones actualmente vigentes del Código contemplan regulaciones específicas que permiten ajustar la prima al riesgo que efectivamente se está corriendo. 


Por otra parte, el proyecto de modificación de ley al situar el cambio en el artículo 525 del Código de Comercio, cuya hipótesis corresponde a la correcta o incorrecta declaración del riesgo al momento de la contratación del seguro, resulta incongruente con la consideración del transcurso del tiempo para el ejercicio de los derechos del asegurado. Esta consideración naturalmente debe recogerse en las disposiciones referidas a los efectos de un contrato en curso, que nuestro Código de Comercio contempla en el segundo inciso del artículo 536, ya transcrito. 

La disposición que se pretende introducir, supone o asume que el riesgo disminuye o se ve aminorado por el simple paso del tiempo y la inexistencia de siniestros en ese período, sin embargo esto no ocurre así, de modo que la disposición propuesta conlleva a desconocer la diversa naturaleza de los riesgos que pueden ser traspasados al asegurador y de la evolución que ellos tienen en el tiempo. Del mismo modo, la ocurrencia de siniestros durante la vigencia del contrato no conlleva a concluir que la prima debe ser ajustada al alza, puesto que dicha eventualidad ya ha sido considerada al momento que la compañía asumió el riesgo. 


Asimismo, cabe hacer presente que la ley, al regular el contrato de seguro, establece reglas comunes, como las de los artículos citados precedentemente, en el entendido que éstas le serán aplicables a contratos que cubren riesgos diversos. 


La prima del seguro técnicamente corresponde al costo que representa la probabilidad media teórica de que se materialice el riesgo asegurado (ocurrencia del siniestro). La prima debe ser proporcional, entre otros aspectos, a la duración del seguro, al mayor o menor grado de probabilidad del siniestro, a su posible intensidad o costo y, naturalmente, a la suma asegurada. 


El proyecto propuesto tiene como hipótesis que si durante la mitad de la vigencia del seguro no se producen siniestros, entonces disminuye el riesgo asegurado, lo cual no es correcto, ya que la no ocurrencia de un siniestro no es sinónimo de una disminución del riesgo, sino uno de los escenarios contemplados al momento de contratar el seguro. Así, existen riesgos que se agravan con el transcurso del tiempo, como en los seguros de vida, terremoto y salud, donde los bienes o personas aseguradas están sometidos a una mayor probabilidad de ocurrencia del siniestro a medida que transcurre el tiempo. 


Al tarificar un seguro se consideran entre otros aspectos las características del riesgo asegurado y el tiempo de exposición al riesgo, lo que se traduce en una prima que representa la probabilidad de ocurrencia del siniestro en el periodo total de tiempo asegurado (duración completa del contrato) y la magnitud de la pérdida esperada. 


A mayor abundamiento, en un seguro temporal de vida en que se paga una indemnización a los beneficiarios si el asegurado fallece en cualquier momento durante la vigencia del seguro, el que no se haya producido la muerte en edades tempranas desde la contratación, no implica que el asegurado haya disminuido su probabilidad de fallecer posteriormente, por el contrario, la compañía se encuentra expuesta a un mayor riesgo de que se materialice el pago de la indemnización, ya que el asegurado a mayor edad aumenta su probabilidad de muerte. 


Por otro lado, existen riesgos cuya probabilidad de ocurrencia es similar en cualquier momento del tiempo, lo cual también es recogido en la prima cobrada, la que se va devengando en forma proporcional al tiempo transcurrido y el paso del tiempo no implica una disminución del riesgo mientras no cambien las características que condicionen el riesgo asegurado. Así, en el caso de un seguro de incendio o un seguro de robo de automóvil, la materialización del riesgo no depende del tiempo transcurrido ni del hecho de no haber sufrido siniestros durante ese período. 


Por otra parte, en términos generales los seguros constituyen una forma de mutualización de los riesgos, los cuales se diversifican por tener la compañía una cartera grande de asegurados compensándose entre sí. Debido a esa diversificación, la no ocurrencia del siniestro en una parte de la cartera asegurada compensa los siniestros efectivos de la otra parte. Luego, por la ley de los grandes números, el siniestro de un asegurado individual no altera significativamente el siniestro promedio de toda la cartera. Ejemplo: seguro de automóviles. 


Con el proyecto se distorsiona la compensación de riesgos antes señalada. Además, el buen comportamiento siniestral individual puede ser recogido por la compañía en las renovaciones del seguro. 


Adicionalmente, no debe perderse de vista que parte importante de la tarificación de los seguros depende de la tasa que para estos efectos cobran los reaseguradores extranjeros, dada la imposibilidad que tiene el mercado local de absorber financieramente ciertos riesgos. Estos contratos podrían verse afectados dificultando su contratación, al introducirse una variable que modifique las condiciones iniciales del contrato de reaseguro. 


Existe un costo operacional de implementar esta disposición al producirse numerosas renegociaciones entre compañías y asegurados. Este costo no parece compensarse con el eventual beneficio de rebaja de prima, si se le suman además los costos del mecanismo de resolución de conflictos, y si se considera por otra parte, las facilidades que el asegurado tiene en el Código actual para terminar un seguro y contratar otro. 

_________________


Finalizadas las exposiciones de los invitados, intervinieron los Honorables Senadores presentes.

El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que, de la intervención del señor Fiscal de la SVS, puede concluirse que lo dispuesto en el artículo 536 del Código de Comercio, sobre extinción y disminución de los riesgos, es sólo una aspiración programática, porque ni siquiera contempla un procedimiento a seguir. Luego, lo que corresponde es establecer un procedimiento adecuado y expedito para el asegurado que le permita que, cambiando las condiciones del riesgo, pueda beneficiarse con la rebaja de la prima.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Pérez, siguiendo la línea de lo observado y lo planteado por el Honorable Senador señor Orpis, consultó a los invitados cómo se les informa a los asegurados la concurrencia de las circunstancias previstas en el artículo 536, según el cual, si disminuye el riesgo asegurado, la prima se ajustará al riesgo que efectivamente asuma el asegurador desde el momento en que éste tome conocimiento de ello. 


También les preguntó acerca del procedimiento por medio del cual el asegurado puede ejercer su derecho y sobre cómo actúan la SVS y las compañías de seguros para que el asegurado se beneficie con lo contemplado en el citado artículo.


Respondiendo a su consulta, el señor Fiscal de la SVS señaló que la Superintendencia informa a través de su página web, en el enlace “conoce tu seguro”, así como también en la atención al público. Por su parte el señor Claude, indicó que la Asociación de Aseguradores tiene un defensor de los derechos de asegurado, que es gratuito y cuyas actuaciones son reconocidas y acatadas por las compañías aseguradoras.


Luego, el Honorable Senador señor Harboe destacó la pertinencia de haber escuchado a las instituciones que la Comisión acordó invitar.


También destacó que para él era conocida la posición contraria al proyecto de la Asociación de Aseguradores. Considera que es algo natural y forma parte de su rol de representantes de su gremio.


Hizo un llamado a situarse en la realidad actual en la materia. Existe un conjunto de servicios que carecen de la calidad adecuada, razón por la cual los ciudadanos deben contratar seguros para enfrentar determinadas eventualidades dañosas. 


Riesgo, según la letra t) del artículo 513 del Código de Comercio, sobre definiciones, es la eventualidad de un suceso que ocasione al asegurado o beneficiario una pérdida o una necesidad susceptible de estimarse en dinero.

Por su parte, las modificaciones del año 2013, a las cuales hizo mención en la presentación de la moción, asumió la masificación de los contratos de seguros como un elemento, pero no se hizo cargo del fenómeno que ocurre cuando el asegurado, frente a una eventual situación de riesgo, celebra un contrato de seguro por el cual paga una determinada prima, la que, a su turno, debe ser proporcional al riesgo que se ha evaluado. 


El problema se presenta cuando las condiciones cambian. Si el asegurado voluntariamente se pone en una condición que aumenta su riesgo, las normas comunes le permiten a las compañías de seguros aumentar la prima. En la práctica, si el asegurado no está de acuerdo con el mayor precio deberá poner término al contrato. Tal circunstancia es una manifestación evidente que los contratos de seguro son contratos de adhesión. No puede ser considerado de otra manera, ya que si el asegurado no puede impugnar el aumento del valor de la prima que hizo la compañía de seguros, ejerciendo un derecho consagrado en una ley aprobada por este Parlamento, la única alternativa que tiene es poner término al contrato.


¿Es lógico que un sistema jurídico permita a una de las partes contratantes imponer unilateralmente sus condiciones a la otra parte, la que de no estar de acuerdo con ellas, y sin posibilidad de reclamo, tenga como única vía poner término al contrato?


Por eso es que, en su esencia, el proyecto de ley en debate propone restablecer el principio de reciprocidad en las prestaciones y en las condiciones de la contratación. Su finalidad es otorgarle al asegurado también un derecho equivalente.


Concuerda con lo planteado en la sesión anterior por el Honorable Senador señor Pizarro y otros señores Senadores, en el sentido que la moción debería ir más allá: que la norma no solo consagre el derecho a pedir una adecuación, sino que ésta sea automática. 


Agregó que también pueden ser revisados otros elementos del proyecto, como el requisito del transcurso de un determinado lapso de tiempo; o su ámbito de aplicación, como sería el caso que, en una primera etapa, la norma se circunscriba sólo a un determinado tipo de seguro, como los automotrices o los de accidentes de tránsito. 


Luego celebró el aporte del informe en derecho comparado realizado por la BCN, y, sobre la base de lo que ocurre en otras legislaciones, difiere completamente de lo planteado por el señor Claude al sostener que nuestra legislación está a la vanguardia. 


Al respecto, indicó que la legislación en materia de seguros de los países analizados va mucho más allá en relación a los derechos de los asegurados. Para el caso, citó una situación ocurrida Francia, donde los tribunales desestimaron un recurso y resolvieron mantener el sistema de reducción de la prima, bonus malus, en base a que no se trata de un sistema de fijación tarifaria por parte del Estado, ya que las compañías de seguro siguen siendo libres para fijar la cuantía de las primas de suscripción.


Concuerda también con el planteamiento de algunos Honorables señores Senadores, en el sentido que la norma contemplada en el citado artículo 536 del Código de Comercio es una mera declaración de principios.


Plantea avanzar en la idea de legislar; realizar en el proyecto todas las adecuaciones que sean necesarias durante la discusión particular, como por ejemplo, que la modificación que propone el proyecto no sea al artículo 525 sino que, como propone el señor Fiscal de la SVS, se haga en el artículo 536; y partir circunscribiendo este nuevo derecho del asegurado a un determinado tipo de contratos, como ocurre en algunos Estados de los Estados Unidos de América; en Luxemburgo; en Francia; en Portugal; en Reino Unido, y en Eslovaquia. 


Reiteró que la idea matriz del proyecto no es una innovación, porque no resulta ajeno al derecho de los contrato en numerosos países muy influyentes del mundo. No se trata de una creación irresponsable. Es introducir una norma actualmente está vigente en muchas legislaciones extranjeras en beneficio de los asegurados, en su calidad de consumidores. Además, la tendencia internacional va en dirección de establecer un mayor equilibrio entre las partes, es decir, asegurador y asegurado.


Por su parte, el Honorable Senador señor Tuma indicó que el punto es generar un marco más propicio para el asegurado, restableciendo el equilibrio que debe existir entre los prestadores de servicios y quienes los reciben.


Concuerda con la idea según la cual aquél que no ha tenido siniestros en un lapso importante de tiempo no puede recibir el mismo tratamiento de quien sí los ha tenido. La motivación de la moción en crear los incentivos correctos y premiar al que toma las medidas necesarias para evitar la ocurrencia de siniestros, no sólo por el riesgo que conlleva, sino que también porque es un beneficio directo al mismo prestador del servicio.


Por lo anterior, estima que, con todas las observaciones al proyecto, tanto de las compañías aseguradoras como de la SVS, sigue teniendo plena vigencia la preocupación de los autores de la iniciativa de resguardar los derechos de los asegurados, modificando una legislación que todavía tiene espacios de ajustes en favor de los usuarios y consumidores de seguro.


Luego, el Honorable Senador señor Pizarro se refirió al cálculo del valor del seguro en atención a los factores de riesgos y a su cobertura. La ley establece normas claras cuando ocurre un aumento del riesgo. Su preocupación es qué ocurre al revés, en términos prácticos. Qué ocurre para alguien que claramente es menos riesgoso; tiene buena conducta o nunca ha sufrido un siniestro. Sobre este último punto, consultó sobre cuáles son los incentivos que le da la industria a ese asegurado, dado que no hay algo objetivo establecido por la ley que obligue a las compañías para que disminuya el valor de las primas. 


En razón de lo anteriormente expuesto, se sumó a lo planteado por otros Honorables señores Senadores, en cuanto a la necesidad de que lo establecido en el artículo 536 del Código de Comercio no sea una mera declaración de intenciones.


Respondiendo a la consulta del Honorable Senador señor Pizarro, el señor Claude indicó que el sistema de bonus malus opera al final de cada contrato, poniendo especial atención a qué ocurrió durante la vigencia del mismo. Todas las compañías tienen sus políticas para incentivar a que la persona vuelva a contratar con ella, y si no ha tenido siniestro alguno durante la vigencia del contrato, por supuesto que hacen un descuento en el valor del seguro. Precisa, eso sí, que esto ocurre al final de cada contrato, que son anuales. En cambio, el proyecto propone adecuar el valor de la primar de acuerdo a lo que ocurra dentro de la vigencia del contrato. El planteamiento de la Asociación que representa es que el solo hecho que haya transcurrido un período de más de 6 meses sin siniestros no cambia el riesgo.


Planteó, asimismo, que no son muy frecuentes ni las circunstancias de disminución de riegos ni las que lo aumentan.

___________


Finalmente, intervino el Director del SERNAC, señor Ernesto Muñoz, quien planteó una visión general de la materia que aborda el proyecto.


Hizo notar la inquietud planteada por varios Honorables Senadores en relación al modo como se tramitan los reclamos y la labor de la Superintendencia en esta materia.


SERNAC, junto con la SVS, son parte de un sistema integrado de recepción de consultas y reclamos. Esto les permite celebrar convenios con diferentes organizaciones del Estado para tramitar de manera más rápida y efectiva, a través de una ventanilla única, los reclamos de los consumidores. Ello ha permitido, también, bajar los costos de transacción y los tiempos de solución de los reclamos. Ha sido una experiencia muy exitosa. 


Agregó que actualmente trabaja con el Superintendente en la integración de sus canales informáticos, para que la presencia del SERNAC a nivel nacional también sirva como un medio efectivo para los asegurados cuando existan reclamaciones y controversias.


SERNAC ha recibido el último año 9.656 reclamos, de los cuales el 86,12% corresponden a reclamos por ejecución contractual, es decir, tienen relación con dudas o controversias asociadas al contenido y aplicación del contrato. Otros tienen que ver con cobranzas extrajudiciales.


En relación al comportamiento de la industria asociada al tratamiento de estos reclamos, señaló lo siguiente: el 56% de ellos son acogidos; el 34% no son acogidos, y el 8,25% no reciben respuesta.


Informó que SERNAC también está trabajando con los distintos oferentes, a través del ente regulador específico, para acercarse a una integración de canales que permita reducir al mínimo el número de no respuestas.


En relación al proyecto, indicó que difiere del criterio técnico de la SVS. La aplicación subsidiaria a ley de protección del consumidor, LPC, supone varias cosas. 


En cuanto a lo sustantivo, la regulación especial prefiere a las normas establecidas en la LPC. Por ejemplo, la regulación general establece ciertos criterios, como es el caso del artículo 16 de la LPC, que impide cambios unilaterales en los contratos. En cambio, la legislación especial de seguros contiene una excepción, que en tal carácter, prefiere a lo establecido en la LPC.


En otras materias, en cambio, no está consagrada una institución en particular, como por ejemplo, en publicidad engañosa. Por lo tanto, las normas de la LPC aplican cuando las conductas afectan el deber de información veraz y oportuna.


En lo que se refiere a los procedimientos para poder cautelar el interés colectivo de los consumidores, la letra b del artículo 2° bis de la LPC establece que existe subsidiariedad, en el sentido que cada vez que no exista un procedimiento colectivo consagrado en una normativa especial que tenga que ver con la vigilancia y respecto de los derechos de los consumidores, y, además, se verifica una infracción en tal ley especial que pueda afectar el interés colectivo, se aplica el procedimiento colectivo de la ley sobre protección de los derechos de los consumidores, LPC.


Lo anteriormente expuesto es particularmente importante, porque abre un espacio para representar, eventualmente, algún tipo de infracción. Agregó que el Servicio a su cargo ha avanzado en forma significativa en la tarea de levantar los estándares. 


Dentro de este contexto, comparte la idea contenida en el proyecto ya que plantea la búsqueda de una solución más eficiente y más expedita a los problemas de los consumidores.

__________________

-- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, el proyecto fue aprobado en general por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro y Tuma, y una abstención, correspondiente al Honorable Senador señor Orpis. (Mayoría, 3 a favor x 1 abstención).

Durante la votación, el Honorable Senador señor Orpis solicitó dejar expresa constancia en el informe de los fundamentos de su abstención. Al respecto, indicó que la esencia de los contratos de seguros está en el riesgo. A su vez, el aumento o la disminución de las primas dice relación también con el factor riesgo. 

El proyecto parte de la base que el mero transcurso del tiempo modifica el riesgo. En su opinión, tal apreciación no es de la esencia de un contrato de seguro.

Además, considera que hay una falencia en el proyecto, ya que la ley contempla la disminución de la prima por el cambio del riesgo en el artículo 536 del Código de Comercio. Sin embargo, esta norma es meramente declarativa. No es una disposición efectiva. 

Por lo tanto, es necesario incorporar en materia de seguros normas más efectivas para los efectos que, si el riesgo disminuye, el asegurado cuente con un mecanismo expedito para hacer su petición y hacer efectiva la disposición que ya consagra el citado artículo 536.

Así, anunció que, si la Comisión aborda esta iniciativa en la línea de lo que él ha planteado, estará disponible para presentar al proyecto las indicaciones del caso.

_______________
TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL


Se inserta a continuación el texto del proyecto que la Comisión de Economía propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY: 

“Artículo único.- Agrégase en el artículo 525 del Código de Comercio el siguiente inciso quinto nuevo, pasando el actual quinto a ser sexto, del siguiente tenor:

“Cuando el contratante no hubiere incurrido inexcusablemente en errores, reticencias o inexactitudes determinantes del riesgo asegurado, y el siniestro no hubiere tenido lugar durante, a lo menos, la mitad de la época en que principia y concluye el riesgo para el asegurador, podrá el asegurado proponer una modificación a los términos del contrato, para adecuar la prima o las condiciones de la cobertura a esta circunstancia. Si el asegurador rechaza la proposición del asegurado o no le da contestación dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de envío de la misma, se estará a lo dispuesto en el artículo 543 de este Código.”.”.
_____________


Acordado en sesiones celebradas los días 6 y 13 de mayo  de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martin y señores Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchon y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 19 de mayo de 2015.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, GUILLIER, LAGOS, QUINTEROS Y WALKER, DON PATRICIO, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 24 DE LA LEY QUE MODERNIZA EL SECTOR PORTUARIO ESTATAL, A FIN DE QUE SE ESCUCHE LA OPINIÓN DEL CONCEJO MUNICIPAL PARA LA FINALIDAD QUE INDICA

(10.062-15)
Exposición de motivos.

De acuerdo a lo establecido en la ley N° 19.542, de 1997, que modernizó el sector portuario estatal, se dividió la Empresa Portuaria de Chile, en diez empresas portuarias estatales, cuya administración adquirió el carácter de descentralizada, fijando cada una de las empresas su propio pian de desarrollo y prioridades de inversión y expansión. 

Este mismo cuerpo legal reconoce la necesidad de coordinación entre las empresas estatales y entre ellas y los demás organismos estatales que desarrollan actividades al interior de los recintos portuarios. 

Por su parte, en el Plan Nacional de Desarrollo Portuario elaborado en el año 2013, por la Subsecretaría de Transportes del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, su diagnóstico señala que "el desarrollo del sistema marítimo portuario requiere de una institucionalidad pública que permita abordar los desafíos previstos para el sector".

A lo anterior cabe señalar que el artículo 50 de la citada ley 19.542, establece en su letra d), que corresponde al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, "procurar un desarrollo armónico entre los puertos y la ciudad, cuidando en especial el entorno urbano, las vías de acceso y el medio ambiente. Para estos efectos, se creará una instancia de coordinación a nivel de región, denominada Consejo de Coordinación Ciudad-Puerto, en la que tendrán participación, a lo menos, un representante del Gobierno Regional y uno por cada municipalidad donde se encuentre el puerto".

Sin perjuicio de dicha actividad, que en forma específica se encomienda al mencionado ministerio, estimamos que, dada la importancia que la actividad portuaria implica para las ciudades donde se desarrollan, debe existir, al igual que en las legislaciones de otros países, una adecuada integración de los puertos con las ciudades donde ellos se encuentran instalados. 

Ahora bien, de acuerdo al artículo 24 de la ley 19.542 ya mencionada, las empresas portuarias son administradas por un directorio designado por acuerdo del Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción o de alguno de aquellos Comités a que se refiere el artículo 7° del decreto con fuerza de ley N° 211 de 1960, al que dicho Consejo haya delegado esta función.

Consideramos que, al igual que el referido artículo 50 establece la participación municipal, es preciso que, sin alterar las atribuciones de las autoridades llamadas a efectuar el nombramiento de los miembros del directorio, escuchen la opinión del respectivo concejo municipal, a fin de que la tengan en vista al adoptar tal decisión, como una manera práctica de procurar que en el directorio se equilibren los proyectos de actividades marítimo-portuarias con los intereses de las comunas en que se albergan.

En tal virtud, sometemos a la aprobación del Senado el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo único.- Agrégase al inciso primero del artículo 24 de la ley N° 19.542, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, el siguiente párrafo:

"Para nombrar los miembros del Directorio, se escuchará la opinión del Concejo municipal correspondiente a la ciudad donde se encuentre instalada la empresa respectiva.".

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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